Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo

Propuestas Correlacionadas con la Ley de Amparo Vigente
Artículo 140


Artículo 141.  Cuando al presentarse la demanda no se hubiese promovido el incidente de suspensión, el quejoso podrá promoverlo en cualquier tiempo, mientras no se dicte sentencia ejecutoria.

Artículo 142.  El expediente relativo al incidente de suspensión se llevará siempre por duplicado. Cuando se interponga revisión contra la resolución dictada en el incidente, el juez de Distrito remitirá el expediente original al Tribunal Colegiado de Circuito que deba conocer del recurso, y se dejará el duplicado en el juzgado.

PROPUESTA

ARTÍCULO 142. El expediente relativo al incidente de suspensión se llevará siempre por cuerda separada y por duplicado. Cuando se interponga revisión contra la resolución dictada en el incidente, * ( se suprime) se remitirá el expediente original al Tribunal Colegiado de Circuito que deba conocer del recurso, y se dejará el duplicado en el juzgado de  Distrito o en el Tribunal Unitario de Circuito para que se siga actuando en éste. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2232)
Artículo 143.  Para la ejecución y cumplimiento del auto de suspensión, se observarán las disposiciones de los artículos 104, 105, párrafo primero, 107 y 111 de esta ley.

Las mismas disposiciones se observarán, en cuanto fueren aplicables, para la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad caucional conforme al artículo 136.

PROPUESTAS

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación con el artículo 143 de la Ley de Amparo y son referentes a la denuncia de violación, a la suspensión provisional o definitiva, que considero se deben agregar.

Denuncia de violación a la suspensión.

Artículo 143 Bis. El expediente relativo al incidente de la denuncia de violación a la suspensión se llevará siempre por duplicado que se formará con copia de la demanda y del auto de suspensión provisional o resolución de la suspensión definitiva y demás constancias que se estimen necesarias. Cuando se interponga recurso de queja contra la resolución dictada en el incidente de violación, el juez de Distrito remitirá el expediente original al Tribunal Colegiado de Circuito que deba conocer del recurso, y se dejará el duplicado en el juzgado.

Artículo 143 Bis-1. La denuncia de violación a la suspensión provisional o definitiva deberá promoverse por escrito con copia para las partes dentro del término de tres días siguientes al de su conocimiento o de tal hecho.

Artículo 143 Bis-2. Las autoridades responsables deberán rendir su informe justificado sobre la denuncia de violación a la suspensión provisional o definitiva dentro del término de veinticuatro horas, acompañando las constancias que lo justifiquen.

Artículo 143 Bis-3. Transcurrido el mencionado término, si las partes no promovieran pruebas ni el tribunal las estimare necesarias, dentro de los tres días siguientes se citará a la audiencia de alegatos, la que se verificará, concurran o no las partes.

Y dentro del término de los cinco días siguientes el tribunal dictara su resolución.

Artículo 143 Bis-4. Si se declara fundada la denuncia de violación a la suspensión provisional o definitiva, se dará inmediatamente vista al agente del Ministerio Público adscrito, para los efectos de su competencia. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, páginas  1228 y 1229)

Considero que los artículos que propongo pueden agregarse después de los artículos de la Ley de amparo que les anteceden, es decir se puede recorrer la numeración de los artículos de la Ley de Amparo sin que se pierda el orden, a fin de que la nueva Ley de Amparo sea mas completa y clara en sus temas relativos.

El motivo que tiene el suscrito para hacer las propuestas señaladas obedece a que durante la función de juez de Distrito es necesario tener una Ley de Amparo que sea mas completa, clara y precisa, y mas acorde con la realidad y las materias que comprende, a fin de no estar aplicando tanto la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Finalmente considero que la redacción de la nueva Ley de Amparo al incorporar los artículos propuestos con la redacción señalada de acuerdo a la materia de amparo desde mi punto de vista, sería beneficio que incluyera mas capítulos y artículos que expliquen la forma y trámite de cada etapa procesal del juicio de amparo como se propone. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, página 1244)

ARTICULO 138.-  Párrafo único igual al párrafo primero del vigente  artículo 143, se deroga el párrafo segundo, porque la propuesta  es que los órganos de amparo ya no se pronuncien respecto de libertad causional, lo que corresponde a la autoridad común. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1931)

La presente propuesta de Reformas a la Ley de Amparo, la baso específicamente en la modificación del artículo 143 y la inclusión del 143 bis, para que se regule lo relativo al incumplimiento de la suspensión en la Ley de Amparo.

Debo referirme por principio de cuentas que los Tribunales que conocen del Juicio de Garantías en la mayoría de los casos son los Juzgados de Distrito y la forma en que se regula actualmente el incumplimiento a la suspensión encuentra sustento en el artículo 143 de la Ley de Amparo, mismo artículo que nos remite a lo concerniente a la inejecución de sentencias, situación que, evidentemente no regula pues en forma especial y directa la institución de la suspensión y trae como consecuencia que las autoridades que conocen del Juicio de Garantías realicen prácticas burocráticas para tramitar ese incumplimiento, con el consabido retardo al cumplimiento de la suspensión, ya que como lo exponen los artículos 104 y 105 párrafo primero, 107 y 111 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 143 antes citado, se advierte que si la autoridad responsable no cumple con el mandamiento de suspensión, deberá entonces requerirse a la responsable omisa, una vez hecha la solicitud por el quejoso para que en el término de veinticuatro horas informe sobre el cumplimiento dado a la suspensión concedida al quejoso, siendo entonces que la autoridad que conoce del Juicio de Garantías deberá realizar los acuerdos correspondientes, girar los oficios respectivos y de no obtener respuesta en ese término de veinticuatro horas, requiere ahora a su superior jerárquico si lo tuviere, para que obligue al inferior a cumplir con la suspensión, y si pasadas veinticuatro horas no quedare cumplida se comisiona al Secretario o Actuario del Tribunal que conozca del Juicio de Garantías y en su caso el Juez o Magistrado cumplirán con el mandato de suspensión, lo que resulta en términos de tiempo grandes retrasos para cumplir una suspensión en perjuicio grave del quejoso quien pretende mantener viva la materia del fondo del amparo.

Debe hacerse notar que no sólo el incumplimiento total de la suspensión puede traer consecuencias graves en perjuicio del quejoso y en cuyo caso la autoridad responsable debe hacerse acreedor a las sanciones correspondientes con iguales consecuencias si el cumplimiento fue tardío, por lo que se advierte la necesidad de que no quede impune la conducta lesiva de las autoridades responsables que con conocimiento de causa y con toda mala intención, retrasen el cumplimiento o incumplan la orden de suspensión, para lo cual no obstante la conclusión del juicio respectivo y a efecto de hacer una realidad y que no continúen como letras muertas las disposiciones contenidas en los artículos 206 de la Ley de Amparo, 215 y 225 del Código Penal Federal, se faculte al Juez o al Tribunal que conozca del Juicio para que de oficio o a petición de parte inicie el procedimiento respectivo en vía incidental, pudiéndose precisar esa facultad en un nuevo precepto como lo seria un articulo 143 bis.

Por lo antes expuesto me permito emitir mi modesta opinión, pues la institución de la suspensión es una de las partes del Juicio de Amparo tal vez de las más importantes por cuanto hace a su función, pues como se ha visto, tiende a mantener viva la materia del amparo en tanto se resuelve éste en lo principal, siendo entonces menester darle un medio procedimental para hacerla cumplir incluyéndose un incidente de violación a la suspensión que sirva de investigación para que en su caso y si resulta procedente el resultado, se remita a la Suprema Corte de Justicia para fincar responsabilidad a las responsables que no cumplieron en el mandato de suspensión, siendo mi propuesta específica reformar el artículo 143 y adicionar un 143 bis de la Ley de Amparo bajo el siguiente formato:

143.-
Una vez notificada la resolución que concede la suspensión, las responsables la cumplirán de inmediato en los casos que así lo requiera, o dentro de las veinticuatro horas siguientes cuando la naturaleza del acto lo permita; o encontrándose en vías de cumplimentación en caso contrario, de no hacerlo el tribunal de amparo que conozca del caso, requerirá de oficio o a instancia de parte al superior inmediato de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplirla sin demora, si no tuviere superior se requerirá a ésta directamente, y en caso de no obtener el cumplimiento de la suspensión, las autoridades requeridas, en su caso incurrirán en responsabilidad. Independientemente de lo anterior, la autoridad que haya conocido del juicio de garantías, podrá hacer cumplir la resolución de suspensión, cuando las órdenes dadas para ese efecto no fueren obedecidas, comisionando al Secretario o Actuario para que lo cumplimenten cuando la naturaleza del acto lo permita y, en su caso el mismo Juez o el Magistrado designado por el Tribunal se constituirán en el lugar en que deba cumplirse, para ejecutada por sí mismos, pudiendo salir de su lugar de residencia, para ese efecto, bastando con dar aviso a la Suprema Corte tanto de su salida como de su regreso. Agotadas las medidas anteriores sin lograrse la cumplimentación de la suspensión, podrá pedirse el uso de la fuerza pública, o cualquier otro medio legal para hacerla cumplir.

En tratándose de la libertad personal, cuando la responsable se negare a cumplir o violare la suspensión,  la autoridad que conozca del juicio de amparo, mandará poner al quejoso en inmediata libertad, sin perjuicio de que aquella dicte después la resolución que proceda. Los encargados de las prisiones darán debido cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme a esta disposición.

143 bis.- En caso de incumplimiento o cumplimiento tardío, del auto de suspensión, el juez o tribunal que conozca del amparo, podrá decretar de oficio o a petición de parte la apertura del procedimiento de investigación en vía incidental, en el cual se oirá a las partes y en una sola audiencia se aportarán pruebas se formularán alegatos y se resolverá en un término no mayor de cinco días y en caso de encontrar responsabilidad en las autoridades que intervengan, se enviará el duplicado del incidente de suspensión y la resolución del incidente de cumplimiento, a la Suprema Corte de Justicia a efecto de fincar la responsabilidad correspondiente, conforme al artículo 206 de la Ley de Amparo en relación con el artículo 215 penúltimo párrafo del Código Penal Federal. Lo anterior sin perjuicio de haberse resuelto sobre la suspensión definitiva en su caso así como el fondo del juicio de amparo. (José Peña Reyes, Tomo IV, páginas 2672 a 2675).

Artículo 144.  Las autoridades judiciales comunes, autorizadas por el artículo 38 de esta ley para recibir la demanda y suspender provisionalmente el acto reclamado, deberán formar por separado un expediente en el que se consigne un extracto de la demanda de amparo, la resolución en que se mande suspender provisionalmente el acto reclamado, copias de los oficios o mensajes que hubiesen girado para el efecto y constancias de entrega, así como las determinaciones que dicten para hacer cumplir su resolución, cuya eficacia deben vigilar, en tanto el juez de Distrito les acusa recibo de la demanda y documentos que hubiesen remitido.

PROPUESTA

Por último, congruente con la proposición  de que se elimine la jurisdicción concurrente, deberá eliminarse el artículo 144. ( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1092)
Capítulo IV

De la substanciación del juicio

Artículo 145.  El juez de Distrito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado.

PROPUESTAS

ADICIONAR UN SEGUNDO Y TERCER PARRAFOS AL ARTICULO 145 DE LA LEY DE AMPARO, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

“ARTICULO 145……………………………….

Asimismo, se desechará de plano la demanda, cuando un Juez de Distrito ante quien se haya promovido un Juicio de Amparo tenga conocimiento fehacientemente por cualquier medio, de que otro y otros han conocido de juicios promovidos por el mismo quejoso o por otra persona en su nombre y representación, en contra de los mismo actos reclamados, respecto de los cuales existan sentencias ejecutoriadas.

Para este efecto, se darán a conocer al quejoso los datos relativos, previniéndolo en los términos del Artículo 146 y si no hiciere las aclaraciones conducentes, se procederá al desechamiento, imponiéndose al propio quejoso la sanción que señala el Artículo 211, Fracción I.”

MOTIVO

La propuesta esta vinculada con lo expuesto en relación a la adición al artículo 17 y permitirá evitar estas practicas que van en detrimento de la Justicia Federal. (Armando Díaz Olivares, Tomo I, páginas 94 y 95)

Adicionalmente, en otro aspecto revestido de excesiva formalidad, la ley obliga a la exhibición de copias, y el incumplimiento de esa disposición podrá traer como consecuencia el que se tenga por no interpuesta la demanda o el recurso. Tan es excesiva esa exigencia, que la propia ley exceptúa de esa obligación a los promoventes en los casos del amparo penal y el amparo agrario, según se advierte de los artículos 168, segundo párrafo; 221 y 229. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 490)

Adicionar un segundo párrafo al artículo 145, en los siguientes términos:

Artículo 145. El Juez de Distrito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado. 

No obstante lo anterior el juez. de oficio,  deberá  regularizar el trámite cuando advierta que en lugar de un nuevo juicio de amparo procede un recurso, y   adoptará las medidas pertinentes para tramitar el medio de impugnación que sea procedente. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 493 y 494)

Sería bueno que se aclarara en función de los criterios jurisprudenciales existentes, lo que debe entenderse por manifiesta e indudable improcedencia, pues en algunos casos en los que existe los jueces no cumplen lo dispuesto por el artículo 145 de la Ley de Amparo, y en  otros casos que no existe la autoridad judicial desecha la demanda. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1659)

ARTÍCULO 145. El Juez de Distrito o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2233)

ARTÍCULO 145.- El juez de Distrito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado, también podrá desecharla si advierte que notoriamente el acto reclamado no es inconstitucional. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, página 31) 
Artículo 146 .  Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda, si se hubiere omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 116 de esta ley; si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se hubiesen exhibido las copias que señala el artículo 120, el Juez de Distrito mandará prevenir al promovente que llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones que corresponda, o presente las copias dentro del término de tres días, expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en tiempo.

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere las aclaraciones conducentes o no presentare las copias dentro del término señalado, el juez de Distrito tendrá por no interpuesta la demanda, cuando el acto reclamado sólo afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso.

Fuera de los casos a que se refiere el párrafo anterior, transcurrido el término señalado sin haberse dado cumplimiento a la providencia relativa, el juez mandará correr traslado al Ministerio Público, por veinticuatro horas, y en vista de lo que éste exponga, admitirá o desechará la demanda, dentro de otras veinticuatro horas, según fuere procedente.

PROPUESTAS

Respecto de la anterior tesis, opinamos que tanto la Ley de Amparo, como la jurisprudencia del Poder Judicial Federal, deben armonizarse con la legislación fiscal, ya que existe suplencia de la queja obligatoria u oficiosa, en el supuesto del artículo 212, segundo párrafo, del Código Fiscal, en el sentido de que cuando alguna autoridad que deba ser parte en el juicio contencioso administrativo no fuese señalada por el actor como demandada, de oficio se le correrá traslado de la demanda para que la conteste en el plazo de 45 días.

Por lo antes expuesto, consideramos muy acertad y justa la siguiente tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

DEMANDA DE AMPARO. SI DE SU ANALISIS INTEGRAL SE VE LA PARTICIPACION DE UNA AUTORIDAD NO SEÑALADA COMO RESPONSABLE, EL JUEZ DEBE PREVENIR AL QUEJOSO PARA DARLE OPORTUNIDAD DE REGULARIZARLA.-  Ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que la demanda de amparo debe ser interpretada en una forma integral, de manera que se logre una eficaz administración de justicia, atendiendo a lo que en la demanda se pretende en su aspecto material y no únicamente formal, pues la armonización de todos los elementos de la demanda, es lo que permite una correcta resolución de los asuntos.  Ahora bien, entre los requisitos  que debe contener una demanda de amparo, de acuerdo con lo establecido por el artículo 116 de la ley de la materia, se encuentra el relativo a la expresión de la autoridad o autoridades responsables (fracción III), por lo cual, en los casos en que del análisis integral de la demanda, el juez advierta con claridad la participación de una autoridad no señalada como responsable en el capítulo correspondiente, debe prevenir a la parte quejosa, en términos de lo previsto en el primer párrafo del artículo 146 de la Ley de Amparo, para que aclare si señala o no como responsable a la referida autoridad y, de omitir esa prevención, incurre en una violación a las normas que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, que trasciende al resultado de la sentencia, por lo que en términos del artículo 91, fracción IV de la Ley de Amparo, debe ordenarse su reposición.

2ª. XXIV/96

Amparo en revisión 340/96.- Transportes Aguascalientes, S.A. de C.V.- 15 de marzo de 1996.- Cuatro votos.- Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, por estar integrando la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia, en virtud de la designación del Tribunal Pleno.-  En su ausencia hizo suyo el proyecto el Ministro Genaro David Góngora Pimentel.- Secretaria: Adela Domínguez Salazar.

Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo III, abril de 1996, pp. 204 y 205.(Gregorio Sánchez León, Tomo I, páginas 14 y 15)

Muchos jueces de Distrito mandan aclarar las demandas de amparo por cuestiones que sólo tienen que ver con aspectos relacionados con el incidente de suspensión, lo que es objetivamente correcto,  pero lo indebido es que aperciben al promovente con tener la demanda por no interpuesta para el caso de incumplimiento. Nada más injusto.

Ejemplo: el juez apercibe al quejoso con no admitir el libelo para el caso de que éste no exprese el monto de las pensiones rentísticas, lo que, dice aquél, servirá para poder fijar la garantía para la suspensión en caso de que proceda.

Afirmo que es incorrecto el proceder del juzgador porque más valdría al quejoso no solicitar la medida si lo único que pasaría sería, en el peor de los casos, que se le lanzara del inmueble, pero si obtuviera en el fondo se le restituiría en la posesión. Esto es, podría llegar a serle favorable la sentencia aun sin incidente de suspensión.

Así, pues, debería existir un artículo en el capítulo de la suspensión que estableciera que cuando se ordena la aclaración de una demanda de amparo por cuestiones referentes a dicha medida, no se abrirá el incidente respectivo, mas no tener a aquélla por no interpuesta.

Corroboran lo que afirmo las dos tesis visibles en la novena época del semanario citado, la primera en el tomo III, abril, página 377, y la segunda en el tomo VIII, septiembre, página 1157, que en su orden dicen:  

"DEMANDA DE AMPARO. DESECHAMIENTO DE LA. NO DEBE LLEVARSE A CABO SI EL QUEJOSO NO CUMPLE CON EL APERCIBIMIENTO QUE SE LE HAGA, A FIN DE QUE PRECISE PARA QUE EFECTOS SOLICITA LA SUSPENSIÓN.- El artículo 146, de la Ley de Amparo, en modo alguno sanciona que debe tenerse por no interpuesta la demanda de garantías, cuando la parte quejosa, no establezca en la misma, en forma clara y precisa cuestiones relativas tanto de la suspensión provisional como de la definitiva, pues es claro que tales cuestiones de manera alguna se encuentran enunciadas en los artículos 116 y 146 de la ley de la materia; cuenta habida de que tampoco incide en la precisión del acto reclamado, y menos aún respecto a las copias que señala el artículo 120 de la Ley de Amparo, hipótesis éstas a que se refiere el artículo 146 del ordenamiento legal en cita" y,  "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LA DEFICIENCIA DE ALGUN DATO RELACIONADO CON EL INCIDENTE DE SUSPENSION, NO ES MOTIVO PARA TENERLA POR NO INTERPUESTA SI EL QUEJOSO NO CUMPLIO CON LA ACLARACION - De la lectura de los artículos 116,120 y 146 de la Ley de Amparo, no se advierte que la deficiencia de algún dato para solicitar la suspensión del acto reclamado sea uno de los requisitos formales e indispensables de la demanda de garantías.  Es por ello que si un Juez de Distrito requiere al promovente para que aclare su libelo respecto de datos que tienen que ver con dicha. medida al no ser éstos de trascendencia, aquél no debe tener por no interpuesto el referido libelo". (Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, páginas 398 y 399)

Adicionalmente, en otro aspecto revestido de excesiva formalidad, la ley obliga a la exhibición de copias, y el incumplimiento de esa disposición podrá traer como consecuencia el que se tenga por no interpuesta la demanda o el recurso. Tan es excesiva esa exigencia, que la propia ley exceptúa de esa obligación a los promoventes en los casos del amparo penal y el amparo agrario, según se advierte de los artículos 168, segundo párrafo; 221 y 229. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 490)

Suprimir del artículo 146 las siguientes partes:

Párrafo primero: o no se hubiesen  exhibido las copias que señala el artículo 120 .

 Párrafo segundo: o no presentare las copias. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 494 )

Más de 180 juzgados de Distrito en la República Mexicana  ocupan casi la mitad de su tiempo y de sus recursos humanos y materiales en el trámite de juicios de amparo promovidos contra órdenes de detención o de aprehensión atribuidas a autoridades no judiciales como son, entre otros, los procuradores de  justicia, los agentes del Ministerio Público y los directores de policía, así como la ejecución de tales órdenes que con frecuencia se reclaman de decenas de cuerpos policíacos.

Este trabajo implica, como en todos los juicios de amparo, la recepción, registro y análisis de la demanda, la formación del expediente principal y del incidente de suspensión, el dictado y notificación de cinco o más acuerdos que deben hacerse del conocimiento, de una considerable cantidad de autoridades, sobre  todo en lugares donde la zona metropolitana está formada con varios municipios, como los casos de Monterrey, Guadalajara y el Distrito Federal, entre otros.

Sin embargo, rara vez encontraremos una demanda con la que se persiga realmente una seria declaración de inconstitucionalidad de los  actos reclamados, pues en casi la totalidad de los casos a los promoventes  no les interesa una sentencia que generalmente es de sobreseimiento, ni la resolución  interlocutoria en la que casi siempre se niega la suspensión definitiva de los actos.  Lo único que pretenden es obtener una “protección rápida",  a través de la suspensión de los actos reclamados, con la esperanza de que esa situación perdure el mayor tiempo posible.

SOLUCIÓN QUE SE PROPONE:

Las reformas al artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal y de los artículos 123 y 146 de la Ley de Amparo, fundamentalmente, así como del 39, 89 y 117 para precisarlos, aclararlos o adecuarlos.

Estas reformas darían lugar a lo siguiente:

ELIMINACIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN SOLO ENTRATÁNDOSE DE LOS ACTOS ALUDIDOS.  Para ello se sugiere decretar la suspensión de plano, oficiosamente, en el auto inicial, tomando  las medidas de aseguramiento del quejoso, toda vez que el articulo 130 de la Ley de Amparo establece en su último párrafo la obligación de conceder la suspensión provisional siempre que se trate de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, sin que dicho precepto exija el cumplimiento de los requisitos que establece el artículo 124; por tanto no existe obstáculo para decretarla oficiosamente. Además, el mismo hecho de presentar una demanda contra éste tipo de actos genera la presunción de que  implícitamente se pide la suspensión.

LA  ELIMINACIÓN  DE  LA  SENTENCIA  DE SOBRESEIMIENTO Y DE LA DECLARACION DE EJECUTORÍA EN ESTOS CASOS.  Pues es sabido de todos los juzgadores federales, que resultan ser trámites inútiles, ya que a ninguna de las partes les interesan y sí, en cambio, ocasionan junto con el incidente, un gran gasto de recursos humanos, materiales y económicos que pueden emplearse mejor en los trámites y resoluciones que sí sean importantes.

Para esto se propone que antes de la admisión de la demanda se  abra y registre un expediente auxiliar y se dicte un acuerdo decretando oficiosamente la suspensión, en el mismo auto se requerirá a las responsables y al promovente para que en el plazo de cinco días aquéllas informen solo sobre la existencia o inexistencia de los actos y en el mismo plazo el promovente podrá aportar prueba documental o  el testimonio de dos personas para acreditarlo. Si se acredita la existencia del acto  se admitirá la demanda; si no, se tendrá por no interpuesta.

IRRECURRIBILIDAD DEL AUTO INICIAL EN COMENTO. Sugiero que no se reformen los artículos 83 y 95 ni los relativos a éstos, ya que el auto a que se refiere el inciso anterior deberá ser irrecurrible, pues su naturaleza y la transitoriedad del mismo hacen impráctico un medio de defensa en su contra. En cambio, el promovente presentará  nuevamente su demanda cuando realmente existan los  actos que reclama. (José Luis Rodríguez Santillán, Tomo I, páginas 590 a 592)

Aprovechando la oportunidad de las reformas, debe formalizarse la existencia de los expedientes auxiliares; en este caso se propone como una adición interlineal en el párrafo primero del articulo 146.

La eliminación de la parte final del Segundo párrafo y de todo el tercer párrafo del artículo 146 se debe a la conveniencia de excluir de la materia penal la regla por la que se tiene por no Interpuesta una demanda de amparo, pues no tiene aplicación práctica, dado que de conformidad con el artículo 117 dicha demanda de amparo penal no requiere para su trámite, en estos casos, más que el señalamiento de las autoridades, los actos y la exhibición de las copias. Además en la práctica el litigante prefiere la presentación de una nueva demanda  en  lugar  de  aclarar  la  irregular, aprovechando que no tiene límite de tiempo para su presentación.

En cuanto al articulo 146 bis, deben tenerse por reproducidos los motivos expuestos a propósito de la reforma constitucional que se propone.

reforma

ARTÍCULO 146.- Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda; si se hubiere omitido en ella algunos de los requisitos a que se refiere el artículo 116 de esta ley; si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se hubiesen exhibido las copias que señala el articulo 12  el juez de distrito ordenará la formación y registro  de un expediente  auxiliar  y  mandara  prevenir  al promovente que llene los requisitos omitidos haga las aclaraciones que corresponda o presente las copias dentro del termino de tres días expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en tiempo.

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere las aclaraciones conducentes o no presentare las copias dentro del término señalado, el juez de distrito tendrá por no interpuesta la demanda.

(Se  deroga el resto del articulo vigente. pero se adiciona un articulo 146 bis, con el texto siguiente:)

ARTÍCULO 146 BIS.-    Cuando se reclame una orden de aprehensión atribuida solo a autoridades distintas de las judiciales. Antes de proveer sobre la admisión de la demanda se formará expediente auxiliar.

Decretando de plano la suspensión del acto reclamado para el efecto de que el quejoso no sea detenido.  sin  perjuicio  de  que  se  haga  la consignación correspondiente, y en el mismo auto se requerirá  tanto  a  las  responsables  como  a promovente, para que en el plazo común de cinco días aquéllas informen sobre la certeza del acto y éste presente documentos o  dos testigos  que acrediten la existencia del mismo.  Contra este acuerdo no procede recurso alguno.

En el momento en que el promovente presente los testigos el juez de distrito se cerciorará de la identidad de ellos y los interrogará sobre el lugar, tiempo  y  circunstancias  en  que  tuvieron conocimiento de la existencia de la orden de aprehensión reclamada.

Si  las  responsables  niegan  el  acto  y  el promovente no prueba su existencia, la demanda se tendrá por no  interpuesta, quedando sin efectos  la suspensión decretada.  En cambio, la omisión del informe o su presentación extemporánea, además de sancionarse en términos del artículo 149,  tercer párrafo, ocasionará la presunción de certeza del acto.

Dicha presunción, o la aceptación expresa del   acto, o el acreditamiento de su existencia, darán lugar a la admisión de la demanda y al trámite establecido por esta ley, incluyendo el incidente de suspensión y el requerimiento de los informes previo y justificado.

No se aplicará lo dispuesto en este artículo en los casos en que la privación de  libertad se haya llevado a cabo antes de la presentación de la demanda. (José Luis Rodríguez Santillan, Tomo I, páginas 599 a 604)

Hay casos, y son frecuentes, en que en los Juzgados de Distrito se mande aclarar la demanda por requisitos distintos de los señalados en el artículo 146 de la Ley de Amparo y hay ocasiones en que se puede pensar, ante la repetición constante de las aclaraciones de demanda, si el Juez no ésta apostando a que no se satisfaga la prevención, para desechar la promoción y no tener que tramitar los amparos.  Y si esto es así cabría en el artículo 146 expresar, de alguna manera, que la demanda sólo podrá mandarse aclarar cuando no se satisfagan algunos requisitos del artículo 116 o que no se hubiera precisado el acto reclamado o no se hubieren exhibido las copias correspondientes y que, fuera de estas tres hipótesis, en ninguna otra pudiera mandarse a aclarar  la demanda.

Congruente con la proposición de que se elimine al Ministerio Público como parte, deberán suprimirse el párrafo tercero del artículo 146 y el párrafo segundo del artículo 157. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1067)

DE LA DEMANDA.  Los Jueces de Distrito tienen la obligación legal de proteger al gobernado que es la víctima de atropellos y abusos por parte de las autoridades por lo que proponemos que la demanda inicial ya sea por escrito, por comparecencia o vía telegráfica y que cumpla con los requisitos mínimos tratándose de actos que señala el artículo 22 constitucional se aplique la suplencia de la queja a favor del quejoso y no se le hagan prevenciones que retarden la protección de la justicia federal que solicita.  Por lo que respecta al artículo 117 se propone reformar el último párrafo, que la demanda pueda formularse por comparecencia ante cualquier funcionario del juzgado y no únicamente ante el juez sin menoscabo de su autoridad, esto es, con la finalidad de hacer más rápida y expedita la protección de la justicia federal a favor de quien lo solicita en comparecencia y no cargarle el trabajo al juez, de igual forma se deben plantear los requisitos y efectos que deba contener la comparecencia.  Cabe señalar que también proponemos adicionar el artículo 118 solicitando que se utilicen los medios modernos de comunicación independientemente del telégrafo como son: el fax, el correo electrónico, los cuales harían más rápida la pronta y eficaz protección de la justicia federal a favor del gobernado toda vez que los tiempos modernos así lo requieren. (Reynaldo Herrera Aké, Tomo II, páginas  1282)

Si bien es cierto que el artículo 146 de la Ley de Amparo prevé que el Juez puede requerir al promovente cuando exista alguna irregularidad en la demanda de garantías; sin embargo, no existe un precepto específico que regule la ratificación de escritos en general y específicamente sobre el desistimiento de la instancia constitucional. (Emilio Alberto Hassey Domínguez, Tomo III, página 1607)

Por lo que hace a la vista que se debe dar al MP, reitero mi opinión consistente en que la participación de esa institución en el juicio de garantías no es justificable,  salvo los casos en que el MP fue parte en el juicio del que emana el acto reclamado y entonces ese MP es el que debe comparecer al juicio de amparo en su calidad de tercero perjudicado, pues como quejoso no puede hacerlo ya que en el procedimiento del que emana el acto reclamado actuó como autoridad, por lo que no puede ser titular de la acción de amparo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1659 y 1660)

Párrafo segundo.-  Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere las aclaraciones  conducentes o no  presentare las copias dentro del término señalado, se mandará dar traslado al Ministerio Público por igual término y en vista de lo que exponga, admitirá o en su caso tendrá por no interpuesta la demanda. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1931 y 1932)

ARTÍCULO 146. Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda, si se hubiere omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 116 de esta ley; si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se hubiesen exhibido las copias que señala el artículo 120, el Juez de Distrito mandará prevenir al promovente que llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones que corresponda, o presente las copias dentro del término de tres días, expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en tiempo.

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere las aclaraciones conducentes o no presentare las copias dentro del término señalado, el Juez de Distrito tendrá por no interpuesta la demanda, cuando el acto reclamado sólo afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso.

Fuera de los casos a que se refiere el párrafo anterior, transcurrido el término señalado sin haberse dado cumplimiento a la providencia relativa, el Juez mandará correr traslado al Ministerio Público, por veinticuatro horas, y en vista de lo que éste exponga, admitirá o desechará la demanda, dentro de otras veinticuatro horas, según fuere procedente. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2233 y 2234)

Proponemos que se reforme el artículo 146, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 146.- Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda; si se hubiere omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 116 de esta Ley; si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado, el Juez de Distrito mandará prevenir al promovente que llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones que corresponda, expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en tiempo.

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciera las aclaraciones conducentes el Juez de Distrito tendrá por no interpuesta la demanda, cuando el acto reclamado sólo afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso.

(...)

Cuando al interponerse el escrito de demanda no se acompañen copias de la misma de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 120, no será obstáculo para su admisión en cuyo caso el Juez oficiosamente mandará sacarlas a costa del promovente. (Fidel Ortega Escobedo, Tomo IV, página 2715).

Artículo 146.-

....

En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica la fracción IV del artículo 22, no será obstáculo para la admisión de la demanda la falta de copias, en cuyo caso el Juez oficiosamente mandará sacarlas. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2730).

ARTÍCULO 146.-   Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda, si se hubiere omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 116 de esta ley, si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se hubiesen exhibido las copias que señala el artículo 120, el  juez de Distrito mandará prevenir al promovente que llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones que corresponda, o presente las copias dentro del término de tres días, expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en tiempo. 

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere las aclaraciones conducentes o no presentare las copias dentro del término señalado, el juez de Distrito tendrá por no interpuesta la demanda, cuando el acto reclamado sólo afecte al patrimonio o derechos patrimoniales del quejoso.

Cuando el juez deseche la demanda o la tenga por no interpuesta, deberá comunicar tal circunstancia a las autoridades responsables.

Fuera de los casos a que se refiere el párrafo anterior, transcurrido el término señalado sin haberse dado cumplimiento a la providencia relativa, el juez mandará correr traslado al Ministerio Público, por veinticuatro horas, y en vista de lo que éste exponga, admitirá o desechará la demanda, dentro de otras veinticuatro horas, según fuere procedente. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, página 32)
Artículo 147.  Si el juez de Distrito no encontrare motivos de improcedencia, o se hubiesen llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda y, en el mismo auto, pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y hará saber dicha demanda al tercer perjudicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la celebración de la audiencia, a más tardar dentro del término de treinta días, y dictará las demás providencias que procedan con arreglo a esta ley.

Al solicitarse el informe con justificación a la autoridad responsable, se le remitirá copia de la demanda, si no se hubiese enviado al pedirle informe previo.

Al tercero perjudicado se le entregará copia de la demanda por conducto del actuario o del secretario del juzgado de Distrito o de la autoridad que conozca del juicio, en el lugar en que éste se siga; y, fuera de él, por conducto de la autoridad responsable, la que deberá remitir la constancia de entrega respectiva, dentro del término de cuarenta y ocho horas.

PROPUESTAS

Un nuevo juicio de amparo.

Por ágil que sea el juicio de amparo indirecto, lo cierto que en tanto se emplaza al o a los terceros y se reciben las pruebas, pasa cierto tiempo, y aun cuando la suspensión puede impedir los daños que cause el acto reclamado, hay casos en que es posible dictar sentencia sin tener que esperar a la audiencia y a todas las formalidades del que podríamos llamar procedimiento ordinario.

Ocurre que hay actos de autoridades administrativas, como las ordenes de clausura; de autoridades judiciales, como la imposición de los medios de apremio o las ordenes de aprehensión o arraigo y en estas hipótesis u otras similares, a la presentación de la demanda podría enviarse de inmediato a un Secretario ante la responsable para oírla, tomar nota de las constancias pertinentes y dar fe de la existencia del acto reclamado y, con ello dar cuenta al Juez, para que dictara sentencia de inmediato.

No ignoro que un amparo de este tipo tiene grandes dificultades, que serían las siguientes:

El amparo sólo procedería por actos concretos, en una enumeración cerrada.

Un procedimiento con reglas simples, que podrían ser:

* Una demanda, incluso por comparecencia, con documentos que acrediten interés jurídico y personalidad, en su caso, del promovente.  Podría aceptarse que se precisara donde se encuentran los documentos, que podrían estar con la responsable u otras autoridades y de los que podía dar su fe.

* Una visita de inspección para examinar todo lo referente al acto reclamado y para que la responsable sea oída, justificándose o justificando su acto. 

* Dar a conocer al Juez el resultado de la inspección, para que este dicte resolución inmediatamente.

* Un recurso de queja de 24 horas.

* Si de la inspección resultara imposible que se dictara sentencia, se tramitaría el amparo por la “vía ordinaria”.

Un amparo de este tipo requiere, como requisito esencial, un personal honrado, muy capaz, que sólo conozca de este tipo de juicios y podrá – incluso – pensarse en juzgados especializados, lo que implicaría, además de la inclusión de este tipo de juicios en el artículo 107, fracción XII, de la Constitución, (fracción que deberá desaparecer, por las razones que adelante se expresan) la redacción del título y capítulos que se requieren en la Ley de Amparo y la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal. 

Finalmente, quiero insistir en que el éxito de este tipo de juicios descansa en un personal capaz y muy experimentado, que pueda valorar los hechos de inmediato y obtener conclusiones acertadas.

Por último, en donde pueden presentarse juicios en los que sea útil un procedimiento como el que se menciona, es en la materia administrativa, por lo que en los juzgados de Distrito Administrativo podría crearse una sección que los atendiera. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1043 a 1045)

Este artículo que a continuación se cita tiene relación con el artículo 147 de la Ley de Amparo, y se refiere al emplazamiento.

Artículo 147 Bis. El emplazamiento al tercero perjudicado tendrá por efecto hacerle saber que cuenta con nueve días hábiles, aumentados con los que correspondan por razón de la distancia, para que se apersone y ofrezca pruebas y alegatos si lo estima conveniente. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, página 1230)

Considero que los artículos que propongo pueden agregarse después de los artículos de la Ley de amparo que les anteceden, es decir se puede recorrer la numeración de los artículos de la Ley de Amparo sin que se pierda el orden, a fin de que la nueva Ley de Amparo sea mas completa y clara en sus temas relativos.

El motivo que tiene el suscrito para hacer las propuestas señaladas obedece a que durante la función de juez de Distrito es necesario tener una Ley de Amparo que sea mas completa, clara y precisa, y mas acorde con la realidad y las materias que comprende, a fin de no estar aplicando tanto la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Finalmente considero que la redacción de la nueva Ley de Amparo al incorporar los artículos propuestos con la redacción señalada de acuerdo a la materia de amparo desde mi punto de vista, sería beneficio que incluyera mas capítulos y artículos que expliquen la forma y trámite de cada etapa procesal del juicio de amparo como se propone. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, página 1244)

En el tercer párrafo del artículo 147 de la Ley de Amparo se establece la posibilidad de que cuando el tercero perjudicado no residiere en el mismo lugar en donde se encuentra radicado el juicio, se le entregue copia de la demanda por conducto de la autoridad responsable, la que deberá remitir la constancia de entrega dentro del término de 48 horas.

Tal disposición no parece del todo adecuada, en virtud de que da lugar a numerosos diferimientos de la audiencia constitucional con el consecuente retraso en la administración de justicia, aunado a que no todas las autoridades responsables tienen su domicilio en la misma localidad donde radica el Tercero perjudicado.

Por ello, se propone que en todos los casos como el expuesto, se realice la notificación al tercero perjudicado por correo certificado con acuse de recibo, o por exhorto dirigido al Juez de Distrito del lugar de su residencia. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, página 2069)

ARTÍCULO 147. Si el Juez de Distrito o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito no encontrare motivos de improcedencia, o se hubiesen llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda y, en el mismo auto, pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y hará saber dicha demanda al tercer perjudicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la celebración de la audiencia constitucional, a más tardar dentro del término de treinta días, y dictará las demás providencias que procedan con arreglo a esta ley.

Al solicitarse el informe con justificación a la autoridad responsable, se le remitirá copia de la demanda, si no se hubiese enviado al pedirle informe previo.

Al tercero perjudicado se le entregará copia de la demanda por conducto del actuario o del secretario del Juzgado de Distrito o de la autoridad que conozca del juicio, en el lugar en que éste se siga; y, fuera de él, por conducto de la autoridad responsable, la que deberá remitir la constancia de entrega respectiva, dentro del término de cuarenta y ocho horas. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2234)

Con la finalidad de evitar que se promuevan juicio de amparo con el único propósito de impedir que la autoridad competente cumpla con sus atribuciones, como por ejemplo, de no permitir que permanezcan vehículos de origen extranjero que se encuentran ilegalmente en el territorio nacional, es práctica reiterada que los quejosos señalen en la demanda de amparo infinidad de “supuestas” autoridades responsables, lo que a su vez, se traduce en una innecesaria generación de informes previos y justificados rendidos por las autoridades administrativas que indebidamente fueron mencionadas por la parte quejosa, que conlleva pérdida de tiempo, horas hombre, recursos materiales y gastos innecesarios para la Administración Pública Federal; se propone que el Juez de Distrito, en ejercicio de sus atribuciones y conforme a lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley de Amparo así como a la Jurisprudencia emitida por esa H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir el auto admisorio de la demanda de amparo, precise qué autoridades administrativas, de las mencionadas en la demanda de amparo, tiene el carácter de autoridades responsables.

Lo anterior, en nuestra opinión, evitaría que el juicio de amparo sea utilizado como un instrumento para tratar de alcanzar un fin no justificado legalmente y, además el que se soliciten informes previos y justificados a autoridades administrativas que por la naturaleza de sus atribuciones, no podrían llevar a cabo los posibles actos autoritarios señalados como actos reclamados.

Redacción propuesta para el artículo 147:

“Artículo 147.  Si el Juez de Distrito no encontrare motivos de improcedencia o se hubiesen llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda y en el mismo auto, precisará, de las autoridades responsables señaladas por la quejosa, quién tiene ese carácter y pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y hará saber dicha demanda al tercero perjudicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la celebración de la audiencia a más tardar dentro del término de treinta días, y dictará las demás providencias que procedan con arreglo a esta Ley.

. . . . .

. . . .”

(Diego Tinoco Ariza, Tomo IV, páginas 2670 y 2671).

Con esta adición se pretende que las partes conozcan con certidumbre la fecha en que se presento la demanda de garantías por parte del quejoso, a fin de conocer si la misma se interpuso dentro de los términos legales que establece la Ley de Amparo.

Reforma

ARTICULO 147. Si el Juez de Distrito no encontrare motivos de improcedencia, o se hubiesen llenado los requisitos omitidos, admitirá la demanda y, en el mismo auto, pedirá informa con justificación a las autoridades responsables y hará saber dicha demanda al tercer perjudicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la celebración de la audiencia, a más tardar dentro del término de treinta días, y dictará las demás providencias que procedan con arreglo a esta ley.

Al solicitarse el informe con justificación a la autoridad responsable, se le remitirá copia de la demanda, sino se hubiese enviado al pedirle informe previo.

Al tercer perjudicado se le entregará copia de la demanda por conducto del actuario o del secretario del juzgado de Distrito o de la autoridad que conozca del juicio, en el lugar en que éste se siga; y, fuera de él, por conducto de la autoridad responsable, la que deberá remitir la constancia de entrega respectiva, dentro del término de cuarenta y ocho horas.

En todo caso, se deberá remitir a las partes en el juicio, un tanto del escrito inicial de demanda en la que consten la fecha en que se presentó así como de los anexos correspondientes. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 279 y 280)
Artículo 148.  Los jueces de Distrito o las autoridades judiciales que conozcan de los juicios de amparo, con arreglo a esta ley, deberán resolver si admiten o desechan las demandas de amparo dentro del término de veinticuatro horas, contadas desde la en que fueron presentadas.

PROPUESTAS

Aridos litigios desvían la atención de las partes y de los propios jueces del amparo, en tan sólo determinar si una causa propuesta debe ser o no tramitada en los procedimientos de amparo, desvirtuándose así el objetivo fundamental de esta significada institución del derecho positivo mexicano, llegándose al extremo de substanciar dilatadas contiendas sin que ahí se estudie o resuelva sobre cuestiones substanciales, de las que realmente resultan importantes a las partes, pero principalmente a la justicia, todo esto con excesivos gastos del erario público sin ninguna utilidad para la eficacia plena del derecho; de ahí que se propone la reforma del artículo 148 de la ley de amparo en los siguientes términos:

"Artículo 148.- sin perjuicio de que en su oportunidad procesal los jueces de distrito, en su caso, decreten la improcedencia o sobreseimiento del juicio de amparo, deberán en todo caso y dentro del término de veinticuatro horas, contadas desde la en que fueron presentadas, admitir y tramitar en sus términos, las demandas de amparo". (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1806)

ARTICULO 143.-  Los Jueces de Distrito deberán resolver sobre la admisión  o desechamiento de una demanda, dentro de veinticuatro horas contados desde que se presentó o se desahogó o satisfacción la prevención. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1932)

Artículo 149.  Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de cinco días, pero el juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estimara que la importancia del caso lo amerita. En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio y acompañarán, en su caso, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.

Si la autoridad responsable no rinde informe con justificación, o lo hace sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, el juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario. No se considerará como omisión sancionable, aquélla que ocurra debido al retardo en la toma de conocimiento del emplazamiento, circunstancia que deberá demostrar la autoridad responsable.

Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que señala la ley para ello, será tomado en cuenta por el juez de Distrito siempre que las partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen.

PROPUESTAS

El artículo 149 es incongruente, por una parte otorga 5 días para que las autoridades rindan el informe justificado, plazo  que puede , duplicarse pero, por otra, permite que pueda presentarse el informe con justificación hasta 8 días antes de la fecha de la audiencia y posteriormente, se dispone que si el informe no se rinde en esos plazos, será tomado en cuenta por el Juez de Distrito, siempre y cuando las partes tengan oportunidad de conocerlo, lo que podrán hacer solicitando el diferimiento de la audiencia.  En conclusión, las autoridades pueden rendir su informe con justificación hasta minutos antes de la audiencia, que se diferirá para que lo conozcan las partes.  Y esto es lo que ocurre usualmente.  Y si esto es así ¿para que fijar plazos? bastará con decir que el informe deberá rendirse hasta antes de la audiencia constitucional y que si las partes no han tenido oportunidad de conocerlo, la  audiencia deberá ser diferida, corrigiéndose así la incongruencia del precepto. 

En cuanto al párrafo que se refiere a las multas, propuse con anterioridad que todos los preceptos que se refieran a multas se envíen a un capítulo especial.  En este párrafo, que es el cuarto del artículo 149, hay otra incongruencia: se afirma que no se sancionará la no rendición del informe, si hay retardo en el emplazamiento lo que deberá demostrar la autoridad responsable, lo que es inútil porque el retardo del emplazamiento va a resultar de las constancias de autos, pues en ellas aparece la fecha del auto admisorio de la demanda; la fecha en que deberá celebrarse la audiencia constitucional y, finalmente, la fecha en que se emplazó a la autoridad responsable, lo cual se sabe mediante el sello que se recaba al emplazar, de acuerdo con el artículo 33 de la Ley de Amparo.(Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1068)

Enmienda.

Mismo texto hasta donde dice: “…se presumirá cierto el acto reclamado”, DEROGÁNDOSE EL RESTO DE DICHO PÁRRAFO.

SE PROPONE COMO NUEVA REDACCIÓN EN EL LUGAR DE LA PARTE QUE SERÁ DEROGADA:

…Y VIOLATORIO DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO.

Motivos.

La doctrina y la legislación son uniformes en el sentido de que, cuando el demandado deja de contestar, como consecuencia de su omisión, se presumen ciertos los hechos.

En el amparo la autoridad responsable es enjuiciada y la ley reglamentaria la obliga a justificar sus actos, ella es quien está constreñida en la necesidad jurídica de probar que obró dentro de la ley, es decir respetando el orden constitucional, de ninguna manera se puede trasladar esa obligación al quejoso, independientemente de que pueda aportar pruebas y demostrar la procedencia de sus conceptos de violación, la autoridad responsable debe justificar sus actos.

Consecuentemente, ante la falta del informe justificado se está admitiendo que el acto de la autoridad es violatorio de la constitución, porque la demanda de amparo se debe estudiar como un todo y no se puede trazar una línea divisoria entre cada uno de sus capítulos por que existe una relación de necesidad entre ellos. Resulta contrario al sentido jurídico, que ante la falta de justificación de los actos de la responsable, se arroje la carga de la prueba al quejoso.

Desde otro punto de vista, la obediencia debida a los órganos del poder judicial de la federación por parte de la autoridad, que no puede actuar sino únicamente como lo manda la ley, impone la obligación ineludible de rendir sus informes, porque sancionar a la responsable con una simple multa, constituye un desprecio a la suprema majestad de la ley, un desacato a los jueces federales y una reiteración de la violación a la Constitución, dentro del mismo juicio creado para preservarla. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas  1160 a 1162)

El artículo citado establece en el párrafo cuarto que el juicio de amparo puede ser resuelto aún cuando la autoridad responsable no haya rendido su informe con justificación y faculta al Juez de Distrito para imponer una multa de diez a ciento cincuenta días de salario a la autoridad omisa. Con respecto a ello, se estima que los juicios de amparo deben ser resueltos teniendo como base la existencia o inexistencia en su caso de los actos reclamados y no la presunción de certeza de éstos, derivada de la omisión de la responsable de rendir su informe. Por lo tanto, a fin de lograr la debida y pronta integración de los juicios de amparo, se considera pertinente modificar el artículo en el párrafo aludido y conceder al Juez de Amparo la facultad de imponer sanciones más severas a la prevista, pudiendo incluso proceder en contra de la omisa por el delito de desobediencia en caso negarse a rendir el informe. (Emilio Alberto Hassey Domínguez, Tomo III, página 1608)

A pesar de que la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Federal es la herramienta procesal que tiene el gobernado para impugnar las violaciones constitucionales en que incurran las autoridades, curiosamente esa ley en su artículo 149 viola la garantía de equidad prevista en el artículo 17 constitucional, ya que prácticamente le da a la responsable la oportunidad de rendir su informe, que constituye la contestación a la demanda, en cualquier momento, por lo que no hay equidad entre el término fatal que tiene el quejoso para presentar su demanda, y el que tiene la responsable para contestarla en su informe, a pesar de que en todos los procedimientos judiciales e incluso administrativos seguidos en forma de juicio, el término para contestar la demanda es fatal.

En estas condiciones es urgente que se remedie esa situación de inequidad y se dé un término fatal a las responsables para que rindan su informe justificado, máxime que su falta, con independencia de la sanción económica, tan sólo da lugar a que se tengan por ciertos los actos pues el quejoso está obligado a probar su inconstitucionalidad, a menos que el acto de autoridad viole directamente la constitución, pero en todo caso la violación deberá acreditarse con los conceptos de violación, que es la parte más técnica de la demanda. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1660)

Artículo 116, 166, 149, 131 y 149. Que se establezca en la ley la posibilidad de presentar demandas de amparo, informes con justificación, informes previos o notificaciones, por medio de correo electrónico, más ahora que ella está legitimada la firma digital, acompañando las copias de los actos por este medio (scanner). (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1793)

IMPRORROGABILIDAD DE LOS PLAZOS.   Que se establezca expresamente que los plazos para la rendición sean improrrogables, a efecto de no retardar la celebración de las audiencias y los fallos respectivos.  Estableciendo con toda precisión las causas por las que se pueda diferir, suspender o aplazar una audiencia, y por qué plazos.  El plazo para rendir el informe con justificación debería ampliarse a quince días, ya que ese es el plazo de la quejosa para presentar su demanda de garantías. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1793)

"artículo 149.- .......

las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto relamado o la improcedencia del juicio y acompañarán en forma obligatoria copia certificada de todas las constancias que obren en su poder, ofreciendo además las pruebas que estimen necesarias para apoyar su informe.

la autoridad responsable estará, en todo caso, bajo su estricta responsabilidad, a emitir su informe con justificación dentro de los términos señalados para ello.

si la autoridad responsable no rinde su informe con justificación, o lo hace sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, se dará vista al ministerio público para los efectos del capítulo ii del título quinto de esta ley.


.....". (Jesús González Moreno, Tomo III, páginas 1814 y 1815)

9.- En el artículo 149, podría establecerse expresamente que la autoridad responsable rinda su informe con justificación hasta antes de la hora señalada para que tenga verificativo la audiencia constitucional, como lo establece la Jurisprudencia, a fin de actualizar así una práctica que es común en los Juzgados de Distrito, estableciéndose al efecto que entre la fecha de notificación del auto que lo solicite y la celebración de la audiencia debe mediar un plazo no menor de diez días. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, página 2069)

En los casos de los Amparos Administrativos, en donde no está de por medio ni la vida, ni la integridad física, ni la libertad de las personas, se considera prudente conceder a las Autoridades Administrativas un plazo mayor para rendir sus informes correspondientes en el Juicio de Amparo. Esto se pone de manifiesto, ya que de acuerdo a la organización, carga de trabajo e imprevistos que pueden presentarse a las Autoridades en materia Administrativa consideradas como Responsables para efectos del Juicio de Garantías, y con la finalidad de estar en posición de poder rendirlos sin ningún tipo de presión que pueda afectar la forma o el fondo del contenido de tales informes, o en su caso de no poder desahogar los requerimientos formulados por la Autoridad Federal, se sugiere un término para rendir el Informe Previo de TRES DIAS y un término para rendir el Informe Justificado de DIEZ DIAS, son cuestiones procesales que en nada perjudicarían a las partes en el Juicio de Amparo y sí beneficiaria la igualdad y la equidad procesal, considerando que el quejoso, para interponer su demanda de garantías, cuenta con un término de 15 días, 90 días o en cualquier tiempo, dependiendo la violación que recaiga al quejoso.

En tales circunstancias se considera procedente reformar los artículos 131 y 149, contemplados en el Libro Primero, Título Segundo, Capítulo III, De la suspensión del acto reclamado, de la Ley de Amparo, que establecen:

ARTICULO 149.- “ Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de cinco días, pero el Juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estimara que la importancia del caso lo amerita.  En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el Juez podrá diferir o suspender la audiencia según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercer perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia..."

Para quedar de la siguiente forma:

ARTICULO 149.- “ Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de diez días, pero el Juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estimara que la importancia del caso lo amerita.  En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el Juez podrá diferir o suspender la audiencia según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercer perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia..." (Alma Araiza Hernández, Tomo IV, páginas 2297 a 2299).

En cuanto al artículo 149 de la Ley se propone la siguiente redacción:   Las autoridades responsables están obligadas a rendir su informe con justificación dentro del término de cinco días, pero en todo caso lo rendirán cuando menos ocho días antes de la audiencia para que los quejosos se enteren de  su contenido y puedan aportar pruebas.  Si no se rinden los informes  oportunamente, en todo caso el juez con apoyo en el artículo 78 del mismo ordenamiento debe recabar oficiosamente pruebas, que habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen  pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio y acompañarán en su caso, copia certificada de las constancias que sean  necesarias para apoyar dicho informe.

Cuando la autoridad responsable no rinda  su informe con justificación cuando menos ocho días antes de la  audiencia constitucional, o lo haga, sin remitir en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, el juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario.  No se considerará como omisión sancionable aquélla que ocurra debido al retardo en la toma de conocimiento del emplazamiento, de acuerdo con las constancias de notificación respectivas. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, páginas 2680 y 2681).

Artículo 149.- 

...

En el caso de que los promoventes sean núcleos agrarios o  ejidatarios o comuneros en lo individual, las autoridades responsables deberán rendir sus informes dentro del término de diez días, que el Juez de Distrito podrá ampliar por otro tanto, si estimare que la importancia del caso lo amerita. 
Artículo 149 Bis.- En los amparos en que los quejosos sean núcleos agrarios o ejidatarios o comuneros en lo individual, los informes justificados deberán expresar:

I. El nombre y domicilio del tercero perjudicado, si lo hay;

II . La declaración precisa respecto a si son o no ciertos los actos reclamados en la demanda o si han realizado actos similares o distintos de aquéllos, que tengan o puedan tener por consecuencia negar o menoscabar los derechos agrarios del quejoso; 

III. Los preceptos legales que justifiquen los actos que en realidad se hayan ejecutado o que se pretendan ejecutar, 

IV. La fecha en que se hayan dictado las resoluciones que amparen los derechos del quejoso y del tercero, en su caso, y la forma y términos en que las mismas hayan sido ejecutadas; así como los actos por virtud de los cuales hayan adquirido sus derechos los quejosos y los terceros. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2731).

Se amplía el plazo para que las autoridades responsables rindan su informe justificado, equilibrando así las cargas procesales de las autoridades con las de las otras partes.

Se releva de la obligación de exhibir constancias a las autoridades que hayan negado la existencia del acto reclamado, por razones de imposibilidad material y jurídica.

Propuesta

Art. 149 Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de diez días, pero el juez podrá ampliarlo hasta por otros diez si estimara que la importancia del caso lo amerita.  En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menos ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el Juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercero perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo, en su caso, las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio, y acompañarán, de ser cierto el acto reclamado, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2752 a 2754).

No obstante que la Ley de Amparo señala que el informe con justificación se debe de rendir dentro de los cinco días siguientes a su notificación o en caso extraordinario diez días, se ha recurrido a la práctica de rendirlo minutos antes de la celebración de la Audiencia Constitucional, para el caso de quejosos que no tienen práctica procesal en los usos, se encuentren en estado de indefensión al no solicitar el diferimiento de la Audiencia Constitucional, y cuando se tiene el cuidado de solicitar el diferimiento vienen los problemas de interpretación respecto de la oportunidad para el ofrecimiento y preparación de las pruebas pericial, testimonial, y ahora últimamente la documental.

El término para rendir el informe en consecuencia debe ser fatal porque como se da en la práctica no hay igualdad procesal puesto que solamente para los quejosos y en su caso terceros interesados si hay preclusión. 

Por eso debe tenerse especial cuidado en que este informe se rinda en el término oportuno para ello y que de lugar a que si no se rindió, el Juez de Distrito determine la sanción que se hizo acreedora la autoridad responsable, pero lo más importante sepan el quejoso y en su caso los terceros interesados, la carga procesal probatoria que tienen, ya que queda a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinan la inconstitucionalidad.

Un informe rendido fuera de término no debe ser tomado en consideración ni desde luego las pruebas que se anexan al mismo. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 202 y 203)

Art. 149. Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término perentorio de cinco días contados a partir del siguiente en que sean notificados pero el Juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco días si se estimará que la importancia del caso lo amerita.

En el informe con justificación se expondrán las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado por la improcedencia del juicio, y acompañarán en su caso, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

Si la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se presumirá cierto el acto reclamado salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.

El juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario a la autoridad responsable que no rinda el informe con justificación, o lo haga sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo.

El informe con justificación rendido fuera de tiempo no surtirá efecto legal alguno. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 206 y 207)

Art. 149. Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término perentorio de cinco días contados a partir del siguiente en que sean notificados pero el Juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco días si se estimará que la importancia del caso lo amerita.

En el informe con justificación se expondrán las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado por la improcedencia del juicio, y acompañarán en su caso, copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

Si la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se presumirá cierto el acto reclamado salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.

El juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario a la autoridad responsable que no rinda el informe con justificación, o lo haga sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo.

El informe con justificación rendido fuera de tiempo no surtirá efecto legal alguno. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 206 y 207)

Se propone que el término de la autoridad responsable para rendir el informe justificado se distinga:

I.- Las autoridades responsables deberán de rendir su informe con justificación dentro del término de diez días.

II.- La multa se imponga cuando la autoridad incurrió en la omisión de rendir si respectivo informe pero no cuando el mismo sea presentado extemporáneo o sea antes o después de la celebración de la audiencia constitucional.

III.- Se faculte al juez dejar sin efecto su determinación en cuanto a la imposición de la multa a la autoridad responsable, cuando el informe con justificación no haya llegado al Juez, por causas no imputables a dicha autoridad.

Lo anterior obedece, a que el término que señala el propio precepto para rendir el informe que es de cinco días, resulta muy corto, ya que en ocasiones no es imputable a la propia autoridad el rendir el mismo con la debida oportunidad.

Por lo que se propone que dicho precepto deberá de señalar que para la rendición del informe justificado de diez días y en caso de omisión de las autoridades para rendir el mismo, antes de imponer la sanción que contempla el citado precepto debe comprobar fehacientemente que verdaderamente se incurrió en tal omisión antes o después de celebrada la audiencia. Pues de lo contrario la autoridad responsable tendrá que interponer el recurso que en derecho corresponda, dicho medio retrasa el procedimiento al remitirse los autos para la substanciación del aludido recurso al Tribunal Colegiado correspondiente.

Reforma

ARTICULO 149.- Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro del término de diez días, pero el Juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros cinco si estima que la importancia del caso lo amerita. En todo caso, las autoridades responsables rendirán su informe con justificación con la anticipación que permita su conocimiento por el quejoso, al menso ocho días antes de la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; si el informe no se rinde con dicha anticipación, el Juez podrá diferir o suspender la audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso o del tercer perjudicado, solicitud que podrá hacerse verbalmente al momento de la audiencia.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio, y acompañaran, en su caso, copias certificadas de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe.

Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario quedando a cargo de los quejosos de los hechos que determinen su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.

Si la autoridad responsable no rinde informe con justificación, o lo hace sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, el Juez de Distrito le impondrá, en la sentencia respectiva, una multa de diez a ciento cincuenta días de salario. No se considerará como omisión sancionable, aquellas que ocurra debido al retardo en la forma de conocimiento del emplazamiento circunstancia que deberá demostrar la autoridad responsable y únicamente se hará efectiva la multa cuando la autoridad incurrió en la omisión de rendir su respectivo informe pero no cuando el mismo sea presentado en forma extemporánea, es decir, momentos antes o después de la celebración de la audiencia constitucional o hasta antes de que se dicte la sentencia definitiva.

Si el informe con justificación es rendido fuera del plazo que señala la Ley para ello, será tomado en cuenta por el Juez de Distrito siempre que las partes hayan tenido oportunidad de conocerlo y de preparar las pruebas que lo desvirtúen.

En dado caso, antes de que se multe a las autoridades responsables, el Juez de Distrito les solicitará a éstas que informen inclusive a través de la vía facsimilar, si el informe de mérito fue rendido con antelación al dictado de la audiencia constitucional, a fin de acreditar sí existió o no la mala fe. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 280 a 283)
Artículo 150.  En el juicio de amparo es admisible toda clase de pruebas, excepto la de posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho.

PROPUESTAS

Después del artículo 150 de la Ley de Amparo se propone aumentar un capítulo V relativo a los documentos públicos y privados, que sería el siguiente:

CAPÍTULO V

DOCUMENTOS PÚBLICOS Y PRIVADOS

Artículo 1. Son documentos públicos aquellos cuya formación está encomendada por la ley, dentro de los límites de su competencia, a un funcionario público revestido de la fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones.

La calidad de públicos se demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes.

Artículo 2. Los documentos públicos expedidos por autoridades de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal y Territorios, o de los Municipios, harán fe en el juicio, sin necesidad de legalización.

Artículo 3. De la traducción de los documentos que se presenten en idioma extranjero, se mandará dar vista a la parte contraria, para que, dentro de tres días, manifieste si está conforme, si lo estuviera o no contestare la vista, se pasará por la traducción; en caso contrario, el tribunal nombrará traductor.

Artículo 4. Son documentos privados los que no reúnen las condiciones previstas por el artículo 1.

Después del artículo 150 también se propone aumentar otro capítulo VI referente a la prueba que sería el siguiente:

CAPÍTULO VI

PRUEBA

Artículo 150 Bis. Para conocer la verdad, puede el juzgador valerse de cualquiera persona sea parte o tercero y de cualquier cosa y documento ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, sin más limitaciones de que las pruebas estén reconocidas o permitida por la ley, y tengan relación inmediata con los hechos controvertidos.

Los tribunales no tienen límites extemporales para ordenar la aportación de las pruebas que juzguen indispensables para formar su convicción respecto del contenido de la litis, ni rigen para ellos las limitaciones y prohibiciones, en materia de prueba, establecidas en relación con las partes.

Artículo 150 Ter. Los tribunales podrán decretar en todo tiempo sea cual fuere la naturaleza del asunto, la práctica, repetición o ampliación de cualquiera diligencia probatoria, siempre que se estime necesaria y sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los puntos controvertidos en la práctica de esas diligencias obrarán como lo estimen procedente, para obtener el mejor resultado de ellas, sin lesionar los derechos de las partes, y procurando en todo su igualdad. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, páginas  1230 a 1232)

Considero que los artículos que propongo pueden agregarse después de los artículos de la Ley de amparo que les anteceden, es decir se puede recorrer la numeración de los artículos de la Ley de Amparo sin que se pierda el orden, a fin de que la nueva Ley de Amparo sea mas completa y clara en sus temas relativos.

El motivo que tiene el suscrito para hacer las propuestas señaladas obedece a que durante la función de juez de Distrito es necesario tener una Ley de Amparo que sea mas completa, clara y precisa, y mas acorde con la realidad y las materias que comprende, a fin de no estar aplicando tanto la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Finalmente considero que la redacción de la nueva Ley de Amparo al incorporar los artículos propuestos con la redacción señalada de acuerdo a la materia de amparo desde mi punto de vista, sería beneficio que incluyera mas capítulos y artículos que expliquen la forma y trámite de cada etapa procesal del juicio de amparo como se propone. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, página 1244)

PRUEBAS DE CONFIDENCIALIDAD. En aquellos documentos aportados ante la autoridad responsable con el carácter confidencial, los Tribunales Federales estarán restringidos por ley para hacerla del conocimiento a las demás partes, responsabilizándose al juez o magistrado de mantenerla en secreto y no integrarla al expediente. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1793)

El precepto citado, esto es el articulo 150 de la ley de amparo, adolece de una falta de técnica legislativa, ya que los medios probatorios deben de señalarse expresamente en el texto de la ley, y si se trata de un código adjetivo, es menester que se indique todas y cada una de las formalidades procedimentales, precisando la forma, términos de su ofrecimiento; así como de su aceptación o admisión y la manera de desahogar las probanzas legalmente.

En efecto en los artículos 151, 152, 153, 154, 155, de la ley de amparo en forma ostensiblemente vaga y genérica hace referencia a algunos medios de pruebas, como son: la documental; testimonial; pericial; la de inspección ocular. pero omite deliberadamente señalar otros medios probatorios como son la prueba instrumental; la de reconocimiento de documentos en cuanto a su contenido y firma, la de fama publica; la de presunciones en su doble aspecto legal y humano las científicas, esto es todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia, como son las fotocopias, fotografías, videos, discos magnéticos; notas taquigráficas, etc.

Lo anterior nos lleva a la necesaria consideración de que se elabore una nueva ley de amparo y propongo incluir en la iniciativa de ley que se presentara en términos del articulo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, un capitulo de procedimientos para regular los medios probatorios de que dispondrán las partes en el juicio constitucional de amparo y que tendera a precisar todos y cada uno de los medios probatorios, en sus diversas fases como son el ofrecimiento, admisión, desahogo, debiendo establecerse una relación con los puntos de antecedentes, hechos y conceptos de violación contenidos en la demanda de garantías. 

También se recomienda que exista un sistema jurídico procesal respecto de la valuación de las pruebas, de tal manera que haya un conocimiento mas exacto de los medios de convicción, tanto para el juzgador como para las partes contendientes.

Objetivo

Las anteriores consideraciones, tiene como finalidad que se cumpla con el principio de prontitud y expedites en la administración de justicia, a que hace mérito el articulo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin necesidad de acudir supletoriamente a otros tipos de ordenamientos procesales que son diferentes en cuanto a la naturaleza jurídica del juicio constitucional de garantías que regulan los artículos 103 y 107 de la Constitución Política, antes invocada. (Julio César Ramírez López, Tomo III, páginas 1976 y 1977)

Del estudio de los referidos artículos se desprende que no existe la unificación de los criterios para el desahogo y valorización de las pruebas en especie dentro del juicio de amparo bi-instancial, lo que provoca la liberalidad en materia de pruebas. Esto es, que las autoridades responsables que conocen de las pruebas ofrecidas al momento de valorarlas utilizan un criterio discrecional y apreciativo sin sujetarse a reglas determinadas dejando atrás la realidad de la eficacia probatoria consignada expresamente en la misma ley para observar, valorar y aplicar las pruebas ofrecidas por los contendientes.

En virtud de lo anterior, debe incluirse un capítulo específico que reglamente el ofrecimiento, admisión y valoración de las pruebas aportadas por las partes, con la finalidad de que los jueces al momento de resolver en definitiva los juicios de amparo normen su criterio de acuerdo a las disposiciones que se agreguen a la nueva Ley de Amparo.

Propuesta:

TITULO TERCERO. Prueba

CAPITULO I Reglas generales

CAPITULO II. Documentos públicos y privados

CAPITULO III. Prueba pericial

CAPITULO IV. Reconocimiento o inspección judicial

CAPITULO V. Prueba testimonial

CAPITULO VI. Fotografías, y todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia

CAPITULO VII. Presunciones

CAPITULO VIII. Valuación de la prueba. (Eduardo Macías Garrido, Tomo III, páginas 2002 y 2003)

Proponemos que se adicione un capítulo dentro el libro primero, título primero relativo a las pruebas en el que se incluyan el tipo de pruebas admisibles en el juicio de garantías, así como los términos de ofrecimiento y desahogo de las mismas así como su valoración por el juzgador. (Fidel Ortega Escobedo, Tomo IV, página 2716).

La autoridad que no remita las copias certificadas a que se refiere este artículo, será sancionada con multa de veinte a ciento veinte días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. En caso de que subsista la omisión no obstante el requerimiento del Juez, la multa se irá duplicando en cada nuevo requerimiento.

En los juicios  a que se refiere el párrafo primero de este artículo, además de tomarse en cuenta las pruebas que se aporten, la autoridad judicial deberá recabar de oficio todas aquellas que puedan beneficiar al quejoso. Además deberán acordarse las diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados.

La autoridad que conozca del amparo resolverá sobre la inconstitucionalidad de los actos reclamados tal como se hayan probado, aun cuando sean distintos de los invocados en las demanda, si en este último caso es en beneficio de los núcleos de población o de los ejidatarios o comuneros en lo individual. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2732).

Artículo 150. El informe con justificación, los escritos de los terceros perjudicados (terceros interesados) y demás comunicaciones que tengan que hacerse cuando el Juez de Distrito resida en lugar diferente de la autoridad responsable o de los terceros, se presentará ante el Juzgado de Distrito de su domicilio quien tendrá la obligación de hacerlos llegar al Juez del conocimiento certificando previamente el día y hora de presentación. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, página 207)
Artículo 151.  Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio, excepto la documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el juez haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado.

Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar algún hecho, deberán anunciarla cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, o del cuestionario para los peritos. El juez ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes, para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente repreguntas, al verificarse la audiencia. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. La prueba de inspección ocular deberá ofrecerse con igual oportunidad que la testimonial y la pericial.

Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación de un perito, o de los que estime convenientes para la práctica de la diligencia; sin perjuicio de que cada parte pueda designar también un perito para que se asocie al nombrado por el juez o rinda dictamen por separado.

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el juez deberá excusarse de conocer cuando en él concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 66 de esta ley. A ese efecto, al aceptar su nombramiento manifestará, bajo protesta de decir verdad, que no tiene ninguno de los impedimentos legales.

La prueba pericial será calificada por el juez según prudente estimación.

PROPUESTAS

La Ley de Amparo, que en el mismo artículo 107 de la Constitución es señalada como su ley reglamentaria, en ninguna parte alude al Tribunal Unitario de Circuito respecto a  su  competencia  en  los  casos  que  de  esa  fracción  VII  le corresponde, pues el articulo 114 de dicha ley, refiriéndose a tales casos, señala únicamente al juez de distrito ante quien  se pedirá el amparo, y en cuanto a la tramitación del juicio,   que  también indica la propia fracción VII, que se reglamenta en los numerales 151 al 155 de la Ley de Amparo, también aluden sólo al juez de distrito, pero en ningún precepto de esta ley, de los que reglamentan esa clase de juicios biinstanciales,  menciona  a  los  Tribunales Unitarios  de Circuito,  todos  se refieren al juez de distrito. 

Es el artículo 29,  fracción 1,  de la Ley Orgánica del  Poder Judicial de la Federación, es el único que da las atribuciones correspondientes a los Tribunales .Unitarios de Circuito, del  modo siguiente:  

"Art.  29.- Los tribunales unitarios de circuito conocerán:  1.- De los juicios de amparo promovidos contra actos de otros tribunales unitarios de circuito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto por  la  Ley  de Amparo  respecto  de  los  juicios  de  amparo indirecto promovidos ante juez de distrito. En estos casos, el tribunal  unitario  competente  será  el  más  próximo  a  la residencia de aquél que haya emitido el acto impugnado".

En  mi  particular  punto de vista,  estimo que esa sola reglamentación  a  manera  de  atribución  a  los  tribunales unitarios de circuito para conocer de los juicios de amparo  indirecto de su competencia, no es suficiente, menos aun, que se encuentra introducida sólo en  la Ley Orgánica del Poder  Judicial    de    la    Federación,    atendiendo    además,    y fundamentalmente,   a   que   por   principios   constitucionales correspondía estar específicamente determinada su regulación en la Ley de Amparo, que es la reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la propia Carta Magna, como incluso se indica en el segundo  de  esos  preceptos,  y   la  Ley  Orgánica  no  es reglamentaria,  ya que  su  función  legal  esta  inmersa  en su propia denominación.


Por lo anterior resumido  estimo que  existe una deficiente regulación legal del amparo indirecto de la competencia de los Tribunales Unitarios de Circuito, pues hasta podría aventurarse a  pensar  que  saldría  de  la  constitucionalidad,  y  debiera corregirse tal deficiencia, en mi concepto, agregándose en la fracción VII del artículo 107 de la Constitución Federal y en los  artículos  114 y  151  a  155,  así  como en  los demás que corresponda de la Ley de Amparo. 

Sin otro particular, y esperando no estar equivocado, de que el tema expuesto pudiera tener algún interés real, jurídico  y constitucional en la institución del amparo, reitero a usted las seguridades de mi atenta y distinguida consideración. (Adolfo Olguín García, Tomo I, páginas 530 a 532)

En la prueba testimonial, a que se refiere el artículo 151 debe modificarse la forma en que se anuncian.  Es comprensible que dicho precepto exija que se presente el interrogatorio escrito para los testigos al ofrecerse la prueba.  Y digo que es comprensible, porque de esa manera las autoridades tienen conocimiento previo de las preguntas para que, a su vez, puedan formular repreguntas.

Pero el hecho de que sea comprensible no quiere decir  que sea correcto, porque la prueba testimonial con interrogatorio  escrito y previo es una prueba que no cumple con sus fines. Al testigo debe interrogársele libremente por las partes y por el Juez, siempre en relación con el caso a que se refiere el juicio de amparo, para determinar si efectivamente dice la verdad; para ahondar en sus  contestaciones, cosa imposible de hacer con un interrogatorio escrito; pero se objeta: es que las autoridades sólo pueden contrainterrogar si existe interrogatorio escrito, lo cual es falso, porque al facultarse a las responsables para que estén presentes delegados suyos en la audiencia (art. 19) estos delegados podrán hacer las repreguntas y será un problema de las autoridades nombrar delegados que conozcan el juicio y sean capaces, problema que no tiene porque solucionar la ley.

La prueba pericial, en la forma en que se recibe en México, es bastante parcial, porque el perito tercero es pagado por una de las partes a la que favorecerá el dictamen, aun cuando la Ley de Amparo, al determinar que la prueba pericial se integra esencialmente con el perito del Juez, hace nacer la esperanza de que el dictamen sea imparcial; pero lo cierto es que no ocurre así, porque el Juez pide auxilio a las Procuradurías, federal o  local, que en ocasiones pueden tener interés en el juicio o simplemente sus peritos no son confiables.  El remedio es difícil, pero no imposible, consiste en que el Poder Judicial Federal cree su propio cuerpo de peritos, cuando menos en las materias que se presentan con más frecuencia y, en otros casos, que los jueces puedan pagar los honorarios a los peritos que nombren, para lo cual deberán tener presupuesto suficiente, con el fin de evitar, hasta donde esto es posible, que alguna de las partes pague a los peritos que darán la razón a quien les paga, y desgraciadamente esto es más frecuente de lo que se cree, a pesar de que en materia federal ocurre menos que en la materia local.

Por último, el plazo de 5 días anterior a la audiencia para anunciar las pruebas pericial, testimonial y de inspección ocular, se antoja demasiado breve, porque, no se pueden desahogar antes de la audiencia, en especial la pericial, por ello sería de desear la fijación de un plazo mayor. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1069 a 1071)

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación con el artículo 151 de la Ley de Amparo y se refieren a la prueba de inspección judicial.

PRUEBA DE INSPECCIÓN JUDICIAL

Artículo 151 Bis. La inspección judicial puede practicarse, a petición de parte o por disposición del tribunal, con oportuna citación, cuando puede servir para aclarar o fijar hechos relativos a la contienda que no requieran conocimientos técnicos especiales.

Artículo 151 Bis-1. Las partes, sus representantes y abogados podrán concurrir a la inspección, y hacer las observaciones que estimen oportunas.

Artículo 151 Bis-2. De la diligencia se levantará acta circunstanciada, que firmarán los que a ella concurran.

Artículo 151 Bis-3. A juicio del tribunal, o a petición de parte, se levantarán planos o se tomarán fotografías del lugar u objetos inspeccionados.

Estos artículos que a continuación se citan tienen relación  con el artículo 151 de la Ley de Amparo y se refieren a la prueba testimonial.

PRUEBA TESTIMONIAL

Artículo 151 Ter. Todos los que tengan conocimiento de los hechos que las partes deben probar, están obligados a declarar como testigos.

Artículo 151 Ter-1. Una parte sólo puede presentar hasta cinco testigos sobre cada hecho, salvo disposición diversa de la ley.

Artículo 151 Ter-2. Los testigos serán citados a declarar cuando la parte que ofrezca su testimonio manifiesta no poder, por sí misma, hacer que se presenten, la citación se hará con apercibimiento de apremio si faltaren su justa causa.

Artículo 151 Ter-3. Los gastos que hicieren los testigos y los perjuicios que sufran por presentarse a declarar, serán satisfechos por la parte que los llamare.

Artículo 151 Ter-4. Los funcionario públicos o quienes los hayan sido, no están obligados a declarar, a solicitud de las partes, respecto al asunto de que conozcan o hayan conocido por virtud de sus funciones. Solamente cuando el Tribunal lo juzgue indispensable para la investigación de la verdad, podrán ser llamados a declarar.

Artículo 151 Ter- 5.-  Los funcionarios públicos de la Federación y de los Estados a que alude el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  Rendirán su declaración por oficio, pero si los expresados funcionarios lo estimaren prudente y lo ofrecieren así en respuesta al oficio que se les dirija, podrán rendir su declaración personalmente.

Artículo 151 Ter- 6.-  La parte que desee rendir prueba testimonial en el juicio, deberá promoverla dentro del término señalado en el artículo 151 (DE LA LEY DE AMPARO).

Articulo 151 Ter- 7.-  Para el examen de los testigos no se presentarán interrogatorios escritos, las preguntas serán formuladas verbal y directamente por las partes o sus abogados, al testigo primero interrogará el promovente de la prueba, y, a continuación, las demás partes, pudiendo el Tribunal, en casos en que la demora puede perjudicar el resultado de la investigación, a su juicio, permitir que, a raíz de una respuesta, hagan las demás partes las preguntas relativas a ella, o formularlas el propio Tribunal.

Artículo 151 Ter- 8.- No obstante  lo dispuesto en el artículo anterior, cuando el testigo sea un funcionario, o resida fuera del lugar del negocio, deberá el promovente, al ofrecer la prueba, presentar sus interrogatorios, con las copias respectivas para las demás partes, las cuales serán puestas a su disposición, en el mismo auto en que se mande recibir la prueba, para que, dentro de tres días, presenten, en pliego cerrado, si quisieren, su interrogatorio de repreguntar, pero, si lo presentaren después, no les será admitido, sin perjuicio de que, en todo caso, pueda la parte interesada presentarse directamente a repreguntar ante el Tribunal, requerido, el que hará la calificación de las repreguntas, cuidando de asentar, literalmente en autos, las que deseche, como lo manda el artículo 151 Ter.9.

Para el examen de los testigos que no residan en el lugar del negocio, se librará recado al Tribunal que ha de practicar la diligencia, acompañándole en pliego cerrado, los interrogatorios, previa la calificación correspondiente.

Artículo 151 Ter-9.-  Las preguntas y repreguntas deben estar concebidas en términos claros y precisos, han de ser conducentes a la cuestión debatida; se procurará que en una sola no se comprenda más de un hecho y no hechos o circunstancias diferentes, y pueden ser en forma afirmativa o inquisitiva, las que no satisfagan estos requisitos, serán desechadas de plano, sin que proceda recurso alguno; pero se asentarán literalmente en autos.

Artículo 151 Ter-l0.- Después de tomarse, al testigo, la protesta de conducirse con verdad, y de advertirlo de las penas en que incurre el que se produce con falsedad.  Se hará constar su nombre, edad, estado, lugar de su residencia, ocupación, domicilio; si es pariente consanguíneo o afín de alguno de los litigantes, y en qué grado; si tiene interés directo en el pleito o en qué grado; si tiene interés directo en el pleito o en otro semejante, y si es amigo íntimo o enemigo de alguna de las partes a continuación se procederá al examen.

Artículo 151 Ter 11. Los testigos  serán examinados separada y sucesivamente, sin que unos puedan presenciar las declaraciones de los otros cuando no fuere posible terminar el examen de los testigos en un solo día, la diligencia se suspenderá para continuarse al día siguiente hábil.

Artículo 151 Ter 12.- Cuando el testigo deje de contestar algún punto, o haya incurrido en contradicción, o se haya expresado con ambigüedad, pueden las partes llamar la atención al tribunal para que, si lo estiman conveniente exija a aquel las respuestas y aclaraciones que proceden.

Artículo 151 Ter 13.- El Tribunal tendrá la más amplia facultad para hacer a los testigos y a las partes las preguntas que estime conducentes a la investigación de la verdad, así como para cerciorarse de la idoneidad de los mismos testigos, asentándose todo en el acta.

Artículo 151 Ter 14.- Si el testigo no habla el castellano, rendirá su declaración por medio de interprete, que será nombrado por el Tribunal  cuando el testigo lo pidiere, además de asentarse su declaración en español, podrá escribirse en su propio idioma, por el o por el interprete este  último deberá, antes de desempeñarse su encargo protestar   hacerlo lealmente, haciéndose constar esta circunstancia.

Artículo  151 Ter 15.- Cada respuesta del testigo se hará constar en autos en forma que, al mismo tiempo, se comprenda en ella en  sentido o términos de la pregunta formulada solo  cuando lo pida una parte, respecto a preguntas especiales, puede el tribunal permitir que, primero, se escriba textualmente la pregunta, y, a continuación la respuesta.

Artículo 151 Ter. 16.- Los testigos están obligados a dar la razón de su dicho, respecto de las respuestas que no la lleven en si y el Tribunal deberá exigirla.

Artículo 151 Ter 17.- El testigo firmara al pie de su declaración y al margen de las hojas en que se contenga, después de habérsele leído  o de que la lea por si mismo y la ratifique, si no quiere no sabe o no puede leer, la declaración será leída por el Secretario, y, si no quiere no sabe o no puede firmar, imprimirá sus huellas digitales, si puede y quiere hacerlo, de todo lo cual se hará relación motivada  en autos.

Artículo 151 Ter 18.- La declaración, una vez ratificada, no puede variarse ni en la substancia ni en la redacción.

Artículo 151 Ter 19.- Con respecto a los hechos sobre que haya versado un examen de testigos y con respecto a los directamente contrarios, no puede la misma parte volver a presentar prueba testimonial, en ningún momento del juicio.

Artículo 151 Ter 20.- En el acto del examen de un testigo o dentro de los tres días siguientes, pueden las partes atacar el dicho de aquel, por cualquiera circunstancia que su concepto, afecte su credulidad para la prueba de las circunstancias alegadas, se concederá un término de diez días   y, cuando sea testimonial no podrán presentar mas de tres testigos sobre cada circunstancia, el dicho de estos testigos ya no puede impugnarse por medio de prueba, sin perjuicio de las acciones penales que procedan, y su valor se apreciara en la sentencia según el resultado de la discusión en la audiencia final del juicio.

Artículo 151 Ter. 21.- Al valorar la prueba testimonial, el Tribunal apreciara las justificaciones relativas a las circunstancias a que se refiere el artículo anterior, ya sea que estas hayan sido alegadas, o que aparezcan en autos.

Estos artículos que a continuación se citan tiene relación con el artículo 151 de la Ley de Amparo y se refieren a la prueba pericial.

PRUEBA PERICIAL

Artículo 151  Quater. La prueba pericial tendrá lugar en las cuestiones de un negocio relativas a algunas ciencia o arte, y en los casos en que expresamente lo prevenga la Ley.

Artículo 151 Quater-1.- Los peritos deben tener título en la ciencia o arte a que pertenezca la cuestión sobre que ha de oírse su parecer, si la profesión o el arte estuviere legalmente reglamentado.

Si la profesión o el arte no estuviere legalmente reglamentado, o, estándolo no hubiere peritos en el lugar podrán ser nombradas cualesquiera personas entendidas, a juicio del tribunal, aun cuando no tengan título.

Artículo 151 Quater-2. Cada parte nombrara un perito a no ser que se pudieren de acuerdo en el nombramiento de uno solo.

Si fueren mas de dos los litigantes, nombrarán un perito los que sostuvieren unas mismas pretensiones, y otro  los que las contradigan.

Si los que deben nombrar un perito no pudieren ponerse de acuerdo, el Tribunal designara uno de entre los que propongan los interesados.

Artículo 151 Quater-3. La parte que desee rendir prueba pericial, deberá promoverla, por medio de un escrito en que formulara las preguntas o precisara los puntos sobre que debe versar; hará la designación del perito de su parte, y propondrá un tercero para el caso de desacuerdo.

El Tribunal concederá, a las demás partes el termino de cinco días para que adicionen el cuestionario con lo que les interese, previniéndolas que, en el mismo termino, nombren el perito que les corresponda y manifiesten si están o no conformes con que se tenga como perito tercero al propuesto por el promovente.

Si pasados los cinco días no hicieren las demás partes el nombramiento que les corresponde, ni manifestaren estar conformes con la proposición del perito tercero, el tribunal de oficio hará el o los nombramientos pertinentes, observándose lo dispuesto en la parte final del artículo 151 Quater 2, en su caso.

Artículo 151 Quater-4.  Los peritos nombrados por las partes presentados por  estas  al Tribunal, dentro de los tres días siguientes de habérseles tenido como tales a manifestar la aceptación y protesta de desempeñar su encargo con arreglo a la ley. Si no lo hicieren o no aceptaren, el Tribunal hará, de oficio, desde luego, los nombramientos que a aquellas correspondía. Los peritos nombrados por el Tribunal serán notificados personalmente de su designación; para que manifiesten si aceptan y protestan desempeñar el cargo.

ARTÍCULO 151 Quater 
5.- El Tribunal señalará lugar, día y hora para que la diligencia se practique, si el debe presidirla.

En cualquier otro caso, señalará a los peritos un término prudente para que presenten su dictamen.

El Tribunal deberá presidir la diligencia cuando así lo juzguen conveniente o lo solicite alguna de las partes y lo permita la naturaleza del reconocimiento, pudiendo pedir, a los peritos, todas las aclaraciones que estime conducentes y exigirles la práctica de nuevas diligencias.

ARTÍCULO 151 Quater -6.- En el caso del párrafo final del artículo anterior, se observarán las reglas siguientes:

I.- El perito que dejare de concurrir, sin causa justa, calificada por el Tribunal, será responsable de los daños y perjuicios que, por su falta, se causaren;

II.- Los peritos practicarán unidos la diligencia, pudiendo concurrir los interesados al acto, y hacerles cuantas observaciones quieran; pero deberán retirarse para que los peritos discutan y deliberen solos. Los peritos estarán obligados a considerar, en su dictamen, las observaciones de los interesados y del Tribunal, y

III.- Los peritos darán inmediatamente su dictamen, siempre que lo permita la naturaleza del reconocimiento; de lo contrario, se les señalará un término no prudente para que lo rindan.

ARTÍCULO 151 Quater-7.- Cuando el Tribunal, no asista a la diligencia, los peritos practicarán sus peritajes conjunta o separadamente, con asistencia o no de las partes según ellos lo estimaren conveniente.

ARTÍCULO 151 Quater-8.- Si los peritos están conformes, extenderán su dictamen en un mismo escrito que presentaren, o en una acta que harán asentar por el secretario del Tribunal, firmando lo dos, si no lo estuvieren, formularán su dictamen en escrito por separado, del que acompañarán una copia.

ARTÍCULO 151 Quater-9.- Rendidos los dictámenes, dentro de los tres días siguientes del últimamente presentado, los examinará el Tribunal, y, si discordaren en alguno o algunos de los puntos esenciales sobre que debe versar el parecer pericial, mandará de oficio que, por notificación personal, se hagan del conocimiento del perito tercero, entregándole las copias de ellas y previniéndole que, dentro del término que le señale, rinda el suyo si el término fijado no bastare, el Tribunal, podrá acordar, a petición del perito, que se le amplíe.

El perito tercero no está obligado a adoptar alguna de las opiniones de los otros peritos.

ARTÍCULO 151 Quater-10.- Si el perito nombrado por una parte no rinde su dictamen, sin causa justificada, designará el Tribunal nuevo perito, en sustitución del omiso, e impondrá a este una multa de mil pesos. La omisión hará, además responsable, al perito, de los daños y perjuicios que por ella se ocasionen a la parte que lo nombró.

Si el perito de que se trata no rinde su dictamen dentro del plazo que se le fijó, pero si antes de que se haya hecho el nuevo nombramiento, solo se le aplicará la multa señalada en el párrafo precedente.

ARTÍCULO 151 Quater-11.- Los peritos se sujetarán, en su dictamen, a las bases que, en su caso, fije la ley.

ARTÍCULO 151 Quater-12.- Si el objeto del dictamen pericial fuere la práctica de un avalúo, los peritos tenderán a fijar el valor comercial, teniendo en cuenta los precios de plaza, los frutos que, en su caso, produjere o fuere capaz de producir la cosa objeto del avalúo, y todas las circunstancias que puedan influir en la determinación del valor comercial, salvo que, por convenio o por disposición de la ley, sean otras las bases para el valúo.

ARTÍCULO 151 Quater-13.- El perito tercero que nombre el Tribunal, puede ser señalado impedido dentro de los tres días siguientes al en que cause estado la notificación de su nombramiento a los litigantes, por las mismas causas que pueden serlo los jueces; pero si se tratare de perito nombrado en rebeldía de una de las partes, solo esta podrá hacer uso del impedimento.

ARTÍCULO 151 Quater-14.- El impedimento se resolverá por el procedimiento incidental, a menos que el  perito confesare la causa, caso en el cual se admitirá desde luego el impedimento y se procederá el nombramiento de nuevo perito.

ARTÍCULO 151 Quater-15. Contra el auto en que se admita o deseche el impedimento, no procede recurso alguno.

ARTÍCULO 151 Quater-16.- Los honorarios de cada perito serán pagados por la parte que lo nombró o en cuya rebeldía lo hubiere nombrado  el Tribunal, y los del tercero, por ambas partes.

Después de formuladas las anteriores propuestas de reformas para una nueva Ley de Amparo, expongo lo siguiente:

Considero que los artículos que propongo pueden agregarse después de los artículos de la Ley de amparo que les anteceden, es decir se puede recorrer la numeración de los artículos de la Ley de Amparo sin que se pierda el orden, a fin de que la nueva Ley de Amparo sea mas completa y clara en sus temas relativos.

El motivo que tiene el suscrito para hacer las propuestas señaladas obedece a que durante la función de juez de Distrito es necesario tener una Ley de Amparo que sea mas completa, clara y precisa, y mas acorde con la realidad y las materias que comprende, a fin de no estar aplicando tanto la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Finalmente considero que la redacción de la nueva Ley de Amparo al incorporar los artículos propuestos con la redacción señalada de acuerdo a la materia de amparo desde mi punto de vista, sería beneficio que incluyera mas capítulos y artículos que expliquen la forma y trámite de cada etapa procesal del juicio de amparo como se propone. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, páginas  1232 a 1244)

SUBSTANCIACIÓN DEL JUICIO. Artículo 151: A l letra dice: "Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar un hecho, deberán anunciarla cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional". Se propone que el término para anunciar la prueba testimonial y pericial sea derogado, y se apruebe que dichas probanzas puedan ser anunciadas dentro del término correspondiente a la admisión de la demanda y antes de la fecha de la celebración de la audiencia constitucional.

Tal consideración se debe a que la experiencia profesional de quienes ejercen la defensa de particulares, han percibido que tal circunstancia ha dejado en estado de indefensión a los impetrantes del amparo, vulnerándose con ello sus garantías individuales. (Reynaldo Herrera Aké, Tomo II, página 1285)

En materia de pruebas también es inequitativo lo dispuesto en el artículo 151 de la Ley de Amparo, pues el oferente de la testimonial, sólo puede formular preguntas por escrito al testigo, mismas que se exhiben antes de que la prueba se desahogue, mientras que las demás partes pueden formular sus preguntas de manera verbal u oral.

Quién ha litigado o tenido experiencia como juzgador dirigiendo las audiencias, sabe que la pregunta previa y por escrito no es la técnica más adecuada para el desahogo de la prueba testimonial, pues si bien es cierto que el contenido de la pregunta lo dará el objeto de la prueba, la pregunta y la forma en que se realice dependerá de las respuestas que vaya dando el testigo y no obstante que el Código Federal Procesal acepta esta técnica al igual que lo hace el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y más recientemente el Código de Comercio, la reglamentación de dicha probanza en la Ley de Amparo esencialmente ha quedado obsoleta, por lo que en la nueva ley o la reforma que se haga a la vigente, se podrá remediar esta situación y buscar la equidad entre las partes. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1661)

"artículo 151.- las pruebas ofrecidas por las partes, deberán desahogarse en forma previa a la audiencia constitucional y dentro de un término que no exceda de quince días; si con motivo de las constancias exhibidas por las autoridades responsables en su informe con justificación, las partes ofrecen nuevas pruebas, éstas deberán desahogarse también en forma previa a la audiencia constitucional y dentro de un término que no exceda de diez días.

....
....
....
....". (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1815)

La regla que establece el artículo 151 de la Ley de Amparo respecto de la oportunidad para anunciar las pruebas testimonial y pericial, puede ser clarificada si se establece que las mismas deberán ser anunciadas con una anticipación de 7 días a la celebración de la audiencia constitucional. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, página 2070)

ARTÍCULO 151. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio, excepto la documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el Juez o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito  haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado.

Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial ,pericial  o de inspección judicial  para acreditar algún hecho, deberán ofrecerla cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, o del cuestionario para los peritos. El Juez  o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes, para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente repreguntas, al verificarse la audiencia. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho.  * ( se suprime)

Al promoverse la prueba pericial, el Juez  de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito  hará la designación de un perito, o de los que estime convenientes para la práctica de la diligencia; sin perjuicio de que cada parte pueda designar también un perito para que se asocie al nombrado por el Juez o rinda dictamen por separado.

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el Juez de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito deberá excusarse de conocer cuando en él concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 66 de esta ley. A ese efecto, al aceptar su nombramiento manifestará, bajo protesta de decir verdad, que no tiene ninguno de los impedimentos legales.

Las pruebas pericial y testimonial serán calificadas por el Juez de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito según prudente estimación. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2236 y 2237)

Por otra parte, se propone que en el segundo párrafo del artículo 151 se precise que la prueba testimonial o pericial debe anunciarse en el término que el propio precepto establece, independientemente de que la audiencia constitucional no se haya llevado a cabo en la fecha primeramente señalada, ello en aras de una equidad procesal entre las partes y de preservar el orden y la expedites en la tramitación del juicio de garantías ya que, por un lado, existe a veces un  desconocimiento de las partes acerca de los criterios jurisprudenciales sobre el particular y, por otro lado, en muchas ocasiones tales probanzas se ofrecen después de uno o más diferimientos de la audiencia constitucional aún cuando se traten de probar hechos de los que ya se tenía conocimiento desde la presentación de la demanda.

Además, se estima conveniente se establezca un término para que las partes puedan designar perito que se asocie al nombrado por el juez, toda vez que la falta de dicho término ocasiona que tal designación se efectúe en algunas ocasiones cuando ya transcurrió un término considerable desde que el tribunal nombró perito, retardando con ello en ocasiones la pronta solución del asunto. 

Al respecto se propone la siguiente redacción:

Artículo 151.- ...

Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial, deben anunciarla cinco días hábiles antes del que se haya fijado para la celebración de la audiencia constitucional, independientemente de que ésta se haya diferido  si es que se pretende acreditar algún hecho del que se tuvo conocimiento con posterioridad a la presentación de la demanda, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorio al tenor de los  cuales deben ser examinados los testigos, o del cuestionario para los peritos...

Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación del o los peritos que estime convenientes para la práctica de la diligencia, sin perjuicio de que cada parte pueda  designar perito dentro de los tres días, siguientes a la notificación del auto en que el juez efectúe tal designación, para que se asocie con aquél o rinda dictamen por separado.  (Graciela M. Landa Durán, Tomo IV, páginas 2687 a 2689).

Artículo 150 BIS.- En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica la fracción IV del artículo 22, las autoridades responsables deberán acompañar copias certificadas de las resoluciones a que se refiera el juicio y de las demás constancias necesarias para determinar con precisión los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su caso, así como los actos reclamados. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2731).

Artículo 151. En el Juicio de Amparo es admisible toda clase de pruebas excepto la de posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 207)

LAS RELACIONADAS CON EL TITULO SEGUNDO, CAPITULO IV, ARTICULO 151 DE LA VIGENTE LEY DE AMPARO.

CONSIDERACIONES Y MOTIVOS DE LA PROPUESTA

La vigente Ley de Amparo, prevé expresamente la tramitación de las pruebas supervenientes, por lo que toca al incidente de suspensión; sin embargo, la misma, no contempla la posibilidad de que las partes aporten pruebas con carácter de supervenientes durante el procedimiento del juicio de amparo indirecto, cualquiera que sea su estado, y antes de la celebración de la audiencia constitucional del mismo.

En relación con lo anterior, es de estimarse, que la falta de reglamentación para el ofrecimiento de pruebas supervenientes en el cuaderno principal del juicio de amparo, causa perjuicios a los intereses jurídicos de las partes que intervienen en el proceso, al no existir en la Ley de Amparo, disposición expresa que obliguen a los jueces de Distrito a proveer la admisión o desechamiento de tales probanzas.

Toda vez que la prueba superveniente normalmente es conocida por las partes con posterioridad a los términos establecidos por la Ley de Amparo para el ofrecimiento de pruebas, resultaría imposible ofrecerla dentro de esos períodos con la debida oportunidad procesal.  Ahora bien, dada la importancia que podría tener en algunos casos el anunciar la prueba testimonial fuera de los citados términos para lograr la convicción del juzgador respecto de los hechos controvertidos en el juicio, sería importante que esté prevista en la ley su admisión y desahogo.

En este orden de ideas, las partes estarán en posibilidad de ofrecer la prueba testimonial superveniente para buscar la certeza del juzgador aspecto de los hechos controvertidos en la litis, sin tener más limitaciones de tiempo que el que no se hubiere celebrado la audiencia constitucional.

Hechas las consideraciones anteriores, estimamos necesario e improrrogable que el proyecto de la nueva Ley de Amparo, contemple en forma expresa el anuncio, desahogo y valoración de pruebas supervenientes de carácter testimonial dentro del juicio de amparo indirecto.

REDACCION QUE SE PROPONE AL ARTICULO QUE CORRESPONDA, EN EL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

Artículo 151  . . . .

. . .

. . .

. . .

. . .

Con independencia de los plazos señalados para las pruebas, las partes podrán aportar las testimoniales supervenientes que hayan de servir como prueba contra las excepciones alegadas por la parte contraria, mismas que deberán ser recibidas, siempre y cuando el que las anuncie, bajo protesta de decir verdad, asevere que no tenía conocimiento de ellas.  Dicha probanza podrá recibirse inclusive antes de la hora señalada para la celebración de la audiencia constitucional, a la cual deberá acompañarse copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos.

En el supuesto anterior, el Juez que conozca del asunto, deberá acordar en el mismo día y hora señalados para la celebración de la audiencia, sobre el diferimiento de ésta, y sobre la admisión de la prueba o pruebas testimoniales supervenientes, dando vista a las demás partes por el término de tres días para que manifiesten lo que a su derecho convenga, acompañándoles copia del interrogatorio, a efecto de que puedan formular por escrito o verbalmente, repreguntas al verificarse la audiencia.

No se admitirán más de tres testigos de la prueba superveniente por cada hecho.

Si la citada probanza no fuera desahogada por la oferente, se le impondrá una multa equivalente a ciento ochenta días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. (Marino Castillo Vallejo, Tomo V, páginas 214 a 216)

Reformar el segundo y tercer párrafo del artículo 151 para quedar como sigue:

“Art. 151.- ... 

"Al promoverse la prueba pericial, el oferente proporcionará el nombre y domicilio de su perito y deberá presentarlo dentro del término de cuarenta y ocho horas para la aceptación y protesta del cargo, bajo el apercibimiento que de no hacerlo se declarará desierta dicha probanza. En caso de dar cumplimiento a lo anterior, se dará vista a las demás partes para que designen perito de su parte, apercibidos que de no hacerlo se les tendrá por conformes con las conclusiones a que arribara el perito de la parte quejosa. En el caso de que nombren oportunamente su perito, deberán presentarlo dentro del término de cuarenta y ocho horas para la protesta y aceptación del cargo conferido. El Juez o Tribunal que conozca del asunto, concederá a los peritos un término perentorio de acuerdo a la naturaleza del caso para que rindan sus dictámenes y los ratifiquen. De resultar contradictorios los dictámenes el Juez o Tribunal nombrará un Tercer Perito, quien deberá también rendir su dictamen en el término que para tal efecto se le fije.

No obstante lo anterior, cuando las pruebas testimonial, pericial o de inspección ocular que sean anunciadas, sean notoriamente inconducentes por contravenir lo dispuesto por el artículo 78 de ésta Ley, el Juez de Distrito o la autoridad que conozca del Juicio de Amparo, podrá desecharlas de plano en el mismo auto en que se admita la demanda. Esta resolución constituirá en todo caso, una violación procesal que podrá reclamarse en el Recurso de Revisión que se llegare a promover en contra de la resolución que se dicte en la audiencia constitucional”. (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, páginas 241 y 242)

Artículo 152.  A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas en la audiencia del juicio, los funcionarios o autoridades tienen obligación de expedir con toda oportunidad a aquellas las copias o documentos que soliciten; si dichas autoridades o funcionarios no cumplieron con esa obligación, la parte interesada solicitará del juez que requiera a los omisos. El juez hará el requerimiento y aplazará la audiencia por un término que no exceda de diez días; pero si no obstante dicho requerimiento durante el término de la expresada prórroga no se expidieren las copias o documentos, el juez, a petición de parte, si lo estima indispensable, podrá transferir la audiencia hasta en tanto se expidan y hará uso de los medios de apremio, consignando en su caso a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

PROPUESTAS

El artículo 152 debe ser más drástico, porque es muy frecuente  que las autoridades en especial las administrativas, no entreguen en tiempo las copias que se les solicitan y lo drástico podrá ser apercibir, en el primer requerimiento que se haga a la autoridad, de imponerle una sanción económica fuerte y si hay omisión, apercibirla de que se tendrán por ciertas las afirmaciones que el quejoso trata de demostrar mediante las pruebas que no se le entregan.  Y, para mayor seguridad, ordenar que los documentos se envíen directamente al Juzgado requirente. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1071)
Por último, congruente con la proposición  de que se elimine la jurisdicción concurrente, deberá eliminarse el artículo 144.

En el artículo 152 cabría agregar un párrafo que dijera que las copias que solicitan las partes como prueba, deberán remitirse, una vez expedidas, al Juez de Distrito que conozca del juicio, con objeto de evitar abusos. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1093)

Artículo 152: (párrafo segundo de…) a la letra dice: "El juez hará un requerimiento y aplazará la audiencia por un término  que no exceda de diez días; pero si no obstante de dicho requerimiento durante el término de la expresada prórroga no se expidieran las copias o documentos, el juez a petición de parte, si lo estima indispensable podrá transferir la audiencia hasta en tanto se expidan, y hará uso de los medios de apremio consignando en su caso a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato"

La propuesta es: Que en atención a todos los adelantos tecnológicos de comunicación y debido a las facilidades que existen hoy en día, tal aplazamiento, al que se refiere la audiencia constitucional, no deberá exceder de cinco días para que la justicia sea mas pronta y expedita". (Reynaldo Herrera Aké, Tomo II, página 1286)

El artículo 152 de la Ley de Amparo establece las reglas a seguir para que las partes en el juicio puedan obtener copia certificada de los documentos que obren en poder de las responsables o de las autoridades en general, y qué sucedería si las autoridades no entregaran las copias certificadas a la parte que las solicitó.

Un sistema más eficaz sería que el peticionario de las copias estuviera obligado a señalar en su petición el número de expediente, el nombre del quejoso y el tribunal ante quien se lleva el juicio de garantías, para que la autoridad quedará obligada a presentar directamente las copias al tribunal de amparo, dentro de un plazo prudente, que podría ser de 5 días a partir de que recibió la petición, pues así se evitaría la indebida práctica de algunos litigantes de pedir copias certificadas a última hora con el sólo objeto de diferir la celebración de la audiencia constitucional, situación que se da en los amparos promovidos por litigantes de dudosa reputación, con el sólo objeto de alargar el juicio y en consecuencia retardar la ejecución del acto de autoridad que de antemano saben que no es ilegal ni inconstitucional. Por otro lado se obligaría a las responsables y a las autoridades en general a expedir inmediatamente las copias certificadas y a exhibirlas al juez de amparo, pues en muchas ocasiones la autoridad a pesar de ordenar la expedición de las copias, materialmente no las expide, simplemente por indolencia, o a veces por exceso de trabajo, ya que no tienen tiempo de sacar las copias y hacer la certificación. Pero en todo caso ambas conductas dilatan el procedimiento, por ello creo que debe aceptarse la propuesta que hago. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1661 y 1662)

"artículo 152.- a fin de que las partes puedan rendir sus pruebas en los juicios de amparo, los funcionarios o autoridades tienen obligación

 .....

....
....". (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1816)

Ha sido criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el que las autoridades tienen obligación de expedir a las partes las copias o documentos que les soliciten para ser ofrecidas como prueba en el juicio de garantías, siempre y cuando la solicitud correspondiente se haga con anticipación debida, estableciendo como parámetro un término de 5 días previos a la celebración de la audiencia constitucional; no obstante, se considera que no existiría inconveniente alguno para que en el artículo 152 se especificara dicho término para que haya oportunidad de expedirlas. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, página 2070)

ARTÍCULO 152. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas en la audiencia del juicio, los funcionarios o autoridades tienen obligación de expedir con toda oportunidad a aquéllas las copias o documentos que soliciten; si dichas autoridades o funcionarios no cumplieran con esa obligación, la parte interesada solicitará del Juez que requiera a los omisos. El Juez  de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito hará el requerimiento y aplazará la audiencia por un término que no exceda de diez días; pero si no obstante dicho requerimiento durante el término de la expresada prórroga no se expidieren las copias o documentos, el Juez de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, a petición de parte, si lo estima indispensable, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se expidan y hará uso de los medios de apremio, consignando en su caso a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

Al interesado que informe al Juez que se le ha negado una copia o documento que no hubiese solicitado, o que ya le hubiese sido expedido, se le impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario.

Cuando se trate de actuaciones concluídas, podrán pedirse originales, a instancia de cualquiera de las partes. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2237 y 2238)

Se destaca la finalidad del actual texto del artículo 152, esto es, que se exhiba copia de documentos existentes y no que se de la posibilidad de generar nuevos documentos a través de solicitudes de información que los quejosos hagan a las autoridades. 

Se establece la posibilidad de que las autoridades invoquen los impedimentos legales que tengan para exhibir las copias  y documentos que les hayan sido solicitados, así como de que dichos impedimentos sean atendidos y valorados por el juzgador con audiencia de las partes.  Lo anterior, a fin de evitar el perfeccionamiento de una prueba contraria a la ley o a la moral, mediante la cual se genere responsabilidad a las autoridades.

TEXTO PROPUESTO

Art. 152 A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas...

...

...

La obligación prevista en el presente artículo, no constriñe a las autoridades a rendir informes a las partes para ser ofrecidos como prueba en juicio.  

Tampoco estarán obligadas las autoridades a proporcionar documentos o copias cuya presentación en juicio pueda generarles responsabilidad en términos de la legislación aplicable.  En este caso, las autoridades deberán manifestar el fundamento y la causa de su impedimento, los cuales  deberán ser valorados por el Juez, quien oyendo a las partes resolverá lo conducente. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2755 y 2756).

Artículo 152. La prueba documental deberá ofrecerse dentro de los 10 días siguientes al en que se tenga por rendido el informe con justificación o se levante certificación de que no fue rendido en tiempo. 

El Juez calificará y en su caso mandará desahogar la prueba documental haciéndola saber a los interesados.

Dentro de los tres días siguientes a que se tengan por desahogadas la prueba documental procederá la objeción de falsedad de documento, debiéndose en el escrito que se haga indicar las causas en que se funde la misma y en su caso el ofrecimiento de la prueba pericial que se deberá desahogar a una audiencia que se convocará dentro de los cinco días siguientes.

La objeción de falsedad acreditada, solo tendrá efectos exclusivos en el Juicio de Amparo.

Cuando el Juez desechare la objeción presentada, podrá aplicar al promovente de la propuesta una multa de diez a ciento ochenta días de salario mínimo general. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 207 y 208)
Artículo 153.  Si al presentarse un documento por una de las partes, otra de ellas lo objetare de falso, el juez suspenderá la audiencia para continuarla dentro de los diez días siguientes; en dicha audiencia, se presentarán las pruebas y contrapruebas relativas a la autenticidad del documento.

Lo dispuesto en este artículo sólo da competencia al juez para apreciar, dentro del juicio de amparo, de la autenticidad con relación a los efectos exclusivos de dicho juicio.

Cuando el juez desechare la objeción presentada, podrá aplicar al promovente de (sic) la propuso una multa de diez a ciento ochenta días de salario.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 153. Si al presentarse un documento por una de las partes, otra de ellas lo objetare de falso, el Juez de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito suspenderá la audiencia para continuarla dentro de los diez días siguientes; en dicha audiencia, se presentarán las pruebas y contrapruebas relativas a la autenticidad del documento.

Lo dispuesto en este artículo sólo da competencia al Juez de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito para apreciar, dentro del juicio de amparo, de la autenticidad con relación a los efectos exclusivos de dicho juicio.

Cuando el Juez desechare la objeción presentada, podrá aplicar al promovente de (sic) la propuso una multa de diez a ciento ochenta días de salario. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2238)

Artículo 153. A fin de que las partes puedan rendir la prueba documental en el juicio de amparo, los funcionarios o autoridades tienes la obligación de expedir a la brevedad posible aquellas copias o documentos que le soliciten.

Si no se cumple con esta obligación, se solicitará del Juez que requiera a los omisos apercibiéndoles por vez primera en que se les impondrá una multa equivalente al importe de cincuenta días de salario mínimo, si no cumplieren por segunda ocasión se consignará a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

Cuando se trate de actuaciones concluidas podrán pedirse originales, a instancias de cualquiera de las partes. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 208 y 209)
Artículo 154.  La audiencia a que se refiere el artículo siguiente y la recepción de las pruebas, serán públicas.

PROPUESTAS

Artículo 154. Las pruebas testimonial, pericial o de inspección judicial deberán de ofrecerse dentro del término de cinco días hábiles contados a partir del siguiente en que se tenga por rendido el informe con justificación o en su caso se levante la certificación de que no se rindió el mismo.

En el escrito de ofrecimiento se deberá exhibir, los interrogatorios al tenor de los cuales deberán de ser examinados los testigos, el cuestionario para los peritos o los puntos en que constará la inspección ocular. El Juez ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes para que puedan formular las repreguntas o las aclaraciones a la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho.

Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación de un perito, o de los que estime convenientes para la práctica de la diligencia; sin perjuicio de que cada parte pueda designar también un perito para que se asocie al nombrado por el juez o rinda dictamen por separado. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, página 209)
Artículo 155.  Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda.

Que la sentencia se dicte en la audiencia, o en un plazo máximo improrrogable de 15 días hábiles a la celebración de la misma, o pena de que incurran en responsabilidad los Jueces, Magistrados y Ministros de los Tribunales Federales. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1795)

El quejoso podrá alegar verbalmente cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, asentándose en autos extracto de sus alegaciones, si lo solicitare.

En los demás casos, las partes podrán alegar verbalmente, pero sin exigir que sus alegaciones se hagan constar en autos, y sin que los alegatos puedan exceder de media hora por cada parte, incluyendo las réplicas y contrarréplicas.

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales. Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda.

PROPUESTAS

Es urgente verdaderamente la capacitación de los Secretarios de los Juzgados de Distrito y de los Tribunales Colegiado.  De preferencia tomar personas con experiencia porque, desgraciadamente, con raras excepciones, los Jueces de Distrito y los Magistrado no revisan el trabajo de los Secretarios y salen verdaderos monstruos jurídicos. 

Es necesario que los Secretarios, Jueces de Distrito, Magistrados y Ministros entiendan que cuando se va a tener plática es por ser quejoso o tercero perjudicado, se deben oír los puntos de vista conforme el siguiente punto.

Los proyectos que elaboran los Secretarios y que se les pasan a los Señores Magistrados o Ministros para su discusión constituyen un “secreto”, que no pueden conocer los litigantes y porque muchas veces no estudian los expedientes, no tienen experiencia en la materia o simplemente no saben Derecho, las ejecutorias resultan verdaderas monstruosidades jurídicas.

Para evitar lo anterior, propongo que dejen de ser misterio, secreto, los proyectos de sentencia y que se les entreguen a los litigantes para que en el término de 3 días, por escrito den sus puntos de vista, que los conozcan los Secretario, Magistrados y Ministros; que sean concretos y señalen los errores de los Proyectos de ejecutoria, para que realmente los cotejen los Secretarios, Jueces de Distrito, Magistrados y Ministros.

Un Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de gran brillantez, entregaba en mano los proyectos con gran sencillez diciendo: “Este es mi proyecto, atáquenlo y denme sus puntos de vista”, el Ministro decía: “uno dice una muchas tonterías en sus proyectos y el hecho de que le señalen los errores le hacen estudiar y pensar”. Realmente tenía un gran sentido de Justicia.

Lo anterior lo hacía el Ministro Alfonso López Aparicio. Por lo anterior propongo ese trámite, que haría estudiar realmente los puntos correspondientes para que las sentencias fueran lo más apegadas a la realidad. Lo que no sucede actualmente.  El Instituto de Capacitación que dirige el Maestro César Esquinca Muñoa, a pesar de su esfuerzo no ha podido complementar la preparación del personal, para que podamos decir que las sentencias en la amparo son jurídicas y justas. 

La calidad, experiencia, capacidad y preparación de los Señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se desperdicia al otorgarles las facultades únicamente que les concede la Ley de Amparo y que en mi forma personal no determina la importancia del máximo Tribunal. (Jorge Manuel Garizurieta González, Tomo I, página 167 y 168)

El carácter de parte del Ministerio Público que actúa en el proceso penal del cual emana el acto reclamado no entraña el ejercicio de todas las facultades conferidas a las demás partes, en sentido material, dentro del juicio constitucional, ya que su participación se limita a la formulación de alegatos, entendiéndose entonces que la interpretación de este párrafo es restrictiva, atendiendo para ello a la intención del legislador, lo que se evidencia si se toma en cuenta que en la iniciativa de ley la redacción del citado párrafo era en los términos siguientes: "El Ministerio Público que actúa en el proceso penal, podrá intervenir en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales, con la única atribución de formular alegatos. Para tal efecto, el órgano de control deberá notificarle la presentación de la demanda".

No cabe duda que el Ministerio Público que actúa en el proceso penal del que emana el acto reclamado sólo está facultado para formular alegatos por escrito en el caso de que así lo estime pertinente y que no podrá interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, solicitar la suspensión o diferimiento de las audiencias, ni nombrar delegados que concurran a las audiencias.

La diferencia apuntada tiene especial relevancia pues aunque se reconoce que el Ministerio Público adscrito al juzgado en el que se ventila el proceso penal puede formular alegatos en el juicio de amparo, sin embargo no se le incluyó en el artículo 5º de la Ley de Amparo que enunciativamente establece quiénes son partes en el juicio de amparo, lo que se explica, ya que en este precepto en su fracción IV señala que el Ministerio Público Federal es parte en el juicio de amparo, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia. 

Las diferencias apuntadas conducen a concluir que las facultades del Ministerio Público Federal adscrito al órgano de control constitucional no sufrió merma con motivo de la adición del párrafo segundo del artículo 155 de la Ley de Amparo, ya que su intervención en el juicio constitucional sigue teniendo la amplitud prevista en la fracción IV del artículo 5º de la ley reglamentaria, misma intervención que radicalmente es distinta a la del Ministerio Público adscrito al Juez del proceso penal del que emana el acto reclamado, ya que éste únicamente puede formular alegatos por escrito. (José Atanacio Alpuche Marrufo, Tomo I, páginas 232 a 234)

Este precepto también resulta ser desafortunado para la estructura del derecho procesal, si tomamos en cuenta que un proceso penal puede tener dos instancias, y que en ambas pueden emitirse resoluciones jurisdiccionales impugnables en vía de amparo indirecto, y que por lo general el Ministerio Público adscrito a cada órgano de instancia es distinto, esto es, que no siempre coincide en la misma persona física, sin que la reforma aclare a cuál de los dos se debe notificar la presentación de la demanda; por otro lado, al menos en la teoría general del proceso, es inconcebible dar participación, aunque sea para formular alegatos, a alguien que no es parte en el juicio, puesto que el artículo 5° de la Ley de Amparo establece cuáles son las partes en el juicio de garantías, sin que haga mención al "Ministerio Público que actúe en el proceso penal"; además no se indica si se le debe remitir copia de la demanda o tan sólo notificar su presentación, pues en el primer caso se requeriría de una copia más, amén de las que establece el artículo 120 de la Ley de Amparo; por otro lado, la jurisprudencia de los tribunales de la Federación, ha establecido que los alegatos no forman parte de la litis constitucional; además, si como parte permanente de todos los juicios de amparo está el agente del Ministerio Público de la Federación, no tiene caso llamar a un tercer representante social, quien tan sólo puede formular alegatos, pero privado de ofrecer pruebas.

Cabe agregar como último comentario a este precepto legal, que el amparo puede ser promovido por la parte ofendida en contra de una resolución jurisdiccional, y el espíritu del precepto legal es dar intervención sólo en los amparos promovidos por el inculpado, pues así se manifestó prácticamente en la iniciativa de reforma. (Horacio Armando Hernández Orozco, Tomo I, página 252)

La Ley de Amparo, que en el mismo artículo 107 de la Constitución es señalada como su ley reglamentaria, en ninguna parte alude al Tribunal Unitario de Circuito respecto a  su  competencia  en  los  casos  que  de  esa  fracción  VII  le corresponde, pues el articulo 114 de dicha ley, refiriéndose a tales casos, señala únicamente al juez de distrito ante quien  se pedirá el amparo, y en cuanto a la tramitación del juicio,   que  también indica la propia fracción VII, que se reglamenta en los numerales 151 al 155 de la Ley de Amparo, también aluden sólo al juez de distrito, pero en ningún precepto de esta ley, de los que reglamentan esa clase de juicios biinstanciales,  menciona  a  los  Tribunales Unitarios  de Circuito,  todos  se refieren al juez de distrito. 

Es el artículo 29,  fracción 1,  de la Ley Orgánica del  Poder Judicial de la Federación, es el único que da las atribuciones correspondientes a los Tribunales .Unitarios de Circuito, del  modo siguiente:  

"Art.  29.- Los tribunales unitarios de circuito conocerán:  1.- De los juicios de amparo promovidos contra actos de otros tribunales unitarios de circuito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto por  la  Ley  de Amparo  respecto  de  los  juicios  de  amparo indirecto promovidos ante juez de distrito. En estos casos, el tribunal  unitario  competente  será  el  más  próximo  a  la residencia de aquél que haya emitido el acto impugnado".

En  mi  particular  punto de vista,  estimo que esa sola reglamentación  a  manera  de  atribución  a  los  tribunales unitarios de circuito para conocer de los juicios de amparo  indirecto de su competencia, no es suficiente, menos aun, que se encuentra introducida sólo en  la Ley Orgánica del Poder  Judicial    de    la    Federación,    atendiendo    además,    y fundamentalmente,   a   que   por   principios   constitucionales correspondía estar específicamente determinada su regulación en la Ley de Amparo, que es la reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la propia Carta Magna, como incluso se indica en el segundo  de  esos  preceptos,  y   la  Ley  Orgánica  no  es reglamentaria,  ya que  su  función  legal  esta  inmersa  en su propia denominación.


Por lo anterior resumido  estimo que  existe una deficiente regulación legal del amparo indirecto de la competencia de los Tribunales Unitarios de Circuito, pues hasta podría aventurarse a  pensar  que  saldría  de  la  constitucionalidad,  y  debiera corregirse tal deficiencia, en mi concepto, agregándose en la fracción VII del artículo 107 de la Constitución Federal y en los  artículos  114 y  151  a  155,  así  como en  los demás que corresponda de la Ley de Amparo. 

Sin otro particular, y esperando no estar equivocado, de que el tema expuesto pudiera tener algún interés real, jurídico  y constitucional en la institución del amparo, reitero a usted las seguridades de mi atenta y distinguida consideración. (Adolfo Olguín García, Tomo I, páginas 530 a 532)

Tomando en cuenta que con fecha 8 de febrero del presente año se agregó al artículo 155 de la Ley de Amparo vigente un párrafo para dar oportunidad al Agente del Ministerio Público en el Proceso Penal para que formule alegatos en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales pero sin que tenga mayor intervención, mi propuesta al respecto es que también pueda recurrir las resoluciones definitivas que se dicten en dichos juicios de amparo, dado que como se está reconociendo en dicha reforma, es importante su intervención por el interés que representa por lo que es necesaria también que con dichos recursos, en particular el de revisión, pueda continuar interviniendo en el trámite de tales amparos y de esa forma coadyuvar con el Ministerio Público Federal en el seguimiento de los juicios de amparo en materia penal.

En tal virtud, mi propuesta es que se amplíe ese último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo o se tome en cuenta en el caso en que se expida una nueva ley en la materia.

Tal párrafo quedaría redactado en la siguiente forma:

Artículo 155…

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales. Para tal efecto deberá notificársele la presentación de la demanda. En caso de que formule alegatos, tendrá también derecho a interponer el recurso de revisión contra las resoluciones que se dicten en tales juicios. (José Antonio Sam López, Tomo II, páginas 793 y 794)

Artículo 155.-…

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá intervenir en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales, con la única atribución de formular alegatos. Para tal efecto, el órgano de control deberá notificarle la presentación de la demanda. (Ricardo Ojeda Bohórquez, Tomo II, páginas 824 y 825)

Por último, se propone adicionar un cuarto párrafo al artículo 155, estableciéndose como parte en el juicio de amparo al Ministerio Público que actúe en el proceso ordinario con la única facultad de formular alegatos. Es decir, no podrá interponer recursos ni intervenir en el juicio de otra manera. A mi juicio que es positiva la adición, pues éste servidor público desde luego tiene interés en que se niegue el amparo al quejoso y hay que oírlo. (Ricardo Ojeda Bohórquez, Tomo II, páginas 827 y 828)

La última reforma que se hizo al artículo 155 de la Ley de Amparo es una demostración, objetiva y palpable, de la necesidad de que el Ministerio Público del proceso sea el tercero perjudicado en el amparo en que se impugnan resoluciones jurisdiccionales en materia penal y si se acepta que sea tercero el Ministerio Público, esta reforma debe derogarse.  (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1071)

"artículo 155.- una vez desahogado en sus términos el periodo de prueba, se citará para la celebración de la audiencia constitucional. abierta la audiencia constitucional, .....

el quejoso podrá alegar verbalmente cuando se trate de demandas promovidas en términos del artículo 116 bis de esta ley, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, .........". (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1816)

ARTICULO 150.-   Con texto igual al vigente del artículo 155, excepto que se propone derogar su último párrafo,  ya que ahora se propone incluir  como parte al ofendido o víctima  del delito. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1932)

ARTÍCULO 155. Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda.

El quejoso podrá alegar verbalmente cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, asentándose en autos extracto de sus alegaciones, si lo solicitare.

En los demás casos, las partes podrán alegar verbalmente, pero sin exigir que sus alegaciones se hagan constar en autos, y sin que los alegatos puedan exceder de media hora por cada parte, incluyendo las réplicas y contrarréplicas.

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales. Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2239)
El artículo 155 de la Ley de Amparo dispone: “Abierta la audiencia (del juicio) se procederá a recibir por su orden, las  pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda.” En mi concepto esta disposición es una ficción legal o bien un precepto que no se ha cumplido en muchas ocasiones por múltiples motivos. Y sí ha causado bastantes problemas con el consiguiente detrimento de la función de los órganos jurisdiccionales de la Federación, por reposiciones de procedimiento, criterios contradictorios, aunque ya resueltos por una jurisprudencia que muchos pudieran no conocer.

En la práctica considero casi imposible que todas las resoluciones puedan dictarse “en la audiencia” a continuación de la recepción del pedimento del Ministerio Público. Baste señalar que la recepción de probanzas en la misma audiencia origina que deba hacerse un análisis de esas probanzas, aunque ya se tuviera una debida precisión de la litis. Ese análisis en muchas ocasiones requiere de una gran reflexión.

Además, considero que el pedimento del Ministerio Público debe recibirse luego de las pruebas, con el objeto de que el quejoso, las autoridades responsables y en su caso el tercero perjudicado, puedan expresar en sus alegatos lo que a su derecho convenga en relación con el pedimento, que yo lo considero propiamente también como unos alegatos.

PROPONGO así, que la nueva disposición correlativa al actual artículo 155, diga: “Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden, las pruebas, en su caso el pedimento del Ministerio Público y los alegatos. La sentencia se dictará dentro del término de quince días...” (o en el lapso que se estime conveniente de acuerdo a las diversas propuestas que se recaben).(José Manuel Mojica Hernández, Tomo IV, páginas 2295 y 2296).

Otra propuesta es relativa al último párrafo del artículo 155, que se ubica en el capítulo IV, título segundo, libro primero.  Este párrafo refiere:  El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales.  Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda.  Aquí sería conveniente adicionar que para efecto de que esté en aptitud de alega, se le debe correr traslado con copia simple de la demanda.  Y en este orden de ideas, también se debe adicionar en el artículo 120 de la propia ley, que el quejoso deberá exhibir una copia de la demanda para que el Ministerio Público formule alegatos.

El sustento de esta propuesta lo encontramos en el hecho de que en la actualidad los jueces de amparo únicamente notifican al Ministerio Público que actúa en el proceso penal, la prestación de la demanda (porque así lo señala la ley), sin embargo, el representante social del fuero común se encuentra imposibilitado para alegar pues desconoce el contenido de lo demandado por el quejoso. (Flor de María López González, Tomo IV, páginas 2623 y 2624). 

SEGUNDA:  MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 155 PÁRRAFO PRIMERO DE LA LEY DE AMPARO.

SEGUNDA:  Adicionar a la nueva Ley de Amparo, un término perentorio dentro del cual y sin rebasarlo el Juez Federal deba fallar el  juicio constitucional.

En la práctica y como Secretario y Juzgador me he dado cuenta de los inconvenientes que reviste el señalamiento de términos utópicos que nunca se cumplen y que lejos de ser una regla se convierte en excepción.  En ese concepto debo señalar se encierra el relativo a que la sentencia de amparo debe pronunciarse una vez celebrada la audiencia constitucional pues ello como excepción se cumple.

Por ello, propongo que en lo sucesivo, se señale de modo expreso un término prudente dentro del cual el Juez debe fallar la instancia.  Por lo que a modo de propuesta, credo debería disponerse que la sentencia de amparo deberá pronunciarse dentro del término de quince días hábiles siguientes a la celebración de la susodicha audiencia, esto permitirá que todo quejoso tendrá ya la seguridad jurídica de que su asunto no se prolongará por mayor término del propuesto y además para el juzgador sería un aliciente poder proponer el dictado de sus resoluciones sin tener la preocupación de que un asunto no lo ha fallado dentro del término legal.  Pudiendo con ello, efectuar una adecuada programación de sus dictados.  El término que se propone quince días obviamente, lo tomo en base a mi experiencia personal siendo funcionario de Juzgados Mixtos pero el mismo tendrá que determinarse en base a un consenso general del País, tomando además en cuenta que existen asuntos que por su volumen o complejidad requieren de un mayor análisis.  Pero lo que si considero debe existir es un término prudente para el dictado de aquellas sentencias. (José Waldemar Alvarado Ríos, Tomo IV, páginas 2698 y 2699).

Artículo 155 BIS.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, los núcleos agrarios o ejidatarios o comuneros en lo individual, así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2732).

Artículo 155 de la Ley de Amparo 

Se considera que debe ser reformado, en virtud de que ordena se le haga del conocimiento del Agente del Ministerio Público adscrito a los juzgados en Materia de Procesos, de los juicios de garantías en materia penal, en donde se señale como acto reclamado algún mandamiento judicial para que formule alegatos.

Dicho artículo se refiere al representante social que conozca del proceso pero no específica de que fuero, ya que también los órganos jurisdiccionales del fuero común tienen facultades de librar órdenes de aprehensión y cuentan con un Agente del  Ministerio Público adscrito, o con varios; por otra parte, tampoco dispone por conducto de quien, el Ministerio Público del Fuero Común puede allegar sus alegatos ante el  juez de amparo en estos casos, pues la misma Ley de Amparo no lo reconoce personalidad jurídica como parte en el juicio de garantías. (Josefina Mondragón Lerma, Tomo V, páginas 36 y 37)

Artículo 155, último párrafo

Artículo 180 

b) Consideraciones o motivos que explican la aportación

En el Diario Oficial de la Federación publicado el día ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, se adicionó un último párrafo al artículo 155 de la Ley de Amparo. Tal precepto legal prevé:

“[...]- ...

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales. Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda”

Dicha disposición, en apariencia de no mayor complejidad, en la práctica diaria ha generado diversos criterios acerca de su aplicación, pero fundamentalmente propicia el cuestionar la utilidad de esa reforma, esto es, si  trajo algún resultado favorable a los gobernados en la tramitación del juicio de garantías.

En el Congreso Nacional de Jueces de Distrito, celebrado en la ciudad de México, los días seis al nueve de octubre de mil novecientos noventa y nueve, tuve el honor de poner a consideración de los asistentes  la ponencia intitulada: “El carácter de parte del Agente del Ministerio Público adscrito al juzgado penal responsable; su notificación e intervención, artículo 155 de la Ley de Amparo”. Dicho trabajo buscaba unificar la forma en que debe notificarse a la Representación Social adscrita a la responsable, por estar vigente la norma y ante la urgencia de compartir criterios a nivel nacional, en beneficio del propio gobernado, con independencia de que en su oportunidad se pudiera cuestionar la utilidad de ese precepto legal.

A la fecha de presentación de esta propuesta, cerca de un año de la entrada en vigor de la disposición, reiteramos que la inclusión de la hipótesis prevista en el artículo 155, último párrafo, de la Ley de Amparo, ha ocasionado disparidad en la forma de realizar la notificación al Agente del Ministerio Público adscrito a la responsable, entre ellas:

1ª. Opción: Enviar oficio en forma directa al Agente del Ministerio Público adscrito al Juzgado Penal de donde deriva el acto reclamado, haciendo de su conocimiento  la presentación de la demanda y la posibilidad de formular alegatos por escrito.

2ª. Opción: Notificar mediante oficio al Agente del Ministerio Público adscrito al Juzgado Penal al que se atribuye el acto reclamado, con copia de la demanda de amparo

3ª. Opción. Dependiendo del número de autoridades señaladas como responsables (ejemplo: todos los jueces comunes y federales en el Distrito Federal), esperar a que llegue el informe y obtenida la certeza del acto, notificar exclusivamente al Ministerio Público adscrito al juzgado que emitió el acto reclamado, o de ser un solo juez responsable, notificarle mediante oficio al Representante Social .

4ª. Opción: Solicitar al juez penal responsable que, en caso de ser cierto el acto reclamado, notifique en el expediente de donde deriva dicho acto al Ministerio Público la presentación de la demanda de amparo, y que se encuentra en posibilidad de formular alegatos por escrito. Debe enviar el juez penal la constancia de notificación al juez de Distrito.

En el Congreso Nacional de Jueces se sentó como conclusión de la ponencia que, mientras continuara vigente la disposición, adecuado resulta el notificar por conducto de la responsable a dicho Fiscal en forma personal, siempre y cuando aquella autoridad acepte el acto reclamado,  sin que fuera necesario acompañar copia de la demanda, pues tal Representación no fue incluida como parte expresa en el artículo 5º de la Ley de Amparo, y no hubo reforma al artículo 120 de la Ley Reglamentaria, en cuanto al número de copias a adjuntar con la petición de garantías; puntos que sin duda generaron un debate entre los asistentes y votación mayoritaria.

Empero, ¿qué resultado práctico genera la notificación de la presentación de la demanda al Agente del Ministerio Público adscrito a la autoridad responsable?

Desde el punto de vista de la teoría general del proceso,  resulta difícil sostener que si ese Representante Social no es parte sea  un auxiliar, como los testigos o los peritos, pues sí tiene interés en que se dicte sentencia que le beneficie. Será entonces una parte secundaria con sólo la posibilidad de alegar por escrito. De lo contrario habría que entregarle copia de la demanda, interrogatorios, cuestionarios, notificarle la sentencia y todas las demás obligaciones inherentes a las partes en el juicio.

El último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo sólo brinda al Ministerio Público que actúa ante el juzgado penal  responsable la oportunidad de formular alegatos por escrito en los juicios en los cuales se reclamen resoluciones jurisdiccionales.

Sin embargo, en la práctica diaria en los Juzgados de Distrito, pocos son los casos en que el Ministerio Público adscrito al tribunal responsable presenta alegatos por escrito, casi al límite de considerar excepcional que se presenten, pues la regla general es la no intervención del Agente adscrito a la autoridad responsable.

En estos juicios de amparo, si bien no obligatoriamente, en los muy contados casos es  preciso dar contestación a los alegatos que plantee el Ministerio Público adscrito al  juzgado penal responsable, dando así cumplimiento a la finalidad del artículo 155, último párrafo, de la Ley de Amparo: brindar una posibilidad más al ofendido por un delito, que ordinariamente no se le considera tercero perjudicado acorde con el artículo 5º, fracción III, inciso b), de la Ley Reglamentaria en consulta.

No obstante lo anterior, esa misma finalidad se cumple con la posibilidad del ofendido de tener acceso al expediente a través del Representante Social Federal adscrito al Juzgado de Distrito.

Más, ¿cuáles fueron los motivos que inspiraron al Legislador a incluir el último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo?

En la Decimonovena Reforma  a la Ley Reglamentaria de referencia,  en el Diario de los Debates de la Cámara de Senadores, consta que en la Iniciativa presentada por el Presidente de la República se sostuvo:

“...Finalmente, es necesario que en aquellos juicios de amparo en que se impugnen resoluciones jurisdiccionales dictadas en procesos penales, se garantice la intervención del ministerio público que participa en el proceso penal respectivo, pues es dicha institución la que puede manifestar con mayor claridad el interés que representa en relación a los juicios en que interviene...”  

Una vez turnada para su estudio y dictamen la Iniciativa de Decreto, las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos, Primera de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, previo dictamen en primera y segunda lectura se efectuaron las  Modificaciones a la Iniciativa, que fueron sometidas a la Asamblea; en el considerando décimo quedó establecido:

“...[...].- En los artículos 138 y 155 de la reforma, se establecen condiciones que el juez impone al quejoso, por lo que se refiere a su comparecencia ante la autoridad que lo reclama –esto ocurre en el primero de ellos- y, en el segundo, a una de las facultades que tiene el Ministerio Público como parte en el amparo en el proceso penal, que se hace extensiva al amparo. Las comisiones unidas de dictamen, están de acuerdo con estas reformas. En consecuencia, estos artículos quedarían: ...

Artículo 155.- ...

El Ministerio Público que actúe en el proceso penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales. Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda”. 

En la discusión y votación del dictamen con proyecto de decreto propuesto a la Asamblea por la Comisión de Justicia, el Diputado Orlando Alberto Paredes Lara expresó:

“...Por último, en relación al 155, sentimos que al darle la oportunidad al Ministerio Público para participar en el juicio constitucional en el que se impugnen resoluciones jurisdiccionales, se redundará en una mayor certeza de las resoluciones que se dicten, ya que el Ministerio Público como institución, como parte en el proceso penal, puede aportar mayores elementos que permitirán combatir a la delincuencia dentro del proceso.

Así tenemos que a través de la reforma que ocupa a esta Cámara, todos pues, legisladores, abogados, jueces y ministerios públicos tenemos una meta común, proteger el interés de la sociedad, garantizar los derechos del hombre, mantener la paz social; en una palabra, cumplir el ideal de la justicia...”  

En una intervención posterior, el diputado sostuvo:

“...¿Qué podemos decir para apoyar nuestro artículo 155? Que se le está dando el espacio legal a quien representa a la sociedad, a quien ejerce la acción persecutoria y a quien pueda comparecer en el juicio de amparo en un proceso legal que se le siga al quejoso, de tal manera que eso dará mayor certeza a la resolución que se dicte por el juez de distrito que conozca la causa” 

El Diputado Benito Mirón Lince externo:

“Efectivamente, no me referí concretamente al 155, porque el tiempo es muy corto. Lo que le podría decir que la propuesta, a fin de que el Ministerio Público del proceso tenga intervención en el juicio de amparo en el que se impugnen resoluciones jurisdiccionales dictadas en los procesos penales, de alguna manera ya está contemplada para los efectos del juicio de amparo indirecto en el artículo 155 y en el artículo 180. Nosotros no tenemos mayor objeción a esto, pero sí decimos que ya está, no es necesario instrumentarla nuevamente porque está aquí”. 

El Diputado Miguel Sadot Sánchez Carreño realizó la siguiente manifestación:

“...Además de esta fracción y de este artículo, se ha señalado aquí que con relación al artículo 155 es innecesaria su incorporación, toda vez que ya aparece en el texto de la Ley de Amparo.

Yo quiero comentarle a nuestro amigo, el diputado Mirón Lince, que se trata de dos situaciones distintas: el artículo 55 (sic) está hablando de la sustanciación del juicio de amparo indirecto y el artículo 180, que está en el Capítulo IV, se refiere a la sustanciación del juicio de directo.

Por eso es que el artículo 180 dice textualmente: “el tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso en asuntos del orden penal, podrán presentar sus alegatos por escrito directamente ante el tribunal colegiado de circuito.

La reforma que estamos proponiendo o que se propone a través del dictamen que presenta la comisión, se encuentra referida al ministerio público que actúe en el proceso penal al juzgado en donde sea ventilado el proceso del cual se deriva el acto que se impugna.

Se busca con la intervención del ministerio público que está adscrito al juzgado penal, el juez amparista pueda tener una información directa. Bien pudiera haberse planteado que el ministerio público que está adscrito al juez, a través del ministerio público que está adscrito al juzgado que está conociendo el amparo, hubiera podido formular sus alegatos. Pero la inmediatez procesal que le permite al juez de amparo, lo va a llevar fundamentalmente al conocimiento de la verdad legal y a una resolución más justa, porque quien está impugnando, precisamente, es el representante social que se encuentra adscrito al juez del cual se deriva el proceso penal.

Por eso creemos que no existe una incongruencia y que al contrario lo mismo que se está haciendo ya en el amparo directo ante el  tribunal colegiado, nosotros lo hacemos ahora ante el juzgado de distrito...” 

El Diputado Alberto López Rosas dijo:

“...Creo, compañeros diputados, que se está dando al Ministerio Público una amplitud de acción. El Ministerio Público actúa en primera instancia, en primer lugar, como investigador de los delitos, es quien integra la averiguación, es el órgano acusador. Cuando el inculpado o cuando el acusado llega ante su juez, ante el juez de la causa, ante el juez de la instancia, ya tiene también un agente del Ministerio Público adscrito y es éste, el Ministerio Público adscrito, quien representa a la sociedad.

Cuando el quejoso acude al amparo asiste también un agente del Ministerio Público Federal a dar seguimiento al trámite del juicio de garantías. Por tanto, la propuesta del artículo 155 nos parece inútil, ociosa y sin un verdadero sentido, porque el Tribunal de amparo no juzga los hechos del delito; juzga las violaciones a las garantías individuales y ésta es una demostración de que lo único que se está pretendiendo es restringir la esfera de libertad del ciudadano para ampliar la del Estado sobre el mismo ciudadano. Cuando éste es culpable es correcto, pero cuando éste es inocente creo que el Estado se está ensañando en el ámbito personal de ese ciudadano.

Creo que debemos preocuparnos más por el perfeccionamiento de las indagatorias y no alejar la Ley de Amparo de su verdadero espíritu y su verdadero sentido, ¡Esto es justicia!...” 

El Diputado Paredes Lara opinó:

“...Por otro lado, se dice que el agente del Ministerio Público del proceso penal donde el inculpado ocurre al juicio de amparo que sería ocioso que interviniera. ¿Cómo es posible si en el artículo 180 se establece expresamente la intervención del Ministerio Público en el proceso de la causa, por qué no va a ser posible ya legalmente su intervención en el juicio de amparo y más aun cuando su intervención es únicamente para hacer los alegatos escritos?.

De tal forma que insistimos en que el dictamen relacionado con el artículo 155 deberá ser aprobado en sus términos” 

La adición del último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo se aprobó por 314 votos en pro y 102 en contra.

Podemos concluir entonces, los motivos que en principio impulsaron al legislador fueron el brindar la oportunidad al Ministerio Público adscrito al órgano jurisdiccional penal responsable para participar en el juicio de amparo, a efecto de dar mayor certeza en las resoluciones que dicten los jueces de Distrito, pues al ser parte la Representación Social en el proceso puede aportar al órgano de control constitucional mayores elementos en contra de la delincuencia; que a pesar de la existencia de una institución similar en el artículo  180 de la Ley Reglamentaria, en el amparo directo, buscó dar esa misma posibilidad de alegar por escrito en la vía indirecta. En opinión de un sector de los legisladores se da mayor acción a la institución ministerial, a pesar de ya estar representada la sociedad, por el agente adscrito al juzgado de amparo, se da una mayor oportunidad al Estado; empero, aun ante las oposiciones fue aprobada la adición del último párrafo al artículo 155 de la Ley de Amparo.

“Dar mayor certeza en las resoluciones que dicten los jueces de Distrito, pues al ser parte la Representación Social en el proceso puede aportar al órgano de control constitucional mayores elementos en contra de la delincuencia”.

Dicha finalidad no se obtiene por el solo hecho de notificar al Agente adscrito a la autoridad responsable, pues claro resulta que el Juez de Distrito está obligado, en términos de los artículos 76 bis, fracción II y  77, de la Ley de Amparo, a analizar todas y cada una de las probanzas que obran en el expediente de donde deriva el acto reclamado en materia penal, y de existir algún motivo para conceder la tutela federal, hacerlo, aun cuando el Ministerio Público pudiera alegar lo contrario; porque las constancias se encuentran en el expediente, y por ende, la intervención del Representante Social que tuvo participación en el proceso de donde deriva el acto reclamado no genera por ese hecho la mayor certeza en el dictado de la resolución.

También se duplica la representación de la Institución Ministerial y en consecuencia del interés social, ya salvaguardado por el Agente adscrito al Juzgado de Distrito.

En consecuencia, cabe considerar que la notificación de la presentación de la demanda de amparo prevista por el artículo 155, último párrafo, de la Ley Reglamentaria, no tiene resultado práctico alguno que justifique mayores trámites para el juicio de garantías, que preferible sería contara con mayor celeridad, para brindar la posibilidad real de salvaguardar las garantías individuales del quejoso.

Por identidad de razón, el brindar la posibilidad de presentar alegatos por escrito al Agente del Ministerio Público que intervino ante la responsable en asuntos del orden penal, prevista por el artículo 180 de la Ley de Amparo, viene a ser por regla general innecesario en el amparo directo, pues acorde con el artículo 78 de ese ordenamiento legal, el acto reclamado se apreciará tal como aparezca demostrado ante la responsable, y los alegatos no forman parte de la litis en el juicio.

La notificación de la presentación de la demanda al Agente del Ministerio Público adscrito a la responsable, que interviene en el proceso de donde deriva el acto reclamado, genera una carga adicional de trabajo a los órganos jurisdiccionales, que si bien en forma aislada en cada expediente no presenta mayor trascendencia, sí la tiene ante el número de asuntos que se tramitan en contra de resoluciones jurisdiccionales de índole penal.

La redacción que resultaría al incorporar los comentarios. 

Por los anteriores razonamientos se propone suprimir el último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo, que corresponde al trámite del amparo indirecto; así como la posibilidad del Agente del Ministerio Público que haya intervenido en el proceso en asuntos del orden penal de presentar alegatos por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, en el amparo directo, prevista por el artículo 180 de la Ley Reglamentaria. (José Eduardo Tellez Espinoza, Tomo V, página 58 a 69)

Salvo los amparos en materia penal cuando se reclaman detenciones fuera de normatividad o maltratos, en todas las demás materias los actos reclamados constan en actuaciones documentadas, y por ello en un porcentaje considerable de amparos la prueba adecuada es la documental consistente en copias certificadas de Actuaciones. 

Si la prueba documental se aporta en el momento de la celebración de la Audiencia Constitucional, lo que trae por resultado que cuando se quiere objetar algún documento se tenga que suspender la Audiencia para efecto que incidentalmente se acredite la objeción.

Pero cuando la prueba documental consiste en un considerable volumen de folios que deban ser materia de un cuidadoso análisis implica que sea materialmente imposible exigirle al Juez cumpla con lo dispuesto en el artículo 155 primer párrafo de dictar la sentencia de inmediato.

La experiencia jurisdiccional nos ha dicho que la idea de la simplicidad y rapidez en el trámite del Juicio de Amparo se ha perdido.

El Código Federal de Procedimientos Civiles al tratar el tema de las pruebas señala formas y plazos para el desahogo de cada una de ellas, por lo que se propone se reglamenten el ofrecimiento y desahogo de la documental, de la pericial, de la inspección judicial, y de la testimonial.

Vencido el término para que se rinda los informes con justificación sabrá el quejoso que probanzas debe aportar, así para el desahogo de la documental publica deberá hacerse dentro de los diez días siguientes al que se hubiere notificado el contenido de los informes con justificación o en su caso la certificación de que no se produjo el informe.

Aportada la documental dentro de los tres días siguientes a que se tengan por exhibida deberán presentarse las objeciones del caso y si para acreditar la objeción fuere menester desahogar la prueba pericial esta deberá hacerse mediante audiencia que se fije a realizar dentro de los siguientes cinco días.

Las pruebas pericial, testimonial e inspección judicial deberán también desahogarse en el término de diez días contados a partir de la fecha en que se da a conocer el informe con justificación o la certificación de que no se rindió.

Desahogadas las pruebas el Juez de Distrito deberá citar a la Audiencia Constitucional, donde realmente debe oír los alegatos verbales, que comparará con las actuaciones judiciales.

Considerando los sistemas de escritura por medio de computadora es posible que a cada negocio se vaya abriendo su archivo en la computadora y así conforme se vayan desahogando las pruebas se tengan ya hechas las valorizaciones correspondientes. Esto es, la Audiencia Constitucional será ya únicamente cerrar el “rompecabezas” por que el día de la celebración de la Audiencia ya debe estar preparado el juzgador y en el Archivo de su computadora tener la parte histórica o “los resultandos”, si no encontró una causal de sobreseimiento, pasar a la valorización de las probanzas, los alegatos verbales de los interesados les serán de utilidad por sí se le destaca algún punto que no se advirtió en el estudio del negocio y a continuación se firmará la resolución del caso. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 203 a 205)

Artículo 155. Estando integradas las probanzas de las partes el Juez de Distrito citará a la Audiencia Constitucional que se deberá verificar dentro de los diez días siguientes.

Abierta la Audiencia el Juez oirá los alegatos sin que puedan exceder de media hora cada parte, incluyendo las replicas y contrareplicas.

Cuando se reclamen actos que importen peligro de privación de la libertad, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, se asentarán en actuaciones extractos de los alegatos. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, página 210)

6.- Derogar el último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo, que dice:

“Art. 155.- ... 

...

...

...

El Ministerio Público que actúen en el procedimiento penal, podrá formular alegatos por escrito en los juicios de amparo en los que se impugnen resoluciones jurisdiccionales. Para tal efecto, deberá notificársele la presentación de la demanda”.

Ello en atención a que en la práctica, nunca formulan alegatos, aunado a que en el caso de que la causa penal se ventile en algún Juzgado de Distrito, y en contra de alguna determinación de éste, se promueva Juicio de Garantías, el Represente Social adquiere una doble participación, ya que conforme al artículo 5º, fracción IV, es parte dentro del procedimiento constitucional. (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, página 240)
Artículo 156.  En los casos en que el quejoso impugne la aplicación por parte de la autoridad o autoridades responsables de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia decretada por la Suprema Corte de Justicia, o en aquellos otros a que se refiere el artículo 37, la substanciación del juicio de amparo se sujetará a las disposiciones precedentes, excepto en lo relativo al término para la rendición del informe con justificación, el cual se reducirá a tres días improrrogables, y a la celebración de la audiencia, la que se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente al de la admisión de la demanda.

PROPUESTAS

El artículo 156 debe derogarse por inútil, ya que para aplicarlo habría que estudiar el fondo del asunto, lo que se hará en la sentencia y no al admitir la demanda. Por otra parte, tres días para rendir el informe justificado es un plazo demasiado corto y 10 días para celebrar la audiencia, a partir del día siguiente a la admisión de la demanda, es un plazo breve que obligará a diferir la audiencia por más de un motivo, como puede ser la falta de emplazamiento a una de las partes, la no entrega de las copias certificadas solicitadas a una autoridad, etc.

Aquí hay que hacer un comentario: las reformas de escritorio no funcionan.  Los tribunales tienen un ritmo de trabajo en ocasiones imposible de alterar; por ello disponer que la audiencia deba celebrarse en 10 días a partir de la fecha de admisión de la demanda es utópico.  El auto admisorio se fecha el primero de diciembre, teóricamente la audiencia deberá celebrarse 10 días después o sea el día 11, pero quitando los días inhábiles, que se supone son un sábado y un domingo, el décimo día es el día 13; pero el acuerdo de primero de diciembre se publica el día 2, surte sus efectos de notificación el día 3, y hay dos o tres terceros perjudicados que emplazar;  pero además, pudiera ser que la materia implicará, para demostrar el interés jurídico, una pericial o una testimonial y en los días hábiles que quedan entre el día de la audiencia y el 13 de diciembre, no se podrán desahogar esas pruebas, con lo que el plazo de 10 días es puramente teórico.  Por ello, repito, las reformas a una ley procesal hechas en el escritorio o por un teórico que carezca de practica, no funcionan nunca. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1071 y 1072)

El artículo 156 debe suprimirse por inútil, pues ya dije que la determinación de si el acto reclamado se fundó en una ley contraria a la Constitución, debe hacerse en la sentencia y no al admitir la demanda, como es el supuesto de este precepto. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1093)

ARTICULO 151.-   Se propone derogarse el artículo 156 vigente, dado que con la sugerencia que se hace  se modifica la formula otero y además se deroga la jurisdicción concurrente pero sobre todo, porque el término para rendir informes y dictar  resolución no se estima excesiva. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1933)

El presente trabajo se refiere a la competencia concurrente prevista en el artículo 37 de la Ley de Amparo relacionada a la fracción XII del artículo 107 Constitucional.

Este último artículo establece que cuando exista violación de garantías a los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 fracciones I, VIII y X Constitucionales, el quejoso podrá reclamar mediante amparo las violaciones de referencia, a su elección, ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el Superior del Tribunal que cometa la violación.

A su vez, el artículo 156 de la Ley de Amparo establece el procedimiento que debe seguirse para la substanciación del juicio correspondiente ante el Superior del Tribunal que cometa la violación, precisando que se sujetará a las mismas disposiciones que para la tramitación del amparo indirecto ante el Juez de Distrito se establecen; haciendo la salvedad de que el plazo para la rendición del informe justificado se reducirá a tres días, y que la celebración de la audiencia constitucional tendrá verificativo dentro de los diez días siguientes contados desde el siguiente al de su admisión.

Asimismo, por disposición de la fracción XII del artículo 17 Constitucional en relación al artículo 83 fracciones II y IV de la Ley de Amparo, las resoluciones que pronuncie el Superior del Tribunal que cometió la violación podrán impugnarse mediante el recurso de revisión, en el que en este caso ya no hace salvedad en cuanto al plazo que el artículo 86 establece para la interposición del recurso.

Así las cosas, es evidente que existe una marcada desproporción entre los plazos que establece el artículo 156 de la Ley de Amparo, con el que a su vez establece el artículo 86 de la misma, dado que el término para la celebración de la audiencia constitucional y el que se establece para la interposición del recurso de revisión, es el mismo.

Lo anterior resulta ilógico dado que con el plazo que establece el artículo 156, en cita, para la celebración de la audiencia constitucional, se limita el derecho que tiene el quejoso para aportar pruebas en los juicios constitucionales que se tramiten ante el Superior de la autoridad que cometió la violación.  Máxime si tomamos en consideración que algunas pruebas, tales como la testimonial, pericial e inspección ocular deben anticiparse, con cinco días cuando menos a la celebración de la audiencia.

El hecho de que se señalen sólo diez días de diferencia desde la admisión de la demanda, hasta la celebración de la audiencia constitucional, da motivo a innumerables violaciones procedimentales, que redundan en un notable retraso en la impartición de la justicia federal; ya que de hacerse valer dichas violaciones en los agravios que se expresen al interponer el recurso de revisión, tendrá por efecto la reposición del procedimiento.

Por lo anterior, considero que si el espíritu del legislador al establecer la competencia concurrente a que me refiero, fue el de dar oportunidad al quejoso, de tramitar el juicio de garantías indistintamente ante el Juez de Distrito o ante el Superior de la autoridad que cometió la violación, el de lograr justicia federal que lo favorezca, con la disposición contenida en el artículo 156, se contraviene dicho espíritu legislativo.

En consecuencia, y tomando en consideración que los gobernados de acuerdo al artículo 17 Constitucional, tienen derecho a que se les administre justicia de manera pronta, expedita e imparcial, y que además dicha justicia debe ser equitativa a todos los gobernados; propongo que los plazos que establece el artículo 156 de la Ley de Amparo, sean los mismos que la misma ley establece para la tramitación del amparo indirecto ante el Juez de Distrito.  Ya que se insiste es notable la diferencia que existe entre este artículo (diez días para la celebración de la audiencia constitucional) y el 147 de la misma ley que establece el plazo de treinta días para que se celebre el mismo acto procesal, pero ante el Juez de Distrito. (Irma Ramírez Rivera, Tomo IV, páginas 2767 a 2769).

ARTÍCULO 156.-  En los casos en que el quejoso impugne la inconstitucionalidad de una ley declarada así por jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su aplicación,  o en aquellos otros a que se refiere el artículo 37, la substanciación del juicio de amparo se sujetará a las disposiciones precedentes, excepto en lo relativo al término para la rendición del informe con justificación, el cual se reducirá a tres días improrrogables, y a la celebración de la audiencia, la que se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente al de la admisión de la demanda. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, páginas 32 y 33)
Artículo 157.  Los jueces de Distrito cuidarán de que los juicios de amparo no queden paralizados, especialmente cuando se alegue por los quejosos la aplicación por las autoridades de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, proveyendo lo que corresponda hasta dictar sentencia, salvo los casos en que esta ley disponga expresamente lo contrario.

El Ministerio Público cuidará del exacto cumplimiento de esta disposición, principalmente en los casos de aplicación de leyes declaradas jurisprudencialmente inconstitucionales, y cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, de la libertad, o entrañe deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

PROPUESTAS

Hay casos, y son frecuentes, en que en los Juzgados de Distrito se mande aclarar la demanda por requisitos distintos de los señalados en el artículo 146 de la Ley de Amparo y hay ocasiones en que se puede pensar, ante la repetición constante de las aclaraciones de demanda, si el Juez no ésta apostando a que no se satisfaga la prevención, para desechar la promoción y no tener que tramitar los amparos.  Y si esto es así cabría en el artículo 146 expresar, de alguna manera, que la demanda sólo podrá mandarse aclarar cuando no se satisfagan algunos requisitos del artículo 116 o que no se hubiera precisado el acto reclamado o no se hubieren exhibido las copias correspondientes y que, fuera de estas tres hipótesis, en ninguna otra pudiera mandarse a aclarar  la demanda.

Congruente con la proposición de que se elimine al Ministerio Público como parte, deberán suprimirse el párrafo tercero del artículo 146 y el párrafo segundo del artículo 157. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1067)

Del artículo 157 habría que quitar el segundo párrafo por inconstitucional, pues como dije con anterioridad, la facultad otorgada al Ministerio Público Federal, órgano del Ejecutivo, implica una invasión a la independencia del Poder Judicial, ya que cuidar que el Juez cumpla exactamente con sus obligaciones, significa una autoridad sobre el Juez y esto no es posible, por lo que hay que eliminar este párrafo.

Del primer párrafo de este precepto debe eliminarse la siguiente frase: “especialmente cuando se alegue por los quejosos la aplicación por las autoridades de leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia” y digo que hay que eliminarla, porque el caso queda comprendido en la obligación general del Juez de cuidar que no queden paralizados los juicios de amparo, es decir, todos los juicios.

La frase final del primer párrafo, o sea la salvedad a la obligación del Juez de que no queden paralizados los juicios, carece de sentido y de objeto, porque la ley no dispone que se paralicen los juicios, sin que pueda afirmarse, validamente, que esto ocurre cuando se suspende el procedimiento, como en el caso de la acumulación, ya que la suspensión del procedimiento en lo principal sólo dura en tanto se tramita el incidente que, lógicamente, debe resolverse en breve término para que se levante la suspensión.  Y en esta hipótesis, el juicio  no queda paralizado, porque los incidentes forman parte de él. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1072 y 1073)

Enmienda.

Se propone la incorporación del artículo 157 Bis como sigue:

TÍTULO TERCERO.

DE LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA.

Art. 157 Bis.- La Suprema Corte de Justicia es competente para conocer del juicio de amparo directo:

I.- Cuando ejerza la facultad de atracción en los términos previstos por la fracción IV inciso d) segundo párrafo del artículo 107 constitucional y,

II.- Cuando se trate de la interpretación directa de un precepto constitucional.

Motivos.

Siendo la Suprema Corte de Justicia el órgano superior del Poder Judicial Federal, debe existir un precepto especial donde se establezca el ámbito de su competencia. El aspecto de la interpretación directa de un precepto constitucional, por tratarse de la base sobre la que descansa el orden jurídico nacional, es necesario que le corresponda conocer del mismo exclusivamente al más alto tribunal de la nación. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas 1162 y 1163)

Todos los seres humanos que llevamos a cabo en alguna forma decidir o resolver situaciones que afecten a otras, nos olvidamos de revisar su naturaleza personal, y creo que a veces el mismo juzgador atraviesa por esa situación, por lo que esta propuesta es con el ánimo que el órgano jurisdiccional se sensibilice al dictar su resolución y le otorgue a todas las personas, su derecho natural a la defensa de sus intereses, y los coloque en igualdad de condiciones no tan sólo jurídicas, sino también físicas y mentales.

PROYECTO.-  ARTICULO 157 BIS.-  Para el caso de que alguna de las partes del juicio de amparo fuera una de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta Ley, antes de dictar su resolución definitiva, el juez revisará minuciosamente el expediente, verificando que las personas de que se trate hayan sido representadas en el proceso con la debida diligencia, pudiendo desahogar cualquier diligencia, inclusive tratándose de pruebas, que a su juicio hayan quedado pendientes y que se consideren importantes para el resultado del juicio de amparo.(Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, página 1378)

"Artículo 157.- los jueces de distrito, bajo su más estricta responsabilidad, pondrán los juicios de amparo en estado de resolución en un término que no exceda, en ningún caso, de noventa días a partir de su radicación; deberán, en todo caso, dictar sentencia y publicarla dentro de los quince días siguientes a la fecha de celebración de la audiencia constitucional".

por la atención y benevolencia que tengan a bien prestar a estos breves y modestos comentarios, me es grato expresarles mi más atenta y distinguida consideración. ". (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1816)

ARTICULO.-   Se propone reformar el artículo 157 de la Ley vigente, para excluir  la referencia a leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia, por la modificación a la formula otero. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1933)

ARTÍCULO 157. Los Jueces de Distrito o magistrado del Tribunal Unitario de Circuito cuidarán de que los juicios de amparo no queden paralizados, especialmente cuando se alegue por los quejosos la aplicación por las autoridades de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, proveyendo lo que corresponda hasta dictar sentencia, salvo los casos en que esta ley disponga expresamente lo contrario.

El Ministerio Público cuidará del exacto cumplimiento de esta disposición, principalmente en los casos de aplicación de leyes declaradas jurisprudencialmente inconstitucionales, y cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, de la libertad, o entrañe deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2240)

ARTÍCULO 157.- Los jueces de Distrito cuidarán de que los juicios de amparo no queden paralizados, especialmente cuando se alegue por los quejosos la inconstitucionalidad de una ley declarada así por jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su aplicación, proveyendo lo que corresponda hasta dictar sentencia, salvo los casos en que esta ley disponga expresamente lo contrario.      

El Ministerio Público cuidará del exacto cumplimiento de esta disposición, principalmente en los casos en los cuales se impugne la inconstitucionalidad de una ley declarada así por jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su aplicación  y cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, de la libertad, o entrañe deportación, destierro o alguno de los prohibidos artículos 22 de la Constitución Federal. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, página 33)
TITULO TERCERO

DE LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 158.  El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a los principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio.

PROPUESTAS

Le recordaría sobre el Amparo Adhesivo que tendrá por objeto impugnar violaciones procesales y evitar la multiplicidad de Amparos posteriores, es decir, terminar de una vez por todas esa fiebre amparil, sin razón y tan solo porque algunos Abogados sin escrúpulos se ufanan para salirse con la suya y crear esa figura de ficción que en el Argot de la Comunidad de litigantes se conoce como Fiebre Amparoide. (Roberto Durán Cruces, Tomo I, página 2)

La procedencia indiscriminada del juicio de amparo contra sentencias que ponen fin a las mencionadas contenciones ordinarias, ya sean federales o locales, cuando las partes consideran que no fue aplicado debidamente el derecho, prolonga considerablemente la duración de los litigios comunes que, en esas condiciones, se vuelven de cuatro instancias (dos propias y dos en grado de amparo), debido a lo cual es absolutamente recomendable restringir la acción del juicio de garantías cuando se trate de problemas de estricta legalidad. De lograrse algún avance sobre este aspecto, los jueces de amparo dejarían de ser revisores permanentes de los juzgadores ordinarios, en tanto que ninguna de las partes en conflicto resultaría perjudicada si se toma en cuenta que el abuso de las instancias defensivas puede favorecerlas o perjudicarlas, según resulten vencidas o triunfantes en las primeras etapas del proceso.

Desde otro punto de vista, esta limitante sería muy sana a la luz del federalismo, en virtud de que los jueces de amparo, que invariablemente forman parte del Poder Judicial de la Federación, dejarían de supervisar rutinariamente a los órganos jurisdiccionales de las entidades de la república con motivo de la resolución de controversias que sólo revisten interés estatal, municipal o local para el Distrito Federal.

De atenderse estas reflexiones, los juzgados y tribunales de la Federación quedarían aligerados de una gran carga de trabajo, lo cual les permitiría atender con mayor dedicación, tiempo y elementos los asuntos que, incuestionablemente, deben ser de su competencia y tiene mayor significación para el país. (Ivan Rueda Heduán, Tomo I, páginas 117 y 118)

Expuesto todo lo anterior se tiene, por un lado, que la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Jurisprudencia por Contradicción invocada al principio de este estudio, sustentó el criterio de que las violaciones procesales por regla general son impugnables en amparo directo y que sólo por excepción son impugnables en amparo indirecto, en los casos ya señalados;  y por otro lado se tiene que, para que éste tipo de infracciones pueda impugnarse en amparo directo deben encuadrar en materia civil en alguna de las diez primeras fracciones del artículo 159 y en materia penal en alguna de las dieciséis primeras fracciones del artículo 160, y que de no ser así sin embargo si existe analogía con cualquiera de ellas, la violación procesal puede reclamarse en la vía directa.

De todo lo anterior, yo advierto que así como lo entiende la tesis jurisprudencial no existe armonía entre los artículos 107 fracción III inciso a) de la Constitución, 158 primer párrafo, 114 fracciones III, IV y V y los artículos 159 y 160 de la Ley de amparo porque mientras conforme a los tres primeros la regla general es que las infracciones al procedimiento deben impugnarse en amparo directo y sólo por excepción en indirecto; conforme a los segundos 159 y 160 de la Ley de Amparo sólo son impugnables en esta vía las violaciones procesales que se indican y las que con ellas guardan analogía.

En otras palabras, encuentro que si atendemos a lo señalado por los artículos 159 y 160 de la Ley de Amparo sólo son impugnables en amparo directo las violaciones procesales que encuadren expresamente en cualquiera de las fracciones de los preceptos señalados o bien analógicamente, y en caso de no ser así no serían impugnables en tal vía.  Así incluso lo entendieron originalmente los Tribunales Federales tanto así, que se razonaba la analogía; y ahora se tiene que, conforme al criterio jurisprudencial mencionado las violaciones al procedimiento generalmente son impugnables en amparo directo y sólo por excepción lo son en la vía indirecta en los casos que señala el artículo 114 fracciones III, IV y V de la Ley de Amparo.

En la forma últimamente referida se abre más la puerta de las violaciones procesales que pueden impugnarse en amparo, y así va a proliferar aún más este juicio y los Tribunales Federales encargados de su conocimiento, y eso al parecer es lo que se trata de evitar. (Jesús R. Sandoval Pinzón, Tomo I, páginas 393 y 394)

Adicionar un artículo 158-bis, con el siguiente texto:

Artículo 158 bis. En los casos del artículo anterior. la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses. puede adherirse al amparo interpuesto por e! quejoso. dentro del término de diez días. contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del amparo. expresando los conceptos de violación correspondientes; en este caso. la adhesión al amparo sigue la suerte procesal de éste. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 494)

Como es sabido, el juicio de amparo directo, es aquél que procede en contra de sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin a un juicio, respecto de los cuales, no proceda ningún recurso ordinario mediante el que puedan ser modificados, por violaciones cometidas en ellos o dentro del procedimiento, que trasciendan al resultado del fallo.

Dicho juicio, sólo puede ser promovido por la parte a la que perjudique la sentencia, laudo o resolución, ya que en términos del artículo 73 fracción V de la Ley de Amparo, "El juicio de amparo es improcedente: ... V. - Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso.", ya que se considera que lo que causa agravio es la resolución que puso fin al juicio, y en consecuencia, si una parte obtuvo sentencia favorable, es lógico pensar que, a pesar de que hubiera existido alguna violación durante el procedimiento, ella no le causó perjuicio alguno.

Por otra parte, para una mejor comprensión del presente problema, es conveniente destacar que, salvo el caso previsto en la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo, que se refiere a las resoluciones sobre constitucionalidad de leyes, contra las ejecutorias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, no procede recurso alguno; esto es, que se convierten en la verdad legal.

Ahora bien, tal como está regulado el juicio de amparo directo en el artículo 107 constitucional y en la vigente Ley de Amparo, no está contemplada la adhesión a dicho juicio constitucional, por parte del tercero perjudicado, lo que estimamos que es una gran laguna, por los siguientes motivos: 

En primer término, debido a la firmeza de las ejecutorias dictadas con motivo de un juicio de amparo directo, ya que éstas no pueden ser modificadas (con la salvedad manifestada en párrafos anteriores) mediante algún ulterior recurso, en el supuesto de que al dictar una ejecutoria de amparo, el Tribunal Colegiado correspondiente, o la Suprema Corte de Justicia de la Nación en caso de que ejercite la facultad de atracción, determinen que es procedente conceder el amparo solicitado, el tercero perjudicado, a quien el acto reclamado beneficiaba, está jurídicamente imposibilitado para impugnar las posibles violaciones que se hubieran cometido en ese acto, o durante el procedimiento, con lo que puede dejársele en estado de indefensión.

Para ejemplificar lo anterior, un caso que frecuentemente se presenta, es en aquellas ocasiones en que existe una violación procesal, tal como el desechamiento de una prueba de quien a la postre obtuvo sentencia favorable, y en consecuencia, no está legitimado para promover el juicio de amparo directo, sin embargo, su contraparte sí acude a dicho juicio, y en él se determina que se deje insubsistente el acto reclamado y se dicte una nueva sentencia o laudo, en la que siguiendo los lineamientos de la ejecutoria de mérito, se considere que es el quejoso quien acreditó la procedencia de sus acciones, sin haberse considerado la existencia de violaciones a las garantías individuales de la contraparte.

En el supuesto anterior, la violación en contra de los intereses del tercero perjudicado, no pudo ser combatida, por lo que a pesar de que el procedimiento adolecía de un vicio que perjudicó a la parte que originalmente obtuvo sentencia favorable, ésta no pudo atacar tal vicio, y se le dejó en estado de indefensión.

Como el ejemplo anterior, se pueden mencionar muchos, como pueden ser aquéllos en que al momento de dictar sentencia no se valoró una prueba, o que la responsable no estudió todas excepciones hechas valer, o no consideró todos los hechos controvertidos, etcétera, y no obstante ello, la parte a quien perjudican tales omisiones, obtiene fallo a su favor; sin embargo, en el juicio de amparo directo, se resuelve en cuanto al fondo, en su contra, y como dicha ejecutoria es inatacable, las violaciones cometidas en la sentencia que constituyó el acto reclamado, no pueden ya hacerse valer, con lo que se le dejaría en absoluto estado de indefensión.

Igualmente ocurre que se dicte una ejecutoria para efectos de reponer un procedimiento en el que existiendo violaciones en contra del tercero perjudicado, no se han impugnado, ya que el juicio de amparo directo, sólo se ocupa de los conceptos de violación, y de ellos se desprendió la existencia de violaciones hechas valer por el quejoso; en consecuencia, podría ocasionarse una excesiva dilación en la resolución del conflicto, ya que será hasta que se dicte una sentencia que perjudique los intereses de quien, en el juicio de amparo fue tercero perjudicado cuando se estaría en aptitud de combatir las violaciones procesales que le afectaron.

Así, de permitirse a la contraparte adherirse al amparo promovido por quien perdió en el juicio original, podría, en la misma sentencia o ejecutoria, la autoridad que conozca del amparo directo, estudiar y resolver todas las violaciones que en ese momento se presentaran, evitando así, una serie de juicios de amparo, con el correspondiente perjuicio económico para las partes, y mayor carga de trabajo para los propios Tribunales, en detrimento, incluso, de la garantía individual consagrada en el artículo 17 constitucional, consistente en la expedita impartición de justicia.

Por último, es conveniente apuntar que la eficacia del amparo directo adhesivo que se propone incluir en la Ley de Amparo, dependería de que en caso de que existan violaciones a las garantías individuales, las mismas deban combatirse de manera conjunta con el amparo directo promovido, de lo contrario, se entenderían consentidas. Esto se justifica debido a que, si adherirse al amparo de la contraparte fuera potestativo. la parte que decide no promover tal figura, podría retardar el procedimiento. pues tendría la seguridad de que existe una violación que está latente, y en caso de que se dicte una resolución que sea contraria a sus intereses, la haría valer, lo que sería tanto como que el Tribunal que resolvió el primer amparo, tenga que estudiar de nueva cuenta el negocio, situación que hubiera podido hacerse en la primera ocasión, y se evitaría el retardo en la solución del conflicto.

CONCLUSIONES

Resulta necesario incluir el amparo directo adhesivo, para el efecto de evitar que se pueda dejar en estado de indefensión a la parte que, no obstante que existen violaciones en su contra, obtuvo una sentencia a su favor, ya que al acudir como tercero perjudicado al juicio de amparo directo, está imposibilitado para hacer ver tales violaciones a la Autoridad Federal.

Por las razones expuestas, proponemos que se realicen las siguientes adiciones y reformas:

1.- Artículo 107 fracción III de la Constitución:

Dice: "Cuando se reclamen actos de Tribunales Judiciales, Administrativos o del Trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes: a), b), c), …”

Adicionar:

“d) En el caso del inciso a) anterior por la adhesión del tercero perjudicado al juicio promovido por el quejoso.”

2.- Ley de Amparo:

Artículo 73 fracción XII.-

Dice: “Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los artículos 21, 22 y 218.”

Adicionar:

o por la falta de adhesión al juicio de amparo, en el caso del artículo 158, tercer párrafo. (cuya modificación se propone adelante).

Artículo 158, adicionar un párrafo tercero:

“El tercero perjudicado podrá adherirse a la demanda de amparo promovida por el quejoso, para el efecto de hacer valer las violaciones procesales o de fondo en que haya incurrido por la autoridad responsable, aun cuando no le causen perjuicio inmediato. La adhesión deberá promoverse en el término de quince días hábiles, contados a partir de la fecha en que se le notificó la interposición de la demanda de amparo.”

Artículo 161:

Dice: “Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores, sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio,... o al adherirse a dicha demanda.

Artículo 165 BIS:

“El tercero perjudicado puede adherirse al amparo interpuesto. Dicha adhesión deberá presentarse ante la autoridad responsable dentro del termino de quince días, contados a partir de que sea emplazado, expresando los conceptos de violación correspondientes; en este caso la adhesión a la demanda sigue la suerte procesal de ésta.”

Artículo 166 fracción VII, deberá agregarse un tercer párrafo:

El adherente al amparo deberá precisar las violaciones cometidas en su contra que no le paren perjuicio inmediato y los fundamentos y causas de los posibles perjuicios inmediatos y reales que puedan presentarse en su contra en la ejecutoria que se dicte.

Artículo 169, agregar:

Cuando contra una misma resolución se presentasen diversas demandas de amparo, al cumplir con lo dispuesto en el párrafo primero, la autoridad responsable cuidará que todas sean remitidas al mismo Tribunal Colegiado de Circuito, en el caso de la competencia de estos, a fin de que sean vistos por el mismo magistrado relator. (María del Rosario Mota Cienfuegos, Tomo I, páginas 568 a 575)

El Sr. Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  haciendo referencia al problema del creciente número de asuntos que se ventila en los tribunales colegiados y juzgados de Distrito, aludió al sentir que sobre ese particular han externado en otras ocasiones, Presidentes de la República y de la Suprema Corte,  señalando que: "es mejor dar la oportunidad de promover un juicio de amparo, antes que restringirlo, ya que es la mejor defensa de los mexicanos". No obstante lo anterior esos buenos deseos en la práctica se llegan a convertir en verdaderos problemas, pues siendo encomiable e incluso conveniente, que el ciudadano mexicano cuente con los medios  necesarios para su defensa; sin embargo, no debe pasar inadvertido que no en todos los casos necesariamente deban de interponerse y conocer de ellos únicamente los Tribunales Colegiados de Circuito, sino sólo en aquellos casos en que el asunto revista determinadas características para evitar así, que con el abuso que se hace de este medio extraordinario de defensa se incremente el número de asuntos y pueda entorpecer la solución de otros asuntos que demandan una urgente solución.

Así,  es  necesario jerarquizar ciertos asuntos que por su cuantía,  importancia y trascendencia, por la pena impuesta, o por la privación de la libertad; o en fin por el problema que plantea, demandan una atención preferente de los cuerpos colegiados para su solución, de otros que no plantean tales cuestiones; de ahí que surge la idea de establecer nuevas bases para la distribución del trabajo y eliminar aquellos asuntos que no reúnan las características indicadas con el propósito de atender  preferentemente aquellos asuntos que tengan repercusiones graves para los gobernados.  Cabe  considerar  que  podía establecerse que para la procedencia del juicio de amparo ante un tribunal colegiado y de las revisiones ante el propio tribunal, es de examinar la cuantía del asunto, así como la importancia y trascendencia del mismo, la pena impuesta, como la  naturaleza individual o colectiva del problema; y en este sentido nos enfrentaríamos precisamente a la limitación de la procedencia del amparo y por consiguiente seleccionar la importancia del asunto y las demás cuestiones a las que se hizo referencia, ubicando esta competencia en los tribunales colegiados para conocer de estos asuntos y los que no revistan estas características en otros tribunales; pero si bajo esas ideas no se proscribe la acción de amparo y se piensa que la competencia de los asuntos de menor entidad conozcan otros tribunales, entonces tendríamos a los tribunales colegiados de circuito con una carga menor de trabajo y hacer factible la pronta y expedita administración de justicia; el problema está en considerar quiénes serían esos tribunales de amparo que conocieran de los asuntos de menor cuantía, de penas menores, y de aquellos asuntos  que  no  fueran  de  importancia  o trascendencia, pero que para un determinado gobernado que carece de recursos económicos o que su asunto sin tener esa circunstancia, para el gobernado sí revista la mayor importancia y trascendencia; y en ese sentido es conveniente que se establezca quiénes pueden conocer de esos asuntos.  Sobre este particular me permito pensar en salas colegiadas en materia de amparo que se establezcan en los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, para que conozcan de esos asuntos de poca cuantía o de escasa importancia y trascendencia, o de una pena menor. Pudiera pensarse que el Foro Mexicano, siempre ha recurrido a la Justicia Federal como garantía de imparcialidad, de preparación y confianza para que ésta sea la que emita esa última decisión judicial, pero en favor de esas inquietudes, habla la Institución del juicio de amparo, que en sus disposiciones legales encuentra el sustento para su aplicación; y por la otra que los Tribunales locales ya tienen una avanzada experiencia en materia de amparo, como lo es la competencia anexa o auxiliar que tienen asignada los jueces de primera instancia en amparo indirecto cuando se establece en su artículo 38 la posibilidad de recibir la demanda de amparo para ordenar que las cosas se mantengan en estado que se encuentran por el término de 72 horas en aquellos lugares donde no resida juez de distrito; y en la fracción XII, del artículo  107  Constitucional,  se  establece  la jurisdicción concurrente de aquellos asuntos en que se alega violaciones a las garantías de los artículos 16, 19 y 20 en materia penal, pudiéndose reclamar las violaciones que se cometan ante el superior del tribunal que realice la violación, o ante juez de distrito que corresponda. 

Además, en la actualidad y a propósito de amparos directos la tramitación del juicio es auxiliado en una primera etapa por las autoridades responsables, ya que es por conducto de ellas quienes certifican la temporalidad de su presentación, realizan los emplazamiento a las autoridades y a los terceros  perjudicados y remiten integrados expedientes a los tribunales de circuito para el subsecuente trámite respectivo; de tal manera que ya los tribunales ordinarios constituyen  de  por  sí  auxiliadores  de  la administración de la justicia federal, mayor razón para que la competencia de determinados asuntos de  poca  cuantía  o  de  escasa importancia, trascendencia o de penas mínimas corresponda en definitiva su resolución a los tribunales superiores de justicia de los  Estados actuando como auxiliares de la  justicia federal en materia de amparo, con lo cual alcanzarían así su mayoría de edad en asuntos que deberían de concluir en definitiva ante la justicia común.  Por otra parte con ello se vendría a rescatar en cierta medida el auténtico federalismo delegando en favor de los tribunales ordinarios en relación a las materias civil y penal determinados asuntos que por su cuantía o por la pena impuesta deben de concluir ante la justicia común. Desde luego podría pensarse también en que en esos casos  los tribunales colegiados de circuito, no perdieron su competencia originaria para ocuparse de su conocimiento  por  razones excepcionales, debiendo en este caso expresarse las razones por las cuales el gobernado considera  que su asunto presenta peculiaridades especiales por las cuales deba conocer la justicia federal, tales como la parcialidad de las autoridades, o que el criterio de interpretación sea excepcional,  lo que desde luego deberá bajo protesta de decir verdad expresarse ante el tribunal colegiado respectivo, y con algún principio de prueba, que lo respalde; en cuyo caso quedará a discreción del tribunal colegiado avocarse al conocimiento del asunto, ejerciendo así o no su competencia originaria, correspondiendo al magistrado instructor, en este caso, el presidente del tribunal colegiado el que califique la competencia para conocer del asunto, y en caso de no estimarse así y de que el asunto se interpuso con el solo propósito de entorpecer la tramitación ordinaria se autorice la imposición de multa.

Cabe advertir que incluso los tribunales del orden común constantemente discuten la competencia constitucional  de  los tribunales federales para conocer en amparo directo de sus sentencias definitivas, cuestionando incluso la preeminencia del poder judicial federal sobre sus fallos;  empero,  al  margen  de  cualquier consideración   que   involucra   problemas relacionados con la supremacía del Poder Judicial Federal sobre el local, que en nada auxilia la solución del creciente aumento de asuntos, es necesario reflexionar sobre la proposición que se plantea con el único objeto de atender en forma preferente los asuntos que revisten mayor importancia y trascendencia, tanto por su cuantía, como por el problema que plantean, o por la pena que se impuso, y aligerar así en parte el creciente aumento de asuntos en los tribunales colegiados de circuito, en lo que se refiere a las sentencias definitivas en materia civil y penal, para lo cual es necesario hacer conciencia en la administración de justicia local de los cambios en la competencia del amparo directo.

Debiendo entenderse que la problemática corresponde tanto a la justicia ordinaria como a la justicia federal y que sólo con el sentido de cooperación podrá realizarse este nuevo cambio de competencia en el amparo directo.

Aun así, si por razones de operatividad administrativa y sobre todo de naturaleza económica no es factible que la competencia de esos asuntos de poca importancia quedaran ubicados en la administración de justicia ordinaria como una competencia auxiliar, de cualquier manera  las  ideas  de  que  esos  asuntos correspondan en conocimiento a otros tribunales debe de subsistir, precisamente para concentrar en los tribunales colegiados los asuntos que sólo revistan las características que se mencionan, y en este caso pueden aplicarse las mismas ideas que sustentaron a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para seleccionar por su importancia los asuntos de su conocimiento, sin renunciar a su competencia originaria, pudiendo en todo caso pensarse en los tribunales unitarios de circuito para que conozcan de ese tipo de asuntos dejando así en la justicia federal el conocimiento del juicio de amparo. (Marco Antonio Arroyo Montero, Tomo I, páginas 618 a 622)

Planteamiento del problema. 

El juicio de amparo nació como un medio para tutelar la Constitución de las posibles violaciones que cometan las autoridades del estado, en las diversas hipótesis de procedencia establecidas en el artículo 103 constitucional.

Ahora bien, en nuestro régimen dicha finalidad del juicio de amparo se ha ampliado no solamente a tutelar directamente la Constitución, sino que a través de la garantía de legalidad, consagrada en los artículos 14 y 16, se extiende a los ordenamientos legales secundarios; mismo que se puede combatir tanto en vía directa o indirecta, según las diversas hipótesis que prevén los artículos 114 y 158 de la Ley de Amparo.

Como se puede ver, el amparo de legalidad puede tramitarse en la vía indirecta, cuyo procedimiento consta de dos instancias, o en  la vía directa, en el que el conocimiento del acto se hace en una sola  instancia; es aquí donde surge la iniquidad en el juicio de amparo en materia judicial, pues un mismo caso y según las circunstancias en que se pronuncie el mismo puede ser visto en una u otra vía, una, la  indirecta que es más lenta, y otra, la directa que es más ágil; siendo en ese  punto donde surge la propuesta de que sea eliminado el juicio de amparo indirecto judicial y sea resuelto en forma directa que en términos de economía procesal es más expedito.

Desarrollo del Tema.

El amparo es un proceso constitucional autónomo, entendiéndose por proceso un conjunto de actos procedimentales de las partes y  los tribunales que culminan con la resolución, donde se discute si la  actuación de la autoridad responsable violó o no las garantías individuales del gobernado.

El juicio de amparo promovido ante juez de Distrito se entiende que es juicio, toda vez que se siguen todos los actos procedimentales que culminan con la sentencia, sin embargo, el juicio de amparo  directo se ha entendido como un recurso, ello en virtud del control de la  legalidad, tomando en consideración las violaciones indirectas a la  Constitución, en donde el tribunal de amparo se convierte en un tribunal revisor  porque analiza las violaciones a las leyes ordinarias o secundarias, de ahí que se habla de su semejanza con el recurso de casación y en donde la sentencia que se dicta determina la inconstitucionalidad del acto reclamado y, si se cometieron violaciones al procedimiento, se repondrá éste a partir del momento en que se incurrió en la violación.

Con base en lo anterior, se podría sostener que en el juicio de amparo indirecto, de manera natural se ven las violaciones  directas a la Constitución y, en el directo, que es propiamente un recurso  extraordinario de legalidad, se analizan las violaciones indirectas. Pero lo anterior no es así, ya que encontramos en algunas hipótesis de procedencia del amparo indirecto, específicamente las fracciones III y IV del artículo 114 de la Ley de Amparo, que en ellas se contemplan cuestiones específicas de legalidad, pues se pueden impugnar en estos  casos, actos dictados  fuera de juicio o después de concluido, así como aquéllos que son dictados dentro del mismo, que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación, analizándose en éstos si las normas específicas en que se fundan son las exactamente  aplicables al caso que se resolvió; como puede ser, cuando se analiza la personalidad, la procedencia de la vía, un auto de formal prisión, la sentencia que confirma un remate, el auto que desecha parcialmente una demanda y otras que serían innecesario  mencionar.

Ahora bien, podemos advertir que algunos de los ejemplos que enunciamos en el párrafo anterior, pueden ser analizados no sólo en la vía indirecta sino también, en la directa, cuando se dan determinadas condiciones. Así tenemos que en materia de personalidad la resolución que la desestima se combate en forma indirecta, y la que tiene por no acreditada la personalidad del actor, como ya se considera que es una resolución que puso fin a juicio, es impugnable por la vía directa; como ese caso podríamos enumerar muchos, como el desechamiento total de una demanda que es directo, y el desechamiento parcial es  indirecto,  etc.

Como podemos advertir, el juicio de amparo en materia de legalidad no es congruente, pues para un mismo caso establece dos  vías distintas según las circunstancias del mismo, pues en uno se abre una instrucción para reunir pruebas y se sigue el procedimiento y  formalidades para dejar el asunto en estado de sentencia, como lo es en el amparo indirecto, en el otro, que es el amparo directo no. Surgiendo la duda, por qué en un caso es necesario abrir una instancia  para que se agote la instrucción, como lo serían las resoluciones que tienen por reconocida la personalidad al actor; y en esa misma hipótesis de personalidad pero cuando se desconoce la misma, se acude directamente al juicio de amparo. ¿Qué no en las dos se analizó la personalidad, a través de las normas que la rigen?, entonces ¿era necesario abrir un juicio a prueba y dejarlo en estado de resolución? La  respuesta a la primera  interrogante es SI, es el mismo problema, y a la segunda NO, pues no se considera necesario, dado que las constancias ya estaban integradas; por ende se propone que el amparo judicial de legalidad que contemplan las fracciones III y IV del artículo 114 de la Ley de Amparo sean trasladadas a las hipótesis de procedencia que contempla el artículo 158 de la misma ley, para que estas sean analizadas en la vía directa y así resolver el juicio en forma más ágil y menos engorrosa, y con las siguientes ventajas:

Ahorro de una instancia.

Estudio de los conceptos de violación en forma directa, y no  a través de los agravios.

c)
Cuando se reclame una ley, no será necesario llamar a juicio a las autoridades que la emitieron.

d)
La autoridad judicial responsable ya no estará legitimada para interponer revisión, lo cual estaría acorde con los criterios jurisprudenciales que en ese sentido se han pronunciado.

e)
Al ser más ágil el proceso se provocaría que ya no fuera utilizado para entorpecer los juicios, y que los hacen largos y tediosos.

Adviértase que no se hace referencia a la fracción V del artículo 114 de la Ley de Amparo, pues en ésta se habla del tercero extraño o cuando la ley o acto reclamado no establezcan ningún recurso, pues en estos casos, generalmente estamos ante violaciones directas a la Constitución, por ende, en estas hipótesis es necesario que el procedimiento de amparo se vea en forma de juicio, por ende, la  vía indirecta es la adecuada. En este caso también hay que contemplar al tercero extraño por equiparación.

Finalmente, para redondear lo anterior se haría necesario, para evitar la proliferación de juicios de amparo directo, se estableciera el amparo uniinstancial adhesivo, para que así en una misma resolución se pudieran analizar todos los aspectos del litigio. (José Manuel de Alba de Alba, Tomo I, páginas 628 a 632)

El más grande placer del mundo es servir a los demás, haciendo lo que otros dicen no se puede hacer.

La solución que se propone no es propia y si algún mérito tiene, proviene de la angustia de ver esfuerzos infructuosos por hacer realidad aquél pensamiento hermoso de Don José María Morelos, cuando soñaba que cada habitante tuviera un lugar y una manera de ser amparado contra actos de la autoridad.

Pienso, si tan ilustre patriarca habrá incluido en su sueño el amparo judicial, y me contesto que no, porque si así hubiere sido, de sueño tornaría a pesadilla.

Medito si los defensores de crear el artículo 14 Constitucional para convertir en garantía individual, el que las sentencias civiles y de lo criminal se ajustaran a las leyes respectivas; hubiesen conocido los efectos del amparo judicial, sobre todo en la vía directa, seguramente su pensamiento lleno de ideales humanitarios, se habría tornado más mesurado y buscado fórmulas que impidieran su proliferación indiscriminada, para impedir que tan magnífica institución se convirtiera en gran porcentaje, en un arma para destruir lo que se pretendía obtener.

La fórmula que se recoge de la historia es procesalmente hablando, “sentencia doble conforme”.

La Ley de Amparo de 1961, que no excluyó el amparo judicial, expresó en su artículo 18.

"Artículo 18.- Si la sentencia de vista fuere "conforme con la de primera instancia, causará "ejecutoria; pero si la revoca o modifica, será "suplicable siempre que dentro de cinco días se "interponga el recurso."

Este principio, aplicado ahora al amparo directo judicial, tendría por efecto determinar la improcedencia de dicho juicio contra sentencias de segunda instancia que hubiesen confirmado la apelada.

Con ello subsistiría el amparo directo contra sentencias que hubiesen modificado o revocado la apelada.

Subsistiría el amparo directo en materia laboral, administrativo y agrario; y solamente se restringiría en lo concerniente a lo civil latus sensu y penal, en aquéllos casos que se diera la uniformidad en dos instancias, lo cual ya sería una restricción a la acción de amparo directo judicial y se reflejaría en menores ingresos en esas materias.

No se han efectuado estadísticas que reflejen lo anterior, pero la observación práctica permite avizorar una disminución significativa de esa clase de juicios, lo que dará lugar a despachar los rezagos existentes sin acudir a la creación de más Tribunales.

Repercutiría en el aspecto económico con el aprovechamiento del presupuesto respectivo en los Tribunales existentes.

En lo político, se otorgaría mayor soberanía jurisdiccional a los Estados de la Federación.

Disminuiría considerablemente el número de contradicciones de tesis.

Eliminaría temporalmente la necesidad de nuevos nombramientos.

Obvio es, que la restricción propuesta, no encuadraría cuando en la demanda de amparo directo se expresaran conceptos de violación contra leyes por estimarse inconstitucionales y que esta puerta sería aprovechada por el foro para burlar la restricción.

Sin embargo, ello puede preverse creando como freno una sanción suspensiva del ejercicio profesional o su cancelación ante la reiteración de esa conducta.

No se piense que el privar de la acción de amparo a las sentencias definitivas que confirmaron la apelada, signifique un menoscabo a los derechos de los gobernados, porque en todos los Estados existen en sus leyes adjetivas, preceptos que limitan o restringen la procedencia del recurso de apelación en razón de la cuantía y ello no ha dado lugar a inconformidad alguna ni por ende se ha declarado la inconstitucionalidad de tales preceptos.

Consecuencia de todo lo expuesto, se propone la adición al artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su fracción III, inciso a), para condicionar la procedencia del amparo directo contra sentencias definitivas, cuando estas hayan revocado o modificado la sentencia apelada.

De igual manera, la adición al artículo 158 de la Ley de Amparo, para que refleje la misma condicionalidad y por último al artículo 37, fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con el mismo propósito.

Esta es a grandes rasgos, la propuesta que se hace ante tan insignes colegas y al pleno del Consejo de la Judicatura Federal y al Pleno de nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación, sin más pretensión que servir a México. (José Librado Fuerte Chávez, Tomo I, páginas 651 a 654)

La facultad de todo gobernado para acudir a pedir la protección de la Justicia Federal por violaciones a la garantía de legalidad deriva del artículo 14 constitucional segundo párrafo que dice:

"Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan  las formalidades esenciales del  procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho."

Los antecedentes de dicho precepto, según palabras del maestro Tena Ramírez, se remontan a los proyectos de Rejón y Otero, conforme a  los cuales a los individuos debía protegérseles no sólo contra las violaciones a la Constitución, sino también de las leyes que no estaban de acuerdo con ella (garantía de legalidad ).

Esta orientación se perdió en la constitución de 1857, en la que se relacionó la procedencia del amparo únicamente contra las violaciones de la Constitución; pero como al numeral 14 de dicha Carta Magna establecía que nadie podría ser juzgado ni sentenciado sino por leyes exactamente aplicables al hecho, ello fue argumentado por los litigantes y se hizo triunfar en la  Corte, la tesis de que la garantía resultaba infringida cuando la ley no se aplicaba exactamente.

En contra de tal interpretación se alzaron voces, como la de Don Emilio Rabasa quien sostenía que ese punto de vista era contrario al sistema federal ya que el correcto sentido del "debido proceso legal" que como garantía consagraba el artículo 14 constitucional, se colmaba mediante la forma de juicio.

La interpretación de la Corte se impuso al cabo, por tres razones fundamentales:

1). La desconfianza del pueblo mexicano a la justicia local, sometida muchas veces a los caciques, de los políticos, del Estado y de los gobernantes (ratificada incluso por Rabasa en 1921);  

2). La idea de centralizar la justicia a través del amparo derivada de una raigambre fuertemente centralista;  

3). El individualismo del amparo, originado de la idea de que al gobernado le preocupa protegerse a sí y no a la constitución.

Aunque no es el objeto principal de este trabajo, es preciso reconocer que al menos la primera de las razones expuestas se corrobora con el discurso pronunciado por Don Venustiano Carranza en la sesión inaugural del Congreso Constituyente de fecha 1° de diciembre de 1916, en el que sostuvo que si bien la interpretación del artículo 14 de la Constitución de 1857 dio como resultado que la autoridad judicial de la federación se convirtiese en revisora de todos los actos de las autoridades judiciales de los Estados, como justificación adujo que ello se debía a la "necesidad ingente de reducir a la autoridad judicial de los Estados a sus justos límites, pues bien pronto se palpó que convertidos los jueces en instrumentos ciegos de los gobernadores, que descaradamente se inmiscuían en asuntos que estaban por completo fuera del alcance de sus atribuciones, se hacía preciso tener un recurso, acudiendo a la autoridad judicial federal para reprimir tantos excesos”.

Los antecedentes mencionados explican el origen del amparo para la defensa de la garantía de legalidad, y que al inicio de la vigencia de la Constitución de 1917 e incluso hasta los años cincuenta, correspondía conocer de él en exclusiva a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

El número de asuntos que generó la cada vez creciente población, provocó que la Suprema Corte resultara insuficiente para hacerle frente a tan colosal tarea, al grado que sus miembros en dictamen fechado el 17 de julio de 1945, elaboraron un proyecto de ley para abatir el rezago en amparos civiles.

El esperado anhelo de abatir la carga de trabajo de la Corte se cristalizó en el año de 1951 cuando se crearon los tribunales colegiados para resolver las cuestiones relativas a las violaciones cometidas durante la secuela del procedimiento; con el mismo motivo siguió la reforma de 1968, conforme a la cual dichos tribunales, además de las violaciones procesales, podían conocer de sentencias definitivas por "violaciones de garantías" pero sujetos a la cuantía del negocio, penas etcétera; en 1988, se otorgó a los mencionados órganos la competencia de resolver problemas de legalidad en todo tipo de asuntos; en 1994, a través de reforma constitucional se facultó a la Corte para remitir a los  tribunales colegiados asuntos en revisión contra sentencias de jueces de Distrito cuando se reclama la inconstitucionalidad de una norma y exista jurisprudencia sobre el tema; y finalmente a partir de 1999, el Máximo Tribunal tiene facultad para remitir a los colegiados los recursos de revisión que se promuevan en contra de las sentencias de los jueces de Distrito en las que se haya analizado la constitucionalidad de normas generales y que no sean  de ¡importancia a trascendencia para el orden jurídico nacional.

Huelga decir que todas las reformas legales tienen plena justificación en la medida en que le han permitido a la Suprema Corte tener con mayor plenitud, el carácter de tribunal constitucional y conocer en el futuro asuntos inéditos o que comprendan un alto nivel de importancia y trascendencia. 

Empero, esas acciones han provocado reacciones que se traducen  esencialmente  en  el  crecimiento  de  tribunales colegiados, que a nuestro juicio debe tener un límite, no sólo por la dificultad administrativa y económica que ello conlleva sino también porque las estadísticas muestran que alrededor el noventa por ciento de los amparos se niega la protección constitucional.

Desde luego que la forma más eficaz para solucionar parte del problema (pues queda pendiente la búsqueda de fórmulas respecto de los juicios laborales y administrativos)  sería la de proscribir el amparo directo en contra de las sentencias definitivas dictadas por los tribunales de justicia estatales, con lo cual se cumpliría uno de los deseos de la Comisión Nacional de dichos órganos, contenida en la "Declaración de Querétaro", de 10 de noviembre de 1994, relativa a que el control de legalidad quede a cargo de "supremas cortes de justicia de los estados" y coadyuvaría al fortalecimiento del sistema federal en que se apoya dicho reclamo.

Empero, el camino  para  conseguir ese legítimo anhelo de los poderes judiciales de los estados se ve sumamente difícil cristalizar, pues ante sí está la costumbre del pueblo mexicano durante siglo y medio; de "pedir amparo" y una razón más que la sociedad tiene presente: La aunque cada vez menos frecuente intervención de gobernantes que influyen en la designación y remoción de magistrados estatales (incluso de quienes tenían el carácter de inamovibles) con la consecuente desconfianza de los gobernados y la justificación de que se preserve la garantía de legalidad a través del amparo directo ante los tribunales federales.

Seguramente en la mente de muchos mexicanos habrá más causas que justifiquen la procedencia de dicho medio extraordinario de defensa, como también las habrá en la de quienes piensen lo contrario, por tal virtud aprovecho este foro para sumarme a la  pretensión de los que creen necesario convocar a una consulta nacional para determinar lo que al respecto quiere la sociedad.

Pero mientras esa consulta no se realice, es preciso encontrar a corto plazo soluciones intermedias para que el amparo directo únicamente proceda en casos excepcionales.

La fórmula que se propone es la siguiente:

PROCEDENCIA:

Procederá el amparo directo en contra de sentencias definitivas dictadas por los tribunales estatales en los que se aduzca violación a la garantía de legalidad, en los casos siguientes:

A). MATERIA PENAL:

1). Cuando el quejoso se encuentre privado de libertad.

2). Cuando se advierta una violación manifiesta de la ley en contra del sentenciado o víctima en su caso.

3). Contra las sentencias dictadas en procesos uniinstanciales.

4).- En  cualquier caso cuando el  asunto sea importante y trascendente.

b). MATERIA CIVIL:

1). Contra sentencias que afecten derechos de menores o incapaces, en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia.

2). Cuando se advierta que se haya cometido una violación manifiesta de la ley en perjuicio del quejoso.

3). Cuando el asunto sea importante y trascendente.

TRAMITAClÓN:

En cuanto a la tramitación consideramos que debe seguirse un sistema similar al que contiene el acuerdo 5/1999 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo. La adecuación podría quedar así:

Una vez verificado que se cumplieron con los requisitos formales, el presidente del Tribunal Colegiado, admitirá el juicio de amparo, y especificará que ello es sin perjuicio de que se cumplan los requisitos de procedencia, y hechos los trámites de ley lo turnará al magistrado ponente.

Si el magistrado ponente considera que se surten los requisitos de procedencia, formulará proyecto que someterá a la consideración del Pleno.

Si el magistrado ponente estima que no se configuran los requisitos de procedencia requeridos, formulará dictamen en tal sentido, proponiendo el desechamiento del amparo.

El dictamen de desechamiento será presentado por el magistrado ponente y si fuere rechazado por la mayoría el mismo ponente deberá presentar proyecto de fondo ante el Pleno, sin perjuicio de que éste lo deseche posteriormente con base en razones distintas.

Si el dictamen de rechazo es aprobado por mayoría de los magistrados, el juicio de amparo será desechado y de inmediato se devolverán los autos a la autoridad responsable.

CONCLUSIONES:

PRIMERA.- Debe convocarse a una consulta nacional para discutir si los tribunales del poder judicial de la federación deben seguir conociendo del amparo directo para salvaguardar la garantía de legalidad en contra de las sentencias de los tribunales de justicia estatales.

SEGUNDA.- Mientras no se realice tal consulta, sólo deben admitirse los amparos directos cuando se reúnan los requisitos establecidos con anterioridad. (Paulino López Millán, Tomo I, páginas 656 a 663)

Art. 158. - El juicio de amparo directo es competencia del tribunal

colegiado  de  circuito  que corresponda, funcionando en Pleno o en salas unitarias, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y las disposiciones relativas de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, y procede   contra   sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por    tribunales   judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan  ser  modificados  o revocados, ya sea que la violación se corneta en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las  defensas  del  quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas  en  las  propias sentencias, laudos o resoluciones indicados. (Juan Manuel Arredondo Elías, Tomo I, páginas 680 y 681)

Los principios sostenidos en la vigente Ley de Amparo no son tan anacrónicos, que se requiera una nueva Ley, sino que la realidad requiere de reformas que fortalezcan el sistema democrático de la Justicia Federal, para nosotros son las siguientes:

I.- ELIMINACIÓN DEL AMPARO DIRECTO

Es deber del Presidente de la República, fortalecer el federalismo y el sistema democrático, como ya se ha hecho con las controversias y acciones constitucionales resueltas por la Suprema Corte y ahora los Tribunales Colegiados fallen sobre la aplicación de leyes locales; pues, a través del Amparo Directo, la autoridad Judicial Federal, conoce de las violaciones cometidas en sentencia definitiva, ya se trate de errores in procedendo o in iudicando. El amparo directo tiene la naturaleza de un RECURSO DE CASACIÓN, el artículo de los Códigos de Procedimientos Civiles (el federal de 1884), pasó a la Ley de amparo. “El artículo 131 de la Ley de Amparo de 1919, quitó la careta al amparo y lo presentó tal cual es: CASACIÓN”. ¿Dónde está el acto que vulnera la Constitución?.

La casación en que vive en el Juicio de Amparo, es una reminiscencia satanista, “so capa de evitar el caciquismo”; el mal continuó, y como una “sangrienta burla” por consideraciones políticas, se plasmó en la Constitución de 1917, desapareciendo la Justicia de los Estados para fallar en definitiva. El Constituyente del 17, en lugar de establecer la dignidad del fuero común, guiándose en la frase de Don Venustiano Carranza de que “los Jueces eran instrumentos ciegos de los gobernadores” para motivar el amparo casación, civil y penal, y citan la invocación a los legisladores, y no hubo protesta de algún gobernador “contra el triste remedio y mezquina promesa”, pero hoy lanzó el grito contra ese pecado venial, porque en los Estados hay juristas cuajados, magistrados con elevada moral e intelectual, que son ejemplo de independencia y dan pruebas de su capacidad.

Se necesita que los estados recobren su autonomía y su justicia que es sustraída a través del amparo directo.  Inmisericorde se sepulta la historia jurídica del federalismo, al retomar nuestro juicio de amparo “directrices casacionistas francesas, españolas e italianas, creando un conjunto híbrido, arbitrario y complicado y casi ineficaz”. (J. Ramón Palacios, La Suprema Corte y la Leyes Inconstitucionales, páginas 5, 6, 8 y 9 Ediciones Botas 1962).

La Corte de Vallarta integrada por MARTÍNEZ DE CASTRO, GUZMÁN, BAUTISTA, LANCASTER JONES y SÁNCHEZ GAVITO, han sostenido que la garantía de aplicación exacta de la ley contenida en el artículo 14 constitucional, valía para los juicios criminales, pues las palabras “juzgado y sentenciado” se emplean en los proceso criminales.

La Corte de VALLARTA admite el Amparo Directo contra Sentencias definitivas en materia penal (votos III, p. 23 y ss).

La Corte de Vallarta, funcionó como poder unitario; pues se pretendió y defendió que la Corte conociera de la inconstitucionalidad de las leyes y actos; para no vulnerar inmisericorde la autonomía de los Estados.

“VALLARTA, guiándose mas por un sentimiento de justicia que por la estricta interpretación del artículo 14 en relación con el 100 fracción I y 101 fracción I de la Constitución del 57, llegó a admitir el amparo directo ante la corte contra sentencias definitivas en el orden penal (Votos III, pág. 23 y sigts.), eliminando desde luego el amparo por los errores in iudicando y de actividades civiles que estaban debidamente garantizados en las leyes comunes…”. (J. Ramón Palacios Vargas, Instituciones de Amparo, pág. 358, Editorial Cajica, 1961).

VALLARTA, admitió el amparo casación fundándose en los artículos 14, 16, 19, 20, 21 y 25, que consagraban garantías del acusado y después el amparo judicial vivirá a expensas del amparo garantías.

Para el insigne magistrado IGNACIO L. VALLARTA, prestigiado Constituyente de 1856, consideraba a la desaparición del fuero local para procesar y fallar en definitiva, en juicios civiles “una sangrienta burla”. En torno a las sentencias definitivas impugnadas en amparo, VALLARTA, sostenía: “La corte no podría prever, aunque otra cosa no hicieran todas las causas civiles que a ellas viniera”, pues “el día que quedara consagrada como teoría constitucional –y ojalá que jamás suceda- quedaría irremisiblemente anegada y paralizada la corte, consumándose la total absorción de la justicia local por la justicia federal (ver EMILIO RABASA, el artículo 14, pág. 105 y ss).

VALLARTA tenía razón, pues la Suprema Corte y ahora los Tribunales Colegiados “pequeñas Supremas Cortes”, como los llamó el insustituible Ministro Don FELIPE J. TENA, tienen una competencia desorbitada, al absorber la justicia de las entidades federativas, convirtiéndose en un Tribunal ordinario de casación centralizada, función que sigue adueñada de la Corte con el tema de contradicciones de tesis y desplazada la competencia de legalidad a los Tribunales Colegiados.

Los Tribunales Colegiados no resuelven en audiencia pública y en muchas ocasiones destruyen el mérito de la sentencia que dictan los Magistrados de los Tribunales Superiores de los Estados. Sin embargo, la crítica no la dirigimos a su actuación, sino a los principios, al saqueo sin ideas federalistas de la soberanía de los Estados en demérito al régimen Federal, a las contradicciones de tesis que lógicamente no logran la Unidad Nacional a través de la jurisprudencia unificadora ni la Paz por el Derecho.

La teoría del ilustre jaliscience Don Ignacio L. VALLARTA, la expone la sentencia de JOAQUÍN VALDÉZ, que textualmente decía: “YO ME ATREVO A SOSTENER QUE TODOS AQUELLOS QUE AFIRMAN QUE LA GARANTÍA DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA CIVIL PUEDE CORRESPONDER A LA SUPREMA CORTE, SON UNOS IGNORANTES DE LA TEORÍA CONSTITUCIONAL”

“Pretender que el amparo surta los efectos de un recurso común, como la apelación, es desconocer la naturaleza de ambos, es confundir los principios, es hacer monstruosa mezcla del derecho constitucional y del civil. El amparo no juzga más que de la inconstitucionalidad de las leyes o actos de las autoridades y el recurso común sólo tiene la misión de corregir las injusticias que los jueces pueden cometer… No tengo necesidad de advertir que si desciendo del terreno constitucional al civil, no es porque me crea competente en mi carácter de Juez Federal para resolver cuestiones de aquella clase, sino sólo para comprobar con este mismo caso las iniquidades que de la mejor fe se pueden cometer, convirtiendo el amparo en apelación, resolviendo litigios civiles por medio del recurso constitucional.”

Vallarta siempre conceptúo una degradación o cuando menos un innecesario empequeñecerse, el que brotaba ineludible de la metamorfosis del supremo y dignísimo defensor de la pureza e imperio de la Constitución al laborioso y apto Juez común. No quiso arrojar la viril e insobornable toga de Ministro, para arroparse con el modesto atuendo del cultivado Magistrado de Tribunal de apelación. (Sentencia de CALVILLO).

Don EMILIO RABASA, nos dice:

“Empeñados litigantes y jueces en dar al artículo 14 la torcida aplicación que nunca pensaron los legisladores de 57, no buscaron jamás si podría tener otra de verdadera importancia constitucional, no investigaron sus orígenes ni su remota ni siquiera su inmediata historia; por analizarlo malamente con la gramática olvidaron el análisis jurídico que compara, relaciona y armoniza las diversas prescripciones de una ley, como partes de un todo que sólo en las cohesiones del conjunto revela la explicación y el oficio de cada parte. El mal fue así doble, pues a la vez que apareció en la Constitución un precepto bastardo, corrupto y perverso, desapareció el legítimo, uno de los más importantes de la Carta de 57”. (Autor citado, El Artículo 14 y El Juicio Constitucional, pág. 273, Editorial Porrúa, S.A., México, 1984).

El duelo fue largo y los postulantes al agotar sus argumentos, lejos de considerarse vencidos, las vigorosas exaltaciones que hacían del artículo 14, las trasladan al 16, y Vallarta evitando el amalgamiento del Amparo y atrofiamiento de la Corte, argumentó: “Cuando se reprobó, después de prolijo examen y reiterado estudio, la pretensión de extender el amparo a los juicios civiles por inexacta aplicación de las leyes, fue fácil notar que las doctrinas que no pudieron encontrar apoyo en el artículo 14 de la Constitución, fueron después de su derrota, a buscar asilo en el 16”… “se comprende luego que ella en el fondo es la misma de que usó para adulterar el sentido del artículo 14 de la ley suprema: es aquella doctrina que quería armar a la Corte de una omnipotencia judicial imposible en las instituciones humanas, haciéndola el juez supremo de todos los actos de todos los jueces de la República; es aquella doctrina que negó la interpretación judicial en todos los tribunales civiles, no queriendo reconocerla sino en la Corte para que así, so pretexto de juzgar de la aplicación exacta de las leyes, pudiera ella nulificar los fallos de todos los tribunales; es aquella que confundió la ley civil con la ley constitucional, pretendiendo que todos los derechos que aquella da, fueran protegidos por el recurso que ésta ha establecido para afianzar solo las garantías individuales que ella otorga; es en fin aquella misma doctrina que intentó convertir el amparo en monstruosa institución poniendo en peligro el prestigio, la existencia misma de ese benéfico recurso”. (Vallarta, “Cuestiones Constitucionales”, T. III, P.P. 34 y 35).

El artículo 26 del proyecto de la Constitución del 57 que definitivamente fuera el 14, nos dice Rabasa: “no fue nunca materia de discusión ni en su fondo ni en su forma”.

Dicho artículo “quedó en nuestra ley desnaturalizado por completo, falseado en su carácter, rebajado en su alteza, redundante y maltratado en su estructura”.(“El Artículo 14 y el Juicio Const.”, E. Rabasa, p. 12) “Por lo que a los orígenes se refiere, ya vemos que el artículo 14 no solo no merece un elogio; la crítica llega en este punto a su extremo de censura: el artículo 14 no es limpio linaje, es un espurio”. (Op. Cit., p. 18, Rabasa).

El uso del adverbio “exactitud” por el legislador fue impropio, para demostrar como entendía este concepto el constituyente, comenta el artículo 13, “Subsiste el fuero de guerra solamente para los delitos y faltas que tengan exacta conexión con la disciplina militar”: “Aquí no me atrevo a decir que haya simplemente intemperancia, pues hay una manifiesta impropiedad en el uso de la palabra exacto, que no puede emplearse referida a la relación, enlace o conexión de una cosa con otra”. (Rabasa, El art. 14 y 31 Juicio Constitucional, p. 54).

Repetimos con Rabasa “El artículo 14 de la Constitución se ve actualmente más que como un precepto que importa interpretar, como un problema que urge resolver”.

Naturalmente que en la construcción de VALLARTA contenía un error, al sostener que la ley penal es la que únicamente se aplica exactamente; pues el gran FRANCISCO CARRARA desde 1856 en su monumental tratado, había demostrado que la ley penal se interpreta “en la parte general y en la parte tipificadora”; de ahí que la Suprema Corte conoció del amparo directo penal por ese escotillón sentimental de VALLARTA; y la concepción de VALLARTA fue olvidada y ya MORENO CORA desde 1903 en su juicio de amparo nos muestra las abrumadoras estadísticas.

DON VENUSTIANO CARRANZA minimizó la justicia de los estados, criticó a los gobernadores que la prostituían y justificó la sustracción sin ideales federalistas la justicia penal a través del amparo directo, fundamentándose en la jurisprudencia de la Suprema Corte posterior a la corte de VALLARTA. Don VENUSTIANO CARRANZA llamó a los jueces de los estados “instrumentos ciegos de los gobernadores”, sin que nadie hasta la fecha viniese a combatirlo. El rezago no se hizo esperar y se cumplieron las profecías de VALLARTA y RABASA. El amparo judicial o casación sustrae inmisericorde la autonomía de los estados en olvido de los ideales federalistas.

El mal se sembró en la Constitución del 17, y se reprodujo en las leyes de amparo y se remozaba en la jurisprudencia posterior a Vallarta del régimen dictatorial.

El artículo 8º de la Ley Orgánica de 1869, estableció: “No es admisible el amparo en negocios judiciales”; pero la corte posterior a VALLARTA declaró procedente el amparo contra todos los actos EN EL JUICIO CIVIL. La Suprema Corte de 1857 “fue un tribunal de casación central revisor de todos los actos de autoridades comunes del orden civil en el ámbito de la república”. (J. Ramón Palacios, Estudios Jurídicos, pág. 169, Editorial Universidad de Nuevo León).

“La corte de VALLART de respetabilísima memoria, no fue más sabia que las que le han sucedido, no; lo que elevó a la altura a que no ha llegado otra laguna, fue que mantuvo siempre su tarea pareándose con los otros poderes y se negó a ser labor de tribunal de justicia, tanto como ser solícita cortesana del ejecutivo…. La corte de VALLARTA en su breve existencia comenzó a formar un cuerpo de precedentes que se impuso a los jueces y respetaron los letrados, no por ley conmitoria ni por cuenta del tendero, sino por la autoridad de aquel cuerpo que supo siempre ser el poder judicial, un poder supremo entre los supremos poderes”. (Organización de la Suprema Corte de Justicia y Juicio de Amparo, en Memoria del Primer Congreso Jurídico Nacional, 1992, publicado en el Libro El Pensamiento Mexicano sobre la Constitución de 1917, Antología 1987, págs. 351 y 352).

Cierto que nadie contestó los argumentos del insigne VALLARTA, pero hoy en el desierto del norte me hago eco de aquellos clamores y me opongo a la centralización de la Justicia Federal, que el legislador federal aceptó por la presión de los litigantes; pero es tiempo que los estados recobren su autonomía y se restablezca el régimen federal; los factores reales de poder consistente en el cacicazgo han disminuido y es un deber de ciudadanos defender el federalismo, despojándonos de esos prejuicios de los litigantes que se creían privados de sus derechos individuales, y que ya no tiene remedio la centralización de la justicia. En México, vivimos tiempos de revolución y reforma, se han establecido las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad en el artículo 105 de la carta magna, restablezcamos ahora la independencia de la justicia local.

El amparo ha degenerado, sobre el tema acertadamente el maestro RAMÓN PALACIOS, sostiene: “Cuando el conflicto no es de constitucionalidad, los tribunales de la federación nada tiene que hacer a través del juicio de amparo, inmiscuirse en estos asuntos es saquear con tesón y sin ideales federalistas la soberanía de los estados. Es mas, tal sistema es casación desnaturalizada o apelación mutilante, que pervierte la pureza del proceso, retarda la justicia y crea el desaliento en los estados”. (J. Ramón Palacios, La Defensa Jurídica del Federalismo, Revista de Derecho de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales de la Universidad de Michoacán).

El Primer Jefe constitucionalista Don VENUSTIANO CARRANZA en su Exposición de Motivos del Proyecto de Constitución, da una interpretación indebida al artículo 14 constitucional, y restringía la justicia de los estados, pues como ya hemos expresado decía “convertidos los jueces en instrumentos ciegos de los gobernadores, que descaradamente se inmiscuyen en asuntos que estaban por completo fuera del alcance de sus atribuciones, se había precisado tener un recurso, acudiendo a la autoridad judicial para reprimir tantos excesos” y finalmente afirmaba: “El pueblo mexicano está ya tan acostumbrado al amparo en los juicios civiles, para librarse de las arbitrariedades de los jueces, que el gobierno de mi cargo ha creído que sería no solo injusto, sino impolítico privarlo ahora de tal recurso, estimando que bastaría limitarlo únicamente a los casos de verdadera y positiva necesidad”.

El Doctor HÉCTOR FIX-ZAMUDIO, en su reciente obra: “Ensayos sobre El Derecho de Amparo, nos dice que el amparo directo se encuentra orientado por las necesidades ineludibles de la práctica, hacia la tramitación de un simple recurso”. (Autor y op. Cit., pág. 130, Ed. Porrúa y UNAM).

En la Constitución de 1917, nació el amparo indirecto y directo en materia penal y civil por errores de actividad y de juicio; contra los VOTOS de Don HILARIO MEDINA y Don HERIBERTO JARA; Constituyentes del 17 que “se habían opuesto sin descanso al amparo casación civil y mercantil” y presenciaron su derrota, y se incluyó el contencioso administrativo, a través de la Revisión Fiscal”. Don MARIANO AZUELA RIVERA, certeramente, acota: “La Revolución no hace mas que enriquecer lo que hereda del antiguo régimen, y conste que desearíamos sostener lo contrario”. (Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista Foro, p. 135, oct-dic. 1953).

Los Constituyentes, por consideraciones políticas como dijo CARRANZA, transaba en la mesa de debates; pues, el pensamiento de CARRANZA anida en el artículo 107 fracción II de la Constitución de 1917, olvidando la polémica en torno a la exacta aplicación de la ley en materia penal y civil, recogiendo la jurisprudencia del régimen dictatorial, de una Corte que se arrodilló a VICTORIANO HUERTA.

El rezago que anegaba a la Suprema Corte en 1951, llegaba a 35,000 negocios. La Corte envía a los Tribunales Colegiados 10, 000 expedientes y otros 10,000 a la Sala Auxiliar, integrado por los mayores juristas del país; y para noviembre de 1955 ya tenía 10,000 negocios de rezago. En 1967, la corte tenía 20,333 negocios de rezago.

La vigente Ley de Amparo, en su artículo 159, enumera las violaciones al procedimiento civil, que son las formas del Recurso de Casación. “Apelación, Casación, Amparo, suenan ya confundidos. No debe extrañar la censura a la Casación-amparo, porque se quiere ignorar que éste recibió todas las formas sacramentales y la técnica sutil de sus institutos, del manantial secular y purísimo de la Casación;…

Un día, sin dudarlo, triunfará la aplastante mayoría de juristas especializados que en México quieren suprimir en todos los órdenes procesales, los ritos del amparo-casación”. (J. Ramón Palacios, Vargas, Instituciones de Amparo, págs. 365, 366, 369 y 370, Editorial Cajica).

Por el principio de legalidad, nos dice Rabasa: “todas las leyes se vuelven constitucionales…. La justicia federal no podrá excusar el conocimiento del caso y hará una revisión del proceso y de la sentencia, y la misma puerta falsa del artículo 14, por donde toda la legislación común entra en la Ley fundamental sirve para echar fuera de la Constitución la independencia judicial de los Estados”. (Op. Cit. P. 43).

Pienso en VALLARTA, RABASA, MACEDO, MARIANO AZUELA RIVERA, y sostengo que el Amparo debe cumplir a su función de medio de control de la Constitución, dignificando a la Suprema Corte, para cumplir con la altísima función de interprete de la Constitución, y que la Justicia de los Estados, no debe sustraerse a través del Amparo directo, de cuya legalidad conocen los Tribunales Colegiados, conculcándose la autonomía de los Estados y el Régimen Federal.

Don MARIANO AZUELA RIVERA, afirma: “La defensa del particular contra violaciones a leyes ordinarias cometidas en juicios civiles o federales y contra actos ilegales de autoridades administrativas y juntas de conciliación y arbitraje, quedaría encomendada a tribunales especiales que, situados dentro del marco del Poder Judicial Federal y subordinados jerárquicamente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no fallarían amparo, sino que tramitaría y decidirían recursos de naturaleza similar a la apelación o a la casación y procedimientos organizados para defensa del particular frente a la administración, así como revisión de la legalidad de laudos de juristas de conciliación y arbitraje. La denominación de los recursos sería cuestión secundaria”. (Autor citado, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época Núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 139).

Don MARIANO AZUELA RIVERA, afirma: “A través de mi experiencia como Ministro de la Corte –en Sala que conoce de amparo directos civiles- he tenido oportunidad de fortalecer mi antigua convicción: la apelación es un procedimiento mucho más eficaz que el amparo para reparar las violaciones a la ley en los juicios civiles, en tanto que en materia de amparo, por un principio de respeto a los poderes de al autoridad responsable, el juez de amparo no puede sustituirse íntegramente a la propia autoridad, el Tribunal de apelación no sólo revoca la resolución apelada, sino que pronuncia la sentencia final, con lo cual se evitan graves problemas de ejecución de sentencia que se suscitan en el juicio de garantías; por otra parte, el amparo debe otorgarse con frecuencia para el sólo efecto de que la autoridad responsable examine cuestiones que no analizó, lo que da margen a pronunciamiento de una nueva sentencia que a su vez puede ser impugnada en nuevo juicio de amparo; la amplitud de poderes del tribunal de apelación, que puede examinar cuestiones no analizadas por el tribunal a quo, evita ese retardo en la administración de justicia;…”. (Autor citado, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 142).

La estructuración casacionista de la Justicia Federal ha creado una permanente incertidumbre jurídica. La degeneración de nuestro Juicio de Amparo no podemos aceptarlo como “evolución, como complementación o perfeccionamiento de su finalidad genérica”, como sostiene el Doctor HÉCTOR FIX ZAMUDIO. (El Juicio de Amparo, p. 156 y ss).

La Revolución traicionó en la mesa de debates, la justicia del pueblo mexicano, al establecer una defectuosa organización del Poder Judicial Federal y saquear sus ideales federalistas a través del Amparo Directo, la Justicia de los Estados.

El artículo 139 de la Constitución de 1824, para respetar el régimen federal, exigía que las causas fueren fenecidas en los Estados hasta su última instancia.

Don EMILIO RABASA, expresó: “Yo, que he sostenido esta iniciativa, os emplazo también para que dentro de poco tiempo vengáis conmigo a arrancar de nuestra Constitución el artículo 14, que la deshonra”. (Citado por el Dr. MARIANO AZUELA, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época, Núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 132).

MARIANO AZUELA RIVERA, en torno al pensamiento de RABASA, no dice: “… pero está muy lejos de propugnar la supervivencia de un principio de exacta aplicación de la ley; vuelve los ojos hacia la Enmienda Quinta de la Constitución de Norteamérica que constituyera fuente inicial de inspiración de los constituyentes y sugiere una redacción del artículo breve y clara, ciñéndose a la expresión sencilla de la idea del precepto americano (garantía del debido proceso legal) y que adoptaron los constituyentes: exigir como garantía de la vida, la libertad y la propiedad, la resolución judicial que resulta de un proceso. Cómo ha de ser el proceso, lo dirán las leyes de cada jurisdicción y ellas darán los medios de corregir los abusos y los errores de los jueces”. (Autor citado, Trayectoria y Destino del Juicio de Amparo, Revista El Foro, Cuarta Época, Núm. 2, Octubre-Diciembre, México, D.F., 1953, pág. 131).

El artículo 166 de la Ley de Amparo, en sus diversas funciones recoge las formas procesales del recurso de casación. El artículo 107 fracción VI Constitucional, establece los principios del Juicio de Amparo directo, como “proceso autónomo”, “pero –nos dice FIX ZAMUDIO- dichas expresiones no corresponden a la situación real que pretende regularse… nos encontramos ante un escrito (se refiere al artículo 166 de la Ley de Amparo, que exige requisitos), en el cual se plantea un recurso y no una demanda auténtica”. (HÉCTOR FIX-ZAMUDIO, Ensayos Sobre el Derecho de Amparo, p. 1999, Ed. Porrúa y U.N.A.M., pág. 130).

RABASA, demostró, sin encontrar eco, que el Juicio de Amparo directo es un RECURSO que impugna la aplicación de leyes comunes, y ello es cierto, toca a nosotros, a nuestro tiempo depurar nuestro Juicio de Amparo, eliminando su degeneración, rescatando la Justicia de los Estados y dar vigencia al Federalismo, piedra angular de nuestro sistema constitucional.

“Es preciso expulsar de la Constitución este artículo y substituirlo con otro que esté en armonía con los demás. Entonces el amparo será un juicio, la acción para entablarlo no se someterá a un breve término judicial, y en los casos en que deba ser prescriptible, lo será, pero derivándose los preceptos que normen su modo de extinguirse, de los principios fundamentales de la prescripción; la Ley del procedimiento en los Juicios de Amparo será otra vez respetuosa y, por ende, respetable, y los derechos del hombre reconquistarán sus fueros desconocidos y su autoridad menguada”. (E. Rabasa, “El Artículo 14 y el Juicio Constitucional”, p. 102) (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, páginas 836 a 853)

VI.- A través del Amparo se deben impugnar LAS NORMAS CONSTITUCIONALES INCONSTITUCIONALES.

El juicio de amparo debe ser un medio de control constitucional, y los actos de autoridad de la exacta aplicación de la ley, art. 14 y 107 Constitucionales y 166 de la Ley de Amparo, impugnable a través del Amparo Directo, recoge formas del Recurso de Casación que en Italia son competencia de la Corte de Casación y del Consejo de Estado, en Francia, absorbidos en México en el Amparo Directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito; toda esta competencia debe pasar a los Tribunales Superiores de los Estados por medio del Recurso de Apelación. Así se respetará la Justicia de los Estados y el sistema Federal. Las Salas de los Tribunales Superiores de los Estados, deben funcionar colectivamente, para evitar influencias del gobernador o de caciques.

VII.- Las formas del Recurso de Casación se consolidaron en el Amparo Directo, en el artículo 107 de la Constitución de 1917, permitiendo la impugnación de sentencias definitivas; o contra aquellas resoluciones que pongan fin al juicio, de conformidad con la reforma de 1988 a la Ley de Amparo.

VIII.- “Un día, sin dudarlo, triunfará la aplastante mayoría de juristas que en México quieran suprimir en todos los ordenes procesales, los ritos del amparo-casación”. (Nicolás Martínez Cerda, Tomo II, página 871) 

Introducción.

1.- Hace años que está en la boca de todos la idea de hacer una nueva Ley de Amparo; para citar un sólo ejemplo, ya en el año de 1994, en la asunción al poder del licenciado Ernesto Zedillo se habló de una nueva ley de Amparo e incluso circularon algunos proyectos.

Ahora, nuevamente, se vuelve a hablar de una nueva Ley de Amparo.  De eso se trató en una reunión que tuvieron los Jueces de Distrito y en otra que tuvieron los Magistrados de Circuito.  Los tratadistas y los maestros de amparo, en una forma o en otra, hemos escrito o hablado acerca de reformas necesarias, como puede ser el efecto universal de las sentencias que conceden el amparo en contra de una ley.

Todo esto ha culminado en una convocatoria hecha por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada, entre otros periódicos, en el Financiero del día  24 de noviembre de 1999 (página 44), convocatoria en la que el Presidente de la Suprema Corte invita a todos a formular propuestas para la elaboración de una nueva Ley de Amparo.

Y atendiendo dicha convocatoria presento este trabajo a la Comisión que al respecto se ha formado, misma que se dio a conocer en una publicación hecha en diversos periódicos, entre ellos el Excelsior del 26 de noviembre de 1999 (página 16 A).

2.- Desde hace mucho tiempo, hay dos temas en relación con el juicio de amparo que en forma recurrente ocupan a todos.  El primero lo plantean los Tribunales Superiores de los Estados, que consideran que el juicio de amparo viola la soberanía estatal, porque los asuntos no se fallan en definitiva por el respectivo Tribunal Superior, sino que son resueltos por la Justicia Federal, a través del juicio de amparo directo.

El segundo es la afirmación de que el juicio de amparo es tan técnico, tan complicado, que no puede proteger a todo el mundo, pues se requiere para solicitarlo de especialistas que cobran caro, por consiguiente, solamente pueden promover el juicio de garantías, quienes tienen dinero para pagarlo, por lo que, según el decir de muchos, habría que simplificar la Ley de Amparo para que cualquiera pudiera promoverlo.  Y lo grave de este segundo tema es que ha sido recurrente y ha dado lugar a reformas a la ley, que en lugar de simplificarla la han desnaturalizado y la han complicado.

Y estos dos puntos hay que tomarlos en consideración, no para aceptarlos, sino para rechazarlos.

3.- Respecto del hecho de que los juicios que se promueven en los Estados no terminan  en ellos, la objeción no es de ahora; pero quienes la hacen olvidan o no han conocido jamás una resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que pronunció respecto de la constitucionalidad del artículo 8° de la Ley de Amparo de 1869, que prohibía el amparo judicial es decir el amparo contra actos de jueces y tribunales.  Al revisar la Suprema Corte el primer desechamiento de una demanda de amparo por ese motivo, dijo que el artículo 101 de la Constitución de 1857 (ahora el 103 de la Constitución de 1917), en su fracción I, disponía que el amparo procedía contra actos de las autoridades y como los jueces eran autoridades, el amparo procedía contra ellos.

Aplicando esta resolución al momento actual, hay que decir que los Tribunales de los Estados son autoridades; por consiguiente están incluidos dentro de la fracción I del artículo 103 de la Constitución.  Y si son autoridades, el amparo procede en contra de ellos.  Y procede porque aun cuando se trata de determinar la legalidad de las resoluciones judiciales, lo cierto es que la aplicación indebida de la ley implica una violación al artículo 14, ya que al consagrar este precepto la garantía de audiencia, ésta no solamente se agota como el hecho de que una persona sea oída, sino también se requiere que sean considerados sus argumentos y se aplique la ley al caso, conforme el propio artículo 14 lo dice, o sea en forma literal, conforme a su interpretación jurídica o de acuerdo con los principios generales de derecho, salvo en materia penal en la que la ley debe aplicarse en forma estricta, y en el juicio de amparo, lo que se va a determinar es si se observó la garantía de audiencia o no, bien entendido que en el juicio de garantías el Tribunal responsable es el demandado y quien no obtuvo ante dicha responsable será el actor y el  tercero coadyuvante es la parte que obtuvo en el juicio.  ¿Cuántas veces ocurre que el Tribunal se equivoca y ambas partes tienen que promover un amparo y en ambos amparos, el Tribunal será el demandado, lo que significa que el juicio de amparo cambia la relación procesal y se juzga la conducta de la autoridad responsable, para determinar si se ajustó o no a la Constitución.  Por estas razones, y otras que podrían aducirse, carecen de razón quienes quieren eliminar el amparo judicial en los Estados. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1010 a 1013)

El procedimiento del amparo directo es lo más sencillo posible y no debe modificarse, pero si debe ser aligerada la redacción del artículo 158.  En primer lugar, no es necesario citar las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional; en segundo lugar la enumeración: sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo es complicada y se puede sustituir por la siguiente: “contra resoluciones de los tribunales, que además de tener carácter definitivo, pongan fin al juicio, ya sea que la violación se cometa en la resolución o durante el procedimiento, siempre y cuando, en este caso se afecten las defensas del quejoso y trascienda al resultado del fallo”.

El segundo párrafo es inútil, pues si en los conceptos de violación no se alega que se violó la ley o que se interpretó ésta indebidamente o que no se aplicó un principio general de derecho, el amparo será negado o sobreseído, según sea el caso: negado si los conceptos son deficientes y sobreseído, si no existen. 

Uno de los defectos que puede observarse en la Ley de Amparo, como en otras leyes del país es que quieren ser tratados de derecho y la Ley no es un tratado de derecho.  La ley sólo tiene que tener reglas de carácter general, para que las cumplan los diversos sujetos comprendidos dentro de su objeto, por tal motivo deben eliminarse de la ley aquellos preceptos que sólo contienen aspectos doctrinales. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1074 y 1075)

Las sentencias de los tribunales no siempre están debidamente fundadas. Hay ocasiones en que le dan la razón a la parte que la tiene, con malos e insuficientes argumentos.  Tal como se encuentra concebido el amparo en la actualidad, el que obtuvo no puede pedir la protección de la Justicia Federal, pero su contraparte si lo pide, y si hace valer los defectos de la sentencia, obtendrá una resolución a su favor, que puede entrañar una injusticia.  Para remediarlo y para evitar la proliferación de amparos es pertinente crear el amparo adhesivo, para que el que obtuvo sentencia a su favor pueda defenderla, obligando a los Tribunales Colegiados a estudiar ambas demandas en forma conjunta. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1078)

Tomando en consideración que el juicio de amparo directo es un medio de defensa extraordinario, su procedencia debe ser reservada para los casos en que por la cuantía de los derechos controvertidos o la importancia y trascendencia de éstos así lo ameriten, por lo que se sugiere legislar en el sentido de establecer limitaciones a la procedencia de esa instancia constitucional. (Arturo Iturbide Rivas, Tomo II, página 1250) 

En cuanto al juicio de amparo directo, la primera reforma y que se ajustaría a la Ley Agraria, consiste en adicionar en el artículo 158 en el primer párrafo, después de la especificación de tribunales, “y de los tribunales agrarios”, de igual forma en el párrafo segundo al referirse a sentencias definitivas de los tribunales.(Andrea Boocanegra Quiroz, Tomo II, páginas  1290 y 1291)

La existencia de la llamada “Sentencia doble conforme”, colma las garantías de seguridad jurídica y legalidad, lo que puede justificar la improcedencia del juicio de amparo directo, con las  repercusiones  favorables en los rubros económico, político, etc.  Y permitirá oportunamente la aplicación de justicia.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o resoluciones indicados.


 Se exceptúan de lo previsto por el párrafo que antecede las sentencia definitivas que confirmaron la apelada, siempre y cuando no se trate de materia penal, no se esté en el caso de afectación a derechos de menores o incapaces, no se resuelvan controversias que afecten el orden y la estabilidad de la familia o no se expresen conceptos de violación contra leyes por estimarse inconstitucionales.


Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a los principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.


Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pongan fin al juicio.(María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1444 a 1448)

Es ocioso afirmar que el amparo directo contra leyes más que un planteamiento de inconstitucionalidad es una treta para alargar los juicios que prepara la revisión también como chicana.  La Corte pretende resolver este problema mediante la imposición de multas que nadie paga, pero aun en estos casos se pierde tiempo y dinero en papeleo inútil; también se quiere aminorar el problema limitando los casos en que procede el planteamiento de inconstitucionalidad de leyes en amparo directo (como cuando se hacen planteamientos ya decididos), para eludir este aparente obstáculo los quejosos harán proposiciones de inconstitucionalidad sobre nuevos artículos no atacados antes de este defecto, ya que el planteamiento de inconstitucionalidad es procedente, sabiendo argumentar, con lo que el círculo vicioso no tiene fin.

El problema es de fácil solución: que se suprima el amparo contra leyes en amparo directo.

El amparo directo es un juicio de control de la legalidad, y cuando se promueve o se contesta en un proceso en que la autoridad ejerce la función jurisdiccional, la demanda o contestación puede suponer sometimiento a leyes procesales y sustantivas que se consideran inconstitucionales y que se van a aplicar; para salvar esta improcedencia, se debe determinar que cuando se comparece a juicio, tanto las leyes procesales como sustantivas son autoaplicativas y así tener el derecho de formular la demanda de amparo contra leyes en la misma fecha en que se accione en forma ordinaria o quince días después de que fenezca el plazo para contestar la demanda, y que el derecho para tildar una ley procesal o sustantiva de inconstitucionalidad vuelve a surgir contra el primer acto de aplicación de la ley.  En estos casos, cuando se vaya en demanda de amparo contra la sentencia definitiva, el quejoso tendrá la obligación de hacer del conocimiento del Tribunal de Amparo que al presentar o contestar la demanda promovió amparo contra leyes, a efecto de que no se resuelva el amparo directo hasta en tanto no se conozca el sentido de la resolución del amparo contra leyes.

Es obvio que el juicio de amparo indirecto administrativo substituye al contencioso administrativo, o en su caso, hace la función del Tribunal Contencioso Administrativo.

Debe tomarse en cuenta la experiencia, que en las entidades donde existen Tribunales de lo Contencioso Administrativo, (tal vez porque no tienen facultad de imperio sobre las administraciones locales) alegando violaciones directas a la Constitución se acude ante los Jueces de Distrito, ya que de esta forma no opera o no es causa de improcedencia el no cumplir con el principio de definitividad; también es posible burlar a los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, cuando acuden a él terceros que pretenden la anulación de una decisión de autoridad que favorece a un particular violando la ley y que perjudica a esos terceros, el beneficiado con la decisión ilegal acude ante su amiga autoridad, y le pide que revoque la decisión que le favorece sin fundamento, sin motivo y si es posible sin facultades; contra este nuevo acto de autoridad se promueve amparo indirecto y no hay forma de perderlo ni posibilidad que los terceros o el Tribunal de lo Contencioso Administrativo intervengan.

Creo que el mejor y si no fuera humano sería perfecto sistema de justicia administrativa, lo es el Consejo de Estado Francés; propongo que sin trasplantarlo, pero sí estudiándolo a profundidad se cree un Tribunal Federal de lo Contencioso Administrativo y Tribunales Estatales y de ser necesario aun Municipales, y con una sola ley, como sucede en materia laboral (artículo 123 Constitucional en su Ley Reglamentaria) se resuelvan todos los casos en primera instancia y que la Sala o Salas Superiores (se les pueda dar otro nombre) sean Tribunales de segunda y última instancia para todas las partes; sin posibilidad de llegar al amparo directo. Este Tribunal puede o no encuadrarse dentro del poder Judicial Federal, pero sin duda debe estar supeditado a la Suprema Corte, destacadamente para resolver problemas de contradicción de tesis con otros tribunales de igual rango.

NATURALEZA DEL AMPARO DIRECTO.

A estas alturas ya nadie cuestiona (cuando menos que yo conozca) que con el amparo directo se desempeña la función de casación.

Cuando el amparo directo se concede para efectos, se asemeja al sistema de casación español, en donde el tribunal de casación dicta la nueva sentencia que debe substituir a la casada.

La sentencia de amparo directo que da plenitud de jurisdicción a la autoridad responsable para que dicte una nueva sentencia, es un pálido reflejo del sistema de casación francés, en donde se casa la sentencia y se envía el asunto a diverso tribunal ordinario de igual jerarquía del que produjo la sentencia casada, para que dicte nueva sentencia, la cual también puede llegar al tribunal de casación con el exclusivo fin de proteger la ley.

PROPUESTA DE SOLUCIÓN.

Que se defina si el amparo directo debe ser utilizado para impartir justicia o para proteger la ley.

Si prevalece el segundo supuesto, que no sea indiscriminada la procedencia del amparo directo, sino que, de una parte sólo se puedan plantear cuestiones de control o de interpretación de la ley, y de la otra, que sólo se admitan a trámite las demandas que tengan, aunque sean mínimas, posibilidades de prosperar.  En los casos de desechamiento por inviabilidad, si el quejoso decide que su demanda se tramite a pesar de la resolución de inviabilidad; entonces, que garantice el costo del trámite, incluyendo sueldos de magistrados, equipo, personal administrativo, etcétera; si la demanda no prospera se hace efectiva la garantía; si el amparo se gana se devuelve la garantía.

NUEVA ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS COMO ORGANOS DE CONTROL DE LA LEY.

En cada Estado se establecería una oficina de admisión o desechamiento de amparos directos con la organización que mejor funcione.  En el Distrito Federal se concentrarían alrededor de veinticinco Tribunales que nunca llegarían a cincuenta, cada uno con la máxima especialización en cada materia de los Tribunales ordinarios que existan (familiar, mercantil, civil, penal, laboral, de cada rama de lo contencioso administrativo incluyendo la materia fiscal, y estableciendo para todas las partes un recurso ante las Salas superiores o con el nombre que se les quiera dar o ya tengan, así como de control de la legalidad de las recomendaciones de las comisiones de derechos humanos no acatadas, y decidida ésta, homologarlas para convertirlas en sentencias de amparo).  También habría un Tribunal Colegiado para conocer de las interpretaciones directas a la Constitución que haga el Tribunal Federal Electoral.

Por supuesto, la Suprema Corte resolverá las contradicciones de interpretación de las leyes y de la Constitución que surjan entre los Tribunales Colegiados. (Carlos A. Cruz Morales, Tomo III, páginas 1578 a 1581, 1593 a 1595)

EL AMPARO ADHESIVO. 

Se propone agregar a la Ley de Amparo el artículo 158 bis, correspondiente al título Tercero, denominado “De los juicios de Amparo Directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito”, Capítulo I, “Disposiciones Generales”, el cual quedaría en los siguientes términos:

“La parte que obtuvo sentencia favorable a sus intereses, puede adherirse al amparo promovido por la parte contraria, dentro del término de 7días, contados a partir de la fecha en que sea emplazado de la demanda de amparo respectiva; la adhesión al juicio de amparo sigue la suerte procesal de éste. Los conceptos de violación podrán versar sobre violaciones a las leyes del procedimiento cometidas en perjuicio del promovente del amparo adhesivo, impugnar las consideraciones de la sentencia en la parte resolutiva que le favorece, o bien combatir las partes del fallo que le perjudican.”

CONSIDERACIONES; Con la introducción del amparo adhesivo, se pretende que quien obtenga resolución favorable, no quede indefenso respecto de algunos puntos, así como evitar una proliferación mayor de juicios de amparo. (Enrique Arizpe Narro, Tomo III, Páginas 1602 y 1603)

No obstante que no es deficiente la regulación de este juicio de garantías, con motivo de la nueva ley o de la reforma a la ya existente, deben ajustarse determinados temas.

Tradicionalmente se estima que el amparo contra leyes sólo puede darse a través del juicio de garantías indirecto y que por lo mismo solamente a través de ese procedimiento puede establecerse jurisprudencia sobre la constitucionalidad de las normas generales, sin tomar en cuenta que en ninguna parte de los artículos 103 y 107 constitucionales ni en su ley reglamentaria, se prohibe que a través del amparo directo se pueda crear jurisprudencia sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma, e incluso es muy probable que la Corte a través del Pleno y de sus Salas haya emitido en la primera instancia del juicio, cuando tenía competencia para ello o a través de su facultad de atracción y en la revisión, jurisprudencia sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma aplicada en un proceso judicial.

Lo que se ignora es que no existe una razón de fondo para que en el amparo indirecto pueda impugnarse la inconstitucionalidad de una norma general y en el amparo directo no pueda hacerse, lo que sucedió simplemente fue que el legislador al reglamentar el amparo contra leyes tramitado ante un Juez de distrito siguió parcialmente las ideas de Rabasa, quién defendió aún en contra de la Fórmula Otero la procedencia del amparo contra leyes y al reglamentar la impugnación de las normas a través del amparo directo siguió las ideas de Vallarta y Lozano, quiénes sustentaban en contra del texto del artículo 101 de la Constitución de 1857 la improcedencia del amparo en contra de las leyes, pues según ellos con motivo de la fórmula Otero lo único que se podría impugnar era el acto concreto de aplicación de la ley por el juez, pero lo que no pensaron o no quisieron hacerlo éstos dos grandes juristas, fue que su razonamiento implicaría la improcedencia del juicio, ya que no basta impugnar el acto de aplicación, sino que es necesario impugnar la ley, y en el caso de que esta sea heteroaplicativa habrá que acreditar que esa norma es inconstitucional y que esa circunstancia da lugar a que al momento en que se aplique se violen las garantías individuales del quejoso.

En este orden de ideas creo que deberían reformarse el tercer párrafo del artículo 158 y la fracción IV del artículo 166 de la Ley de Amparo, para que a través del juicio de amparo directo pueda impugnarse de manera real y no surrealista (como actualmente sucede) aquéllas normas generales que siendo aplicadas en un proceso judicial, se estimen contrarias a la Constitución y por lo tanto en ese amparo sean llamadas a juicio como autoridades responsables no sólo la que emitió la resolución judicial y aplicó la ley, sino aquéllas que intervinieron en el proceso legislativo que se origina con la aprobación de la norma y culmina con su publicación y en consecuencia, también deberá ser acto reclamado no solo la sentencia en que se aplicó la ley tachada de inconstitucional, sino la ley misma.

Los argumentos que tradicionalmente se han dado para desechar estas ideas radican en que debido a que las autoridades que participaron en la aprobación, expedición, promulgación y publicación de la ley, no son parte en el juicio del que emana el acto reclamado, es decir la sentencia impugnada, no se les puede llamar como parte al juicio de amparo.

Esta objeción es falsa porque no se toma en cuenta que el amparo, aún el directo, es un juicio distinto a aquél del que emana la sentencia reclamada, y por lo tanto puede haber cambio en la litis y en la configuración de  las partes, razón por la cual es irrelevante que las autoridades que intervinieron en el proceso legislativo hayan sido o no parte en el procedimiento judicial, ya que en éste la litis será si la prestación que se exige por el actor al demandado tiene sustento e la ley, mientras que en el juicio de garantías la litis consistirá en resolver si la ley en que pretende apoyarse la acción o la excepción hecha valer por el actor o el demandado es o no contraria a la Constitución.

Prueba de ello lo es que en el último párrafo del artículo 158 de la Ley de Amparo se establece que si durante el proceso judicial surgen cuestiones que  no sean de imposible reparación sobre la constitucionalidad de la ley, éstas sólo podrán hacerse valer en el amparo indirecto en contra de la sentencia, por lo que a contrario sensu a lo dispuesto en el párrafo citado y en atención a lo prescrito en las fracciones I y IV del artículo 114 constitucional cuando en un proceso judicial se aplique una ley que siendo inconstitucional cause un agravio irreparable, la inconstitucionalidad de la norma y de su acto de aplicación se hará valer a través del amparo indirecto en el que se llamará a juicio a aquéllas autoridades que intervinieron en la aprobación y publicación de la ley, aunque no hayan sido parte en el juicio civil, mercantil, fiscal, laboral, etc, y será acto reclamado la ley y el acto concreto de aplicación, en el entendido de que si en este amparo indirecto no se reclama la inconstitucionalidad de la ley que aplicó la autoridad judicial, el amparo será improcedente respecto del acto de aplicación, pues se tendrá por consentido, por el sólo hecho de no impugnar la ley.

Lo mismo sucede en los procedimientos seguidos en forma de juicio a que se refiere la fracción II del artículo 114 de la Ley de Amparo, pues si en ese proceso administrativo tramitado con las formalidades judiciales, se aplica una norma inconstitucional y ésta causa un agravio irreparable, en el amparo indirecto se llamará a juicio no sólo a la autoridad administrativa sino a las autoridades que intervinieron en el proceso legislativo y el acto reclamado  lo será tanto la ley como el acto concreto de aplicación emitido por la autoridad administrativa. 

Por los motivos expuestos deberán reformarse los preceptos citados y acabar con el surrealismo que a veces agobia tanto en la doctrina como en la practica del amparo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1662 y 1666)

Restricción de la Procedencia del Juicio de Amparo por Cuantía, Pena y Trascendencia o Importancia de la Causa. Una idea empieza a permear en el medio: debe limitarse la procedencia del juicio de amparo a casos que tengan tal importancia, que justifiquen, en términos de costos, echar a andar la maquinaria judicial. Conforme a esta noción, cada juicio de amparo que se tramita ante los juzgados y tribunales tiene un costo económico para el Estado que no se justifica erogar cuando, por ejemplo, la cuestión de fondo en el litigio no asciende a un moto mayor a cierta cantidad de pesos, mucho menor al costo que significa para el erario; así, según esta opinión, la procedencia del amparo debe restringirse y sólo permitir su interposición cuando la cuantía sea mayor, peculiaridad que lo distinga.   Esta propuesta no debe ser admitida, dado que en el juicio de garantías no se controvierten simples derechos privados, sino cuestiones eminentes públicas: la violación de los derechos del hombre protegidos por la Constitución. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, páginas 1774 y 1775)

PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO CONTRA RESOLUCIONES DE AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.  En el caso de autoridades administrativas que dicten resoluciones en procedimientos administrativos en forma de juicio contra su resolución, procede el juicio de amparo directo.

Este sería el caso de los procedimientos de la Comisión, tanto de prácticas monopólicas como de concentraciones, porque en este último caso en el recurso administrativo los agentes económicos pueden ser oídos y con ellos excepcionarse y probar en su defensa.

Esto se justifica, porque tanto las resoluciones de los Tribunales Contenciosos Administrativos, como del Trabajo, procede el amparo directo contra sus resoluciones y la única diferencia es la naturaleza formal de la autoridad.  Así también cuando la PROFECO, el IMPI y las Comisiones Bancarias resuelven arbitrajes, que no son judiciales, debiera proceder este tipo de amparo.  Esta propuesta se justifica toda vez que el procedimiento seguido en forma de juicio es sustancialmente igual que un juicio ante tribunales, cuya diferencia radica en que lo resuelve la autoridad administrativa, pero materialmente es también un proceso jurisdiccional.

AMPARO DIRECTO.  Las audiencias deberían ser públicas, como en la mayoría de los juicios. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, páginas  1796 y 1797)

Los tribunales colegiados competentes según la materia de que se trate, conocerán en primera instancia de la demanda de amparo en contra de actos y leyes de la autoridad que violen la norma constitucional. (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1808)

1. Amparo judicial

Para denominar al que continúa en el ejercicio de la función de casación que hoy se realiza, sobre todo a través del amparo directo, el cual se justifica que sea más formal, más rígido, con mayores requisitos de procedencia, pues examina una cuestión juzgada por una o dos instancias judiciales. Aquí sí se debe ser muy estricto para evitar el abuso del amparo.

Según mi apreciación, el amparo judicial, debe limitarse en forma gradual y progresiva; debe seguirse en las entidades federativas un sistema similar al que se instrumentó con  los Tribunales Colegiados de Circuito, a los que de modo paulatino se les aumentó su competencia hasta que en 1988 se les otorgó competencia plena para el amparo legalidad, reservándose a la Corte únicamente la facultad de atracción para aquellos casos que se estimen de importancia y trascendencia.

En efecto, se recordará que, por reforma constitucional de 1951, nacen los Tribunales Colegiados de Circuito en medio de una gran polémica en la que se expresaban temores y resistencias a que se limitara la competencia de la Corte en favor de órganos de jerarquía inferior. El motivo fundamental de la reforma fue el rezago de la Suprema Corte. La creación de los Tribunales Colegiados fue la solución que se estimó más conveniente, o menos mala si se prefiere.

En mi opinión, el actual Poder Judicial de la Federación en su conjunto vive una situación similar, no idéntica, a la que experimentó la Corte en 1951
 en cuanto al rezago se refiere, por lo que la solución también puede ser similar respecto a la gradualidad, pero inversa en el sentido a la que se tomó entonces al ceder poco a poco la competencia a los Tribunales Colegiados de Circuito; también estimo necesario que se limite en forma progresiva la competencia de estos órganos jurisdiccionales, lo que equivale a que, en la medida de la limitación gradual y progresiva, las controversias del fuero común encuentren su última instancia en la justicia local.

En el artículo 7º  bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que entró en vigor en 1951, en materia de amparo directo la competencia se estableció en los siguientes términos:

De los juicios de amparo contra sentencias definitivas en materia civil o penal o laudo de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, cuando la demanda se funde en violaciones substanciales cometidas durante la secuela del procedimiento o se trate de sentencias en materia civil o penal contra las que no proceda recurso de apelación, de acuerdo con la ley que las rija cualquiera que sean las violaciones alegadas. 

Siempre que al interponerse amparo contra sentencias definitivas en materia civil o penal o laudos en materia del trabajo se aleguen violaciones substanciales cometidas durante el procedimiento y violaciones cometidas en la sentencia o laudos respectivos se reclamarán conjuntamente, presentándose la demanda ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, el cual sólo decidirá sobre las violaciones substanciales durante el procedimiento si la sentencia fuera desfavorable el agraviado remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia para que resuelva sobre las violaciones cometidas en sentencias o laudos.

Fue hasta las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 1968, es decir, 17 años después de creados los Tribunales Colegiados de Circuito, que se les otorgó facultades a dichos Tribunales para resolver cuestiones de fondo en materia de amparo directo. Al respecto, el artículo 7 bis, en su fracción I disponía:

Artículo 7º Bis. Son competentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer:

De los juicios de amparo directo contra sentencias definitivas o de laudos, por violaciones cometidas en ellas o durante la secuela del procedimiento, cuando se trate: 

En materia penal, de sentencias dictadas por autoridades judiciales del orden común en los casos no previstos en la fracción III inciso a) del artículo 24 de esta ley,
 o de sentencias dictadas en incidentes de reparación del daño exigible a personas distintas de los inculpados, o en los de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos respectivos o por tribunales diversos, en los de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos respectivos, o por tribunales diversos, en los juicios de responsabilidad civil, cuando la acción se funde en la comisión del delito de que se trate, si se satisfacen las condiciones señaladas en la primera parte de este inciso:

En materia administrativa, de sentencias dictadas por tribunales administrativos o judiciales, en todos los casos si son locales y, tratándose de federales, siempre que el interés del negocio no exceda de quinientos mil pesos, o sea de cuantía indeterminada, salvo lo dispuesto en el artículo 25, fracción III, de esta ley.
 En este caso, el tribunal a instancia fundada de cualquiera de las partes o de oficio remitirá el expediente a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia.

En materia civil o mercantil, de sentencias respecto de las que no proceda el recurso de apelación, de acuerdo con las leyes que lo rigen o de sentencias dictadas en apelación siempre que no se trate de controversias sobre acciones del estado civil, ni de juicios del orden común o federal cuya cuantía sea indeterminada o exceda de cien mil pesos;

En materia laboral, de laudos dictados por Juntas centrales de Conciliación y Arbitraje, siempre que no sean de la competencia de la Suprema Corte de Justicia;

En los casos en que el recurso se interponga en juicios de amparo en materia administrativa, siempre que el interés del negocio no exceda de quinientos mil pesos o sea de cuantía indeterminada, salvo lo dispuesto en el artículo 25, fracción III, de esta ley.
 En este caso, el tribunal a instancia fundada de cualquiera de las partes o de oficio remitirá el expediente a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia.

…

A través de sucesivas reformas a la Ley Orgánica se fue aumentó la importancia y la cuantía de los asuntos competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, hasta llegar al año de 1988 en que estos órganos jurisdiccionales absorbieron toda la competencia en materia de amparo directo. Es decir, 37 años después de creados y a 20 años de otorgarles la competencia para resolver cuestiones de fondo en amparo directo. 

Es un buen ejemplo de ingeniería social gradual el de los Tribunales Colegiados de Circuito. Nadie duda en el presente de la aptitud de los Tribunales Colegiados de Circuito para resolver toda controversia que se suscite en amparo directo. La única excepción es la de aquellos asuntos en que la Corte decida ejercer la facultad de atracción, pero esto no por falta de capacidad técnica sino para atender la importancia y trascendencia del asunto, la que en cada caso determinará la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Esta obra de ingeniería social gradual que se aplicó con tanta eficacia en los Tribunales Colegiados de Circuito, es posible repetirla, también en forma gradual, en las entidades federativas para que en el transcurso de algunos años asuman en forma plena su soberanía en materia de administración de justicia.

Mi propuesta es que se inicie un proceso gradual y progresivo para devolver a los estados la autonomía en materia de administración de justicia y declarar improcedente el juicio de amparo en el mismo tipo de asuntos a que se refiere la fracción primera del artículo 7 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, cuyas reformas se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 1968, transcrito con anterioridad, lo que equivale a otorgar de modo  constitucional a los Tribunales Superiores de Justicia la misma confianza que en 1968 se depositó en los Tribunales Colegiados de Circuito. Creo que esto sería un importante impulso para el desarrollo institucional de la justicia local.

Con esta disposición se iniciará un proceso gradual y progresivo para que las entidades federativas asuman plenamente su responsabilidad en materia de administración de justicia, que tal vez culmine en unos cuantos decenios, como aconteció con los Tribunales Colegiados. El Poder Judicial de la Federación sólo conservará una facultad similar a la de atracción para casos en verdad excepcionales, como la que en la actualidad tiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Insisto en que el establecimiento de la improcedencia del amparo en los casos mencionados no impide que los Tribunales Colegiados conserven una facultad similar a la de atracción para aquellos asuntos que, no obstante encontrarse en esas hipótesis, se considere necesario los conozca la justicia federal, bien sea por su importancia y trascendencia o por la injerencia que tengan, o puedan tener, las autoridades locales para presionar por un fallo en determinado sentido. (José de Jesús Gudiño Pelayo, Tomo III, páginas 1855 a 1862)

ARTICULO 235.- Las resoluciones definitivas que dicten los Tribunales Agrarios serán combatidas en amparo directo. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1935)

Reformar la ley de amparo, para modificar el amparo directo e indirecto, y dividirlo en amparo contra cuestiones de legalidad y contra leyes que se estimen inconstitucionales. 

TEXTO ACTUAL. A efecto de ser más breves, omitimos la transcripción de los artículos que regulan el amparo directo e indirecto.

JUSTIFICACIÓN. Consideramos que el propósito fundamental de la reforma es hacer del juicio de amparo una institución que proteja las garantías individuales. El juicio de amparo ha originado severos problemas, por razones que estimamos poco trascendentes argumentar para efectos de la propuesta, podríamos mencionar como ejemplos el incumplimiento de sentencias de amparo por las autoridades responsables, demandas de amparo para dilatar los procedimientos de origen por parte de los quejosos y distintos criterios jurisprudenciales contradictorios.

La propuesta tiene como finalidad evitar la proliferación de juicios innecesarios, facultando al particular alegar cuestiones solamente de legalidad en el amparo indirecto, es decir violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, y únicamente cuestiones de constitucionalidad de leyes en el amparo directo, al final de un juicio o de un procedimiento seguido en forma de juicio.

Se propone que el amparo indirecto sea ante el juez de Distrito, y solamente su procedencia en los casos en que se aleguen cuestiones de legalidad, se trate de actos dictados en juicio o bien en procedimientos seguidos en forma de juicio. El amparo directo solo procedería contra leyes, ya sean heteroaplicativas o contra el último acto de aplicación. Por tanto todas las disposiciones de la ley de amparo que hablen de legalidad formarán parte del amparo indirecto.

El amparo directo se sustanciaría en forma sucinta, en audiencia pública y sólo procedería el sobreseimiento si la demanda no es presentada en tiempo o cuando haya sido impugnada con anterioridad.

Desde luego la reforma implicaría que las actuales disposiciones del amparo indirecto que se refieran a cuestiones de constitucionalidad de leyes se reubiquen en el amparo directo, y las cuestiones de legalidad del amparo directo se reubiquen en el amparo indirecto.

Si bien es cierto que un quejoso debería presentar dos demandas, una por constitucionalidad la otra por legalidad, la primera sería la única que debería presentar.

La reforma propuesta tendría como efecto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conozca de los recursos por resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito y éstos por resoluciones de los Jueces de Distrito.

TEXTOS PROPUESTOS. 

ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.- Contra las sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de esta fracción, sólo será procedente el juicio de amparo cuando las sentencias definitivas o laudos y resoluciones sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a sus principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, y que el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

DE LA DEMANDA

ARTICULO 115.- La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.- El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre;

II.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.- La autoridad o autoridades responsables;

IV.- El acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;

V.- Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones;

VI.- La ley que en concepto del quejoso se haya aplicado inexactamente o la que dejó de aplicarse, cuando las violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta aplicación de las leyes de fondo. Lo mismo se observará cuando la sentencia se funde en los principios generales de derecho.

Cuando se trate de inexacta aplicación de varias leyes de fondo, deberá cumplirse con esta prescripción en párrafos separados y numerados.

TITULO TERCERO. DE LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

ARTICULO ___.- El juicio de amparo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones _ y __ del artículo 107 constitucional:

I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del último acto de aplicación, se estimen inconstitucionales.

Se considera el último acto de aplicación las sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, o contra las resolución definitiva cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, siempre que no proceda algún recurso ordinario que pueda modificarlo o nulificarlo.

II. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.

DE LA DEMANDA 

ARTICULO 166.- La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.- El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueva en su nombre;

II.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.- La autoridad o autoridades responsables;

IV.- La sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la resolución definitiva en un procedimiento seguido en forma de juicio, que constituya el último acto, a no ser que la demanda se promueva contra la entrada en vigor de la ley.

V.- La fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio o al procedimiento seguido en forma de juicio, o la fecha en que haya tenido conocimiento el quejoso de la resolución recurrida;

VI.- Las leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general y los preceptos constitucionales cuya violación se reclame y el concepto o conceptos de la misma violación, y los documentos que acrediten la aplicación de las disposiciones reclamadas;

VII.- Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1o. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2083 a 2090)

Otra solución para evitar la proliferación innecesaria de juicios podría ser que se apliquen las mismas reglas a los procedimientos seguidos en forma de juicio que en el amparo directo en materia civil.

Asimismo, que se de seguridad jurídica a la parte quejosa para impugnar por una sola vez la inconstitucionalidad de leyes, ya que el actual criterio es que el primer acto de aplicación debe causarle perjuicio, es decir se vincula la constitucionalidad de leyes a los aspectos de legalidad, cuando consideramos que es suficiente agravio el que se aplique una ley a la parte quejosa que  estima es inconstitucional. Pero además, en un procedimiento seguido en forma de juicio, se pueden aplicar distintos preceptos de una ley en distintos momentos, por lo que daría lugar a diversos juicios de amparo por el primer acto de aplicación, bajo el riesgo de que no hacerlo, al dictarse sentencia definitiva y reclamar la inconstitucionalidad de diversos artículos se sobresea bajo el criterio de ser actos consentidos.

A este problema se le agrega otro, en el sentido de que además la ley se debió aplicar en perjuicio de la quejosa, ya que aún cuando se aplique la ley, solo puede reclamar aquellos preceptos que le causen perjuicio a la parte quejosa, criterio que es totalmente distinto al amparo contra leyes heteroaplicativas. Por ello proponemos que una vez concluido el juicio o el procedimiento seguido en forma de juicio, el quejoso pueda impugnar la inconstitucionalidad de todos los preceptos que le fueron aplicados. 

114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo y que el acto reclamado no provenga de un procedimiento seguido en forma de juicio.

II. Contra actos promovidos por persona extraña a una controversia.

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

ARTICULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede:

I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo el primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso.

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva, respecto de la cual no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda.

III. Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a sus principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o solución que pongan fin al juicio o resolución dictada que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que ponga fin al procedimiento seguido en forma de juicio.

VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.

 ARTICULO 159.- En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, o en los procedimientos seguidos en forma de juicio que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso:

 I.- Cuando no se le cite al juicio o al procedimiento seguido en forma de juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley;

II.- Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio o en el procedimiento seguido en forma de juicio de que se trate;

III.- Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley;

IV.- Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;

V.- Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;

VI.- Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;

VII.- Cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos;

VIII.- Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que no pueda alegar sobre ellos;

IX.- Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

X.- Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el juez, magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder;

XI.- En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.

Hacer una ley que facilite su aplicación mediante un texto menos complejo y más fácil de comprender y, en la medida de lo posible, menos interpretable. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2094 a 2100)

ARTÍCULO 158. El juicio de amparo directo* ( se suprime) procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo o  por árbitros, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a los principios generales de derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2240 y 2241)

En el amparo en la vía directa a que se refiere el artículo 158 de la Ley, debe establecerse que en materia civil y mercantil, sea improcedente el juicio de amparo partiendo de la base de la cuantía del juicio cuando la misma es determinable, en cuanto exceda de determinada cantidad, la cuál podría ser de cinco o diez mil  pesos.  Establecer topes en otras materias, incluso la penal, para evitar que los tribunales federales sigan conociendo de asuntos de ínfima importancia, con mengua del tiempo y cuidado que requiere el estudio de los demás, claro está siempre que las sentencia son hayan abordado cuestión alguna de constitucionalidad.  Con esa limitante se conseguiría  que  en muchos asuntos fueran los tribunales de los Estados los que dijeran la última palabra, lo que originalmente se pensó por los grandes  comentaristas de la institución como Vallarta y, posteriormente Rabasa.  Esto aligeraría el trabajo de los tribunales colegiados y sería como el inicio de un gran proyecto consistente en que se devuelva toda la competencia y dignidad a las autoridades judiciales de los estados, a  fin de que digan la última palabra en los conflictos judiciales en donde se verse la aplicación de las leyes locales. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, página 2678).

 EN MATERIA CIVIL del orden común o tratándose de juicios mercantiles, no procederá la acción constitucional en la vía de amparo indirecto, con las únicas excepciones consistentes en que el quejoso alegue inaudición o se trate de órdenes de arresto, esto último por tratarse de actos que restringen la libertad personal.

En la vía de amparo directo en materia común o cuando se trate de juicios mercantiles, la acción de garantías procederá contra sentencias definitivas o resoluciones que pongan fin al juicio, siempre y cuando el interés del negocio exceda de 1000 (mil) veces el salario mínimo o se afecte o puedan afectarse derechos de menores o incapaces.

La acción constitucional en esta materia civil, en caso de competencia federal, seguirá como se encuentra actualmente, sea en la vía directa o indirecta.

Como se advierte, un buen número de decisiones en la materia de su legislación, quedará en estos casos a la consideración de los tribunales de los Estados, sin posibilidad de que intervenga ya la autoridad judicial federal.

EN MATERIA PENAL, es claro que tienen que seguir vigentes las normas que regulan el ejercicio de la acción de amparo cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno d los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

Ahora bien, tratándose de actos emanados de un procedimiento judicial penal, el amparo indirecto procederá contra la orden de aprehensión o el auto de formal prisión, sólo en aquellos casos en que el inculpado, conforme a la legislación aplicable, no tenga derecho al beneficio de la libertad bajo caución. También procederá el amparo indirecto en esta materia cuando, de concederse, ello traerá como consecuencia que se alcance la libertad del quejoso estando detenido, como por ejemplo, cuando se impugna la resolución que niega aquel beneficio, la que declara infundado el incidente de desvanecimiento de datos, etc.

En esta materia penal, la vía de amparo directo procederá contra sentencias definitivas, de cualquier fuero, sólo en aquellos casos en que el sentenciado no alcance ningún beneficio que le permita dejar de compurgar la sanción corporal impuesta, ya sea por sus circunstancias personales o por la naturaleza del hecho delictuoso. 

EN MATERIA LABORAL, por cuanto a esta materia se refiere, se estima y se propone se cree una segunda instancia, a fin de que los laudos dictados por las Juntas de Conciliación y Arbitraje sean revisados por una instancia superior y no que ello lo realice directamente la justicia federal. Dicha reforma representaría, en primer lugar, la posibilidad de que las partes quedaran conformes con el fallo de esa segunda instancia; además se lograría que las violaciones procesales cometidas por las Juntas, que hoy en día motivan la gran mayoría de los amparos concedidos para efectos en esta materia, fueran detectadas y corregidas por el ente revisor, evitándose así que esa clase de asuntos llegaran más de una vez a los tribunales federales, puesto que éstos conocerían de aquéllos respecto del fondo de la problemática planteada; lo anterior sin modificar el contenido actual del artículo 159 de la Ley de Amparo, pues desde luego cabe la posibilidad que incluso la segunda instancia no advierta las violaciones procedimentales, es decir, que el tratamiento de los asuntos laborales sería similar al que en la actualidad se le da a la materia penal.

Estimamos que con las anteriores propuestas se aliviaría considerablemente el exceso de trabajo a cargo de los Tribunales Federales, sin que con ello se afectara de manera importante a los gobernados, quienes seguirían contando, en lo sustancial y trascendente, con la posibilidad de la Protección de la Justicia Federal. (José Luis Arellano Pita, Tomo IV, páginas 2692 a 2695).
Artículo 159.  En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso:

I.  Cuando no se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley;

II.  Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio de que se trate;

III.  Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley;

IV.  Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;

V.  Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;

VI.  Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;

VII.  Cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos;

VIII.  Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que no pueda alegar sobre ellos;

IX.  Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

X.  Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el juez, magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder;

XI.  En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.

PROPUESTAS

El amparo directo.

Como en todos los casos, también en el título relativo al amparo directo hay que limpiar la redacción para quitar las frases o palabras inútiles y, fuera de ello, en el 159 hay violaciones muy difíciles de probar, como son las de la fracción VIII; que no se demuestra con documentos sino con la testimonial, prueba que no se admite – y con razón – en el amparo directo y por ello cabría eliminarla. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1073)

En los artículos 159 y 160 la objeción es fundamentalmente de carácter redaccional.

La fracción I del artículo 159 debe aclararse ya que ha dado lugar a interpretaciones diversas por su ambigüedad;  para la jurisprudencia de la Suprema Corte, con razón, quién no ha sido emplazado a juicio por cualquier motivo, es un tercero extraño, si el amparo se presenta ante el Juez de Distrito, después de la sentencia por lo que hay que precisar el texto de esta fracción, pues el quejoso pudo ser mal emplazado, pero haber tenido conocimiento del juicio, de manera tal que pudo comparecer, como cuando se le cita personalmente  para absolver posiciones, en cuyo caso debió comparecer al juicio y solicitar la nulidad de las actuaciones, por la falta de emplazamiento en cuyo caso si se aplica esta fracción I. 

La fracción II también debe ser aclarada, porque no puede saberse qué significa que el quejoso ha sido mal o falsamente repreguntado.  Si esto significa que alguien compareció por él, porque el emplazamiento al quejoso no se hizo, la hipótesis es la de la fracción I. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1075 y 1076)

En cuanto al juicio de amparo directo, la primera reforma y que se ajustaría a la Ley Agraria, consiste en adicionar en el artículo 158 en el primer párrafo, después de la especificación de tribunales, “y de los tribunales agrarios”, de igual forma en el párrafo segundo al referirse a sentencias definitivas de los tribunales.(Andrea Boocanegra Quiroz, Tomo II, página 1291)

Tomando en consideración las anteriores exposiciones y proyectos, considero que no tan sólo corresponde sensibilizar a las personas encargadas de la aplicación de las leyes, sino también que la ley de amparo debe de buscar su protección de alguna forma, que sea lo mas eficaz para la defensa de las personas a que me he referido al iniciar este proyecto, y que hago su distinción en la propuesta del artículo 7 al inicio.

ARTICULO 159.-

PROYECTO  (se considera oportuno proponer la siguiente reforma, incluyendo en el artículo en mención la fracción siguiente, recorriendo las demás fracciones que componen el numeral)  Fracción I.-  Cuando los intereses de una persona de las señaladas en el artículo 7, no se hayan atendido sus intereses y derechos con la debida diligencia por la autoridad ordenadora del acto, y se ponga en grave riesgo el desarrollo físico o mental de la persona de que se trate.(Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, páginas  1378 y 1379)

Respecto a las violaciones procesales reparables, es erróneo hacer un catálogo de ellas, ya que en todo caso éste es enunciativo y no limitativo, lo que se confirma con lo dispuesto en los artículos 159 fracción XI y 160 fracción XVII. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1666)

ARTÍCULO 159. En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso:

I. Cuando no se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley;

II. Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio de que se trate;

III. Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley;

IV. Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;

V. Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;

VI. Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;

VII. Cuando sin su culpa y sin su consentimiento se reciban  las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos;

VIII. Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que no pueda alegar sobre ellos;

IX. Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que afecten partes sustanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

X. Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el Juez, Magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder; y

XI. En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2241 y 2242)

Artículo 160.  En los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción afecte a las defensas del quejoso:

I.  Cuando no se le haga sober (sic) el motivo del procedimiento o la causa de la acusación y el nombre de su acusador particular si lo hubiere;

II.  Cuando no se le permita nombrar defensor, en la forma que determine la ley; cuando no se le facilite, en su caso, la lista de los defensores de oficio, o no se le haga saber el nombre del adscripto (sic) al juzgado o tribunal que conozca de la causa, si no tuviere quien lo defienda; cuando no se le facilite la manera de hacer saber su nombramiento al defensor designado; cuando se le impida comunicarse con él o que dicho defensor lo asista en alguna diligencia del proceso, o cuando, habiéndose negado a nombrar defensor, sin manifestar expresamente que se defenderá por sí mismo, no se le nombre de oficio;

III.  Cuando no se le caree con los testigos que hayan depuesto en su contra, si rindieran su declaración en el mismo lugar del juicio, y estando también el quejoso en él;

PROPUESTAS

En cuanto al artículo 160, la fracción III estimo que es contraria a la Constitución en su artículo 20, fracción IV, porque ésta dispone que el procesado deberá ser careado en presencia del Juez, con quienes depongan en su contra, en tanto que la fracción III del artículo 160 agrega una condición: si los testigos rinden declaración en el mismo lugar del juicio, estando también el quejoso en él.  Y es el caso que la Procuraduría de la República mueve a los reos de un penal a otro y frecuentemente imposibilita el careo real, lo que mi concepto es una violación  al derecho de defensa, por lo que debe eliminarse la condición, pues un juez no ordenará el careo real si es imposible, siempre y cuando la imposibilidad no sea el resultado de una maniobra de alguna de las partes. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1076)

IV.  Cuando el juez no actúe con secretario o con testigos de asistencia, o cuando se practiquen diligencias en forma distinta de la prevenida por la ley;

V.  Cuando no se le cite para las diligencias que tenga derecho a presenciar o cuando sea citado en forma ilegal, siempre que por ello no comparezca; cuando no se le admita en el acto de la diligencia, o cuando se la (sic) coarten en ella los derechos que la ley le otorga;

VI.  Cuando no se le reciban las pruebas que ofrezca legalmente, o cuando no se reciban con arreglo a derecho;

VII.  Cuando se le desechen los recursos que tuviere conforme a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales del procedimiento y produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

VIII.  Cuando no se le suministren los datos que necesite para su defensa;

IX.  Cuando no se celebre la audiencia pública a que se refiere el artículo 20, fracción VI, de la Constitución Federal, en que deba ser oído en defensa, para que se le juzgue;

X.  Cuando se celebre la audiencia de derecho sin la asistencia del Agente del Ministerio Público a quien corresponda formular la requisitoria; sin la del juez que deba fallar, o la del secretario o testigos de asistencia que deban autorizar el acto;

XI.  Cuando debiendo ser juzgado por un jurado, se le juzgue por otro tribunal;

XII.  Por no integrarse el jurado con el número de personas que determine la ley, o por negársele el ejercicio de los derechos que la misma le concede para la integración de aquél;

XIII.  Cuando se sometan a la decisión del jurado cuestiones de distinta índole de la que señale la ley;

XIV.  Cuando la sentencia se funde en la confesión del reo, si estuvo incomunicado antes de otorgarla, o si se obtuvo su declaración por medio de amenazas o de cualquiera otra coacción;

XV.  Cuando la sentencia se funde en alguna diligencia cuya nulidad establezca la ley expresamente;

XVI.  Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en este último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal;

XVII.  En los demás casos análogos a los de las fracciones anteriores, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.

PROPUESTAS

Respecto del artículo 160, de la fracción III debiera eliminarse la frase “si rindieran su declaración en el mismo lugar del juicio, y estando también el  quejoso en él”.  Y digo que debe eliminarse  está frase porque el artículo 20, fracción IV  de la Constitución no condiciona el desahogo de los careos.

De la fracción X debe eliminarse la frase “ sin la existencia del agente del Ministerio Público al que corresponda formular la requisitoria” pues esa falta esta favoreciendo al quejoso.

Las fracciones XI, XII, XIII, que se refieren al jurado estimo que deben eliminarse, como deberá eliminarse de la Constitución y de  todos los Códigos Procesales penales la mención al jurado, pues ésta institución no tuvo arraigo en México, a grado tal que desde hace más de 30 años, cuando menos en el D.F., no se celebra un juicio por jurados, y suponiendo se celebrara un juicio de ese tipo, habiéndose eliminado estas fracciones, el quejoso no ha perdido nada, porque las violaciones que se señalan son objetivas, implican una violación directa al artículo 14 de la Constitución Federal, por lo que no se requiere, realmente, su enumeración. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1073 y 1074)

Volviendo al artículo 160 de la ley, tanto  la Constitución como los diversos Códigos de Procedimientos Penales establecen la institución del jurado que, si no me engaña la memoria, en el Distrito Federal no se ha celebrado ninguno en más menos 30 años, pues se abandono por inoperante, ya que la experiencia que se ha tenido sobre el jurado es negativa.  Y sino hay jurados, las fracciones XI, XII y XIII del artículo 160 carecen de razón de ser;  por otra parte, cabe agregar que por su innoperancia la institución del jurado en México debe desaparecer reformándose la Constitución al respecto, teniendo en cuenta que según he sabido, incluso en un país de jurados como son los Estados Unidos, de alguna manera, está abandonando la institución. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1078)

Respecto a las violaciones procesales reparables, es erróneo hacer un catálogo de ellas, ya que en todo caso éste es enunciativo y no limitativo, lo que se confirma con lo dispuesto en los artículos 159 fracción XI y 160 fracción XVII. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1666)

ARTÍCULO 160. En los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción afecte a las defensas del quejoso:

I. Cuando no se le haga sober (sic) el motivo del procedimiento o la causa de la acusación y el nombre de su acusador particular si lo hubiere;

II. Cuando no se le permita nombrar defensor, en la forma que determine la ley; cuando no se le facilite, en su caso, la lista de los defensores de oficio, o no se le haga saber el nombre del adscripto (sic) al juzgado o tribunal que conozca de la causa, si no tuviere quien lo defienda; cuando no se le facilite la manera de hacer saber su nombramiento al defensor designado; cuando se le impida comunicarse con él o que dicho defensor lo asista en alguna diligencia del proceso, o cuando, habiéndose negado a nombrar defensor, sin manifestar expresamente que se defenderá por sí mismo, no se le nombre de oficio;

III. Cuando no se le caree con los testigos que hayan depuesto en su contra, si rindieran su declaración en el mismo lugar del juicio, y estando también el quejoso en él;

IV. Cuando el Juez no actúe con secretario o con testigos de asistencia, o cuando se practiquen diligencias en forma distinta de la prevenida por la ley;

V. Cuando no se le cite para las diligencias que tenga derecho a presenciar o cuando sea citado en forma ilegal, siempre que por ello no comparezca; cuando no se le admita en el acto de la diligencia, o cuando se la (sic) coarten en ella los derechos que la ley le otorga;

VI. Cuando no se le reciban las pruebas que ofrezca legalmente, o cuando no se reciban con arreglo a derecho;

VII. Cuando se le desechen los recursos que tuviere conforme a la ley, respecto de providencias que afecten partes sustanciales del procedimiento y produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

VIII. Cuando no se le suministren los datos que necesite para su defensa;

IX. Cuando no se celebre la audiencia pública a que se refiere el artículo 20, fracción VI, de la Constitución Federal, en que deba ser oído en defensa, para que se le juzgue;

X. Cuando se celebre la audiencia de derecho sin la asistencia del agente del Ministerio Público a quien corresponda formular la requisitoria; sin la del Juez que deba fallar, o la del secretario o testigos de asistencia que deban autorizar el acto;

XI. Cuando debiendo ser juzgado por un jurado, se le juzgue por otro tribunal;

XII. Por no integrarse el jurado con el número de personas que determine la ley, o por negársele el ejercicio de los derechos que la misma le concede para la integración de aquél;

XIII. Cuando se sometan a la decisión del jurado cuestiones de distinta índole de la que señale la ley;

XIV. Cuando la sentencia se funde en la confesión del reo, si estuvo incomunicado antes de otorgarla, o si se obtuvo su declaración por medio de amenazas o de cualquiera otra coacción;

XV. Cuando la sentencia se funde en alguna diligencia cuya nulidad establezca la ley expresamente;

XVI. Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en este último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal; y

XVII. En los demás casos análogos a los de las fracciones anteriores, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2242 a 2245)

� Sobre el particular, el C. Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en la exposición de motivos de fecha 19 de febrero de 1951, correspondiente al Decreto de reformas a los artículos 73, fracción VI, base cuarta, párrafo último, 94, 97, párrafo primero, 98 y 107 de la Constitución General de la República expresó lo siguiente: "El fenómeno del regazo [sic] no es nuevo. Ya en el siglo pasado, el fenómeno se conocía. Y los integrantes de aquel Tribunal, consideraron excesivo que hubiesen ingresado 2,108 juicios de amparo a la Suprema Corte en el año de 1880, que en el de 1904, llega a la elevada suma de 4,567. El aumento cada día mayor de estos juicios, no ha dejado de preocupar a nuestros más distinguidos juristas, aunque debe precisarse que las cifras más alarmantes de acrecentamiento de asuntos en la Corte, comienzan el año de 1930 con un registro de 10,067 juicios de amparo pendientes de resolución, y se agrava, a proporciones incalculables, en 1949, que señala un total de 32,850 negocios sin fallar, entre amparos directos e indirectos, incidentes, competencias, quejas y juicios federales.


"El legislador, justificadamente angustiado, ha recurrido a diversas medidas para superar el grave problema que de esta suerte grávita sobre la Justicia Federal; pero las reformas constitucionales realizadas sólo han engendrado resultados efímeros, pues el problema ha reaparecido agudizado, quizá porque nunca se le ha atacado en el fondo, aceptando la necesidad de reformas de mayor trascendencia.”


…


"De los informes mencionados se desprende que en el año de 1939, la existencia total de asuntos en la Suprema Corte era de 12,362 negocios; al 30 de noviembre de 1945, de 22,186; y al 30 de noviembre del año pasado, a 33,857. Es decir, que en diez años los negocios pendientes en la Suprema Corte han aumentado en un 300% aproximadamente; y el despacho, que en el primero de los años citados se computó en un 93%, se redujo en el año de 1945 al 87% y el año pasado al 68%.”


…


Estas cifras revelan que la concentración y centralización de amparos en la Corte, no sólo afecta a la Sala Civil, sino también a las otras Salas. Si a lo anterior se agrega que cada vez  llegarán muchos más asuntos al más alto Tribunal de la República, porque la vida del país acusa altos índices en su desenvolvimiento industrial, económico, comercial, jurídico y político, tiene que convenirse en que de no pensar en otra distribución constitucional de la competencia en materia de amparo, el problema quedará subsistente. En estas consideraciones se funda la presente iniciativa, que va más lejos que la propuesta contenida en el anteproyecto de la Suprema Corte de Justicia.





� El texto del inciso a), de la fracción III, del artículo 24, que se menciona es el que de manera simultánea entró en vigor con motivo de las mismas reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en el año de 1968, que a la letra dice:


“ARTÍCULO 24.- Corresponde a la Primera Sala: 


III.- De los juicios de amparo de única instancia en materia penal, contra sentencias definitivas por violaciones cometidas en ellas o durante la secuela del procedimiento, cuando se trate:


a).- De sentencias dictadas por autoridades judiciales del orden común, cuando en dicha sentencia se comprenda la pena de muerte o una sanción privativa de libertad que exceda del término que para el otorgamiento de libertad caucional señala la fracción I del artículo 20 Constitucional y aunque dicha pena no sea impuesta al quejoso si no a otro sentenciado en el mismo proceso.“





� Al igual que el texto anterior, el del artículo 25, fracción III de la misma ley, es el que también entró en vigor con las reformas del año de 1968:


“ARTÍCULO 25.- Corresponde conocer a la Segunda Sala:


III.- De los amparos en única instancia, en materia administrativa, contra sentencias definitivas, por violaciones cometidas en ellas durante la secuela del procedimiento, dictadas por los tribunales federales, administrativos o judiciales, en juicios de cuantía determinada, cuando el interés del negocio exceda de quinientos mil  pesos, o en juicios que en opinión de la Sala sean de importancia trascendente para los intereses de la Nación, cualquiera que sea la cuantía de ellos.”


� Idem.
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